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Para fijacidn de posiciones, en relacidn con las enmiendas 
del Senado al presente proyecto de ley, intervienen, en 
nombre de los distintos Grupos Parlamentarios, los seño- 
res Diputados que se especifican a continuación. 

En nombre del Grupo Mixto, el señor Bandrés Moler expre- 
sa su posición contraria a determinados aspectos del 

proyecto de ley, tal como viene configurzdo después de si1 

debate en el Senado, especialmente respecto de la disposi- 
ción adicional. segunda, fruto de un determinado pacto 
político relativo a las peculiaridades que presenta la apli- 
cación de la Ley de Bases de Régimen Local en los territo- 
rios histdricos de Alava, Guipuzcoa Vizcaya. Entiende 
personalmente, al igual que el partido político del que 
forma parte, que dicha disposición va en detrimento de la 
autonomía municipal y de las competencias de las Co- 
munidades Autónomas en general, v no va de la Vasca en 
concreto. Añade que esta Lev, en su conjunto, rebasa lo 
que legítimamente puede entenderse como una auténtica 
ley de bases, regulando con detalle toda la materia. refe- 
rente al Régimen Local y limitando consiguientemente, 
en buena medida, la capacidad legislativa de las Comuni- 
dades Autdnomas. Respecto al acuerdo alcanzado entre el 
Partido Socialista y el Partido Nacionalista Vasco, fruto 
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del cual es la citada disposicibn adicional segunda, seña- 
la que vulnera, a su juicio, el Estatuto de Autonqmía de 
Guernica y la Ley de Tem'torios Histbricos, entrando en 
flagrante cdntradiccibn con las posiciones mantenidas 
por el Partido Nacionalista Vasco a Id largo de la trami- 
tacibn de la Ley en el Congreso y con las propias enmien- 
das que inicialmente presentb en el Senado. 
Por las razones expuestas, anuncia su apoyo a cualquier 
iniciativa tendente a reconsiderar lo que cree que es un 
derecho para su Comunidad Autbnoma. 

En representacibn del Grupo Centrista interviene el señor 
Núñet Pérez, que anuncia el voto favorable. con algunas 
excepciones, a las enmiendas del Senado, por cuanto su- 
ponen de mejora técnica del proyecto, lo cual no significa 
que respalde el contenido del mismo. Expone que el 
proyecto de ley sigue sucumbiendo a la ambigüedad, con 
el reconocimiento incompleto de la autonomía local, ya 
que contiene numerosas disposiciones que entrañan una 
tutela solapada v regula el funcignamiento de los brganos 
de gobierno de las Corporaciones locales sin un claro 
respeto al principio de representatividad, al excluir a las 
minorías en la constitucibn de las Comisiones de Gpbier- 
no. Asimismo, considera que se deja reducida a las pro- 
vincias a la mínima expresibn. toda vez queSe menosca- 
ban las atribuciones de la Diputacibn v. por otra parte, 
en materia municipal no se atiende en forma debida a la 
necesaria participacibn ciudadana; por el contrario, a i s -  
te un excesivo intewencionismo municipalizador en ma- 
teria de actividades v servicios. Finalmente, en materia de 
funcibn pública se da lugar a una deslegalitacibn y des- 
profesionalizacibn de la misma, hechos todos ellos que 
dan lugar a un juicio negativo por parte del Grupo Cen- 
trista en relación con este provecto de ley. 

El señor Roca i Junyent, en nombre de Minoría Catalana, 
recuerda que su Grupo manifestó en su día la conformi- 
dad básica con el texto remitido desde esta Cámara al 
Senado, a pesar de existir ciertas discrepancias con rela- 
ción al mismo. Se pregunta si una Le.v de Bases puede 
agotar o impedir el desarrollo de un detenninado tema 
por parte de las Asambleas legislativas de las Comunida- 
des Autónomas. La respuesta, a su juicio, ha de ser nece- 
sariamente negativa, así ha venido ratificándolo el Tri-' 
bunal Constitucional. 
A continuacióri se refiere a la polétiiica suscitada con la 
incorporación de una etinlienda trarisaccional a la dispo- 
sición 'adicional segunda de la Ley. hecho que ha llevado 
al Grupo de Minoria Catalana a cambiar la valoracióti 
respecto del conjunto del provecto de lev, v a  que si tal 
modificacibn es consecuencia de forzar tina nueva inter- 
pretacibn constitucional. considera que esta debe abrirse 
para todos, iiiáxinie tratándose de derechos histdricos 
que tienen amplia generalidad. Aliide a la existencia de 
una larga tradición histórica del mrinicipalismo espatiol, 
que encontró su más desarrollada concrecibn legislativa 
en el Estatuto Municipal de Cataluña de 1930, tradicibn 
histórica que no se puede negar hov absohitatnente a na- 
die a causa de la ausencia por el Gobienio de un rnodelo 
local, lo que da lugar a cambios constantes, que generan 

inconstitucionalidades sobrevenidas. Ello les obligará a 
buscar, una vez más, en el Tribunal Constitucional la 
inierpretacibn que les permita resolver de una vez si los 
Ayurftamientos o las Comunidades Autbnomas pueden o 
no nombrar y seleccionar el personal de las Corporacio- 
nes locales. 

En nombre del Grupo Popular, el señor Amar Lbpez anun- 
cia el voto afirmativo a la gran mayoria de las enmiendas 
del Senado, sin que ello signifique, en modo alguno, su 
confomidad con el contenido de la Ley. En relacibn con 
la debatida disposicibn adicional segunda, infoma que 
su Grupo se abstendrá. 
A continuacidn califica a la Ley de técnicamente desdi- 
chada, confusa y contradictoria en no pocos de sus artt- 
culos. Poltticamente, cree que supone un profundo error, 
remitiéndose a lo ya manifestado en trámites anteriores 
en temas tan importantes como la composicibn de las 
Comisiones de Gobierno, Presidentes de las Corporacio- 
nes locales y sus funciones, tratamiento de la provincia y 
sus competencias y ,  por último, eliminacibn de los Cuer- 
pos nacionales de Administracibn local. 

El señor Fajardo Spinola, en nombre del Grupo Socialista, 
se felicita de la aprobacibn final de una ley que va a 
completar la estructura del Estado y constituye un instru- 
mento importante de la reforina local. En relacibn con las 
enmiendas procedentes del Senado, anuncia que el Grupo 
Socialista votar4 a favor de la inmensa mayoría de las 
mismas, por suponer muchas de ellas correcciones de es- 
tilo o, en otros casos, Acorporar pequeñas correcciones 
de fondo que enriquecen el t3 to  de la Lty. 
Destaca a continuacibn algunas de las enmiendas que 
considera más importantes y que merecerdn el apoyo del 
Grupo Socialista, como son las relativas a la polttica de 
fusibn de municipios: respecto de la que el Gobierno tiene 
unas competencias simplemente de fomento, o la introdu- 
cida en el artículo 60, permitiendo una intewencibn ex- 
traordinaria respecto de la autonomíd municipal cuando 
la no actuacibn de los municipios ponga en peligro inte- 
reses generales. Asimismo, atribuye gran importancia a la 
posibilidad que se concede a los municipios de acudir al 
Tribunal Constitucional, aunque por vía indirecta, en de- 
fensa de si1 autonomía, o a la riiodiflcacibn del articulo 
77, en favor de los derechos de la oposicibn dentro de las 
Corporaciones locales. Finalinente, en relacibn con la 
disposicidn adicional segunda, contesta en especial a las 
rnanifestaciones del setior Roca, rechazando que con la 
incorporación de la niisma, el Grupo Socialista haya roto 
el acuerdo siiscrito previamente con la Minoría Catalana. 
va  qiie ambos Grupos disponían de libertad para presen- 
tar enmiendas en el Senado, como así hicieron, respetan- 
do siempre el fondo de aquel acuerdo. Creq, por otra par- 
te, que la nueva disposicibn tiene suficiente fundamento 
y'que la rnisriia va unida a citi cambio positivo de las 
circunstancias concurrentes en al País Vasco. 

El seitor Ministro de Adriiinistracibn Territorial (De la Qua- 
draSalcedo Fenidridez del Castillo) interviene, en nombre 
del Gobierno, contestando en primer término a determi- 
nadas rnanifestaciones del Diputado senor Roca i Jun- 
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yent 1 en 1 relacibn 1 con la disposicibn adicional segunda 
incorporada en el Senado. Expone que, con motivo de la 
discusibn del proyecto en el Congreso, pensaba que se 
había logrado un  pacto con Minoría Catalana, que aho- 
ra, lamentablemente, ve que no era tal. Le sorprende, por 
otra parte, que Minoría Catalana pudiera hablar entonces 
de pacto si observaba en el proyecto las reticencia: res- 
pectp a la constitucionalidad del mismo ahora puestas de 
manifiesto. En  contestacion asimismo al senor Roca, 
mantiene determinadas afirmaciones hechas con anterio- 
ridad acerca del Cuerpo de Habilitacibn Nacional, respec- 
to del cual únicamente se realizan modificaciones en ma- 
teria de nombramiento. no habiéndose puesto nunca en 
cuestión su existencia. En  cuanto a la so~ución que a 
través de dicha disposición adicional segunda se da al 
País Vasco, entiende que no cabe ampliarla para otras 
Comunidades Autónomas, por tratarse de la actualiza- 
ción de un  derecho histórico específico de aquella Comu- 
nidad, como fácilmente puede constatarse mediante el 
examen de las correspondientes disposiciones legislativas. 
A continuacibn, se refiere el señor Ministro a los aspectos 
más sobresalientes del proyecto de ley, entre los que desta- 
ca lo dispuesto en el artículo 2." como principio clave 
para la defensa de la autonomía local y el hecho de judi- 
cializar al máximo posible las relaciones entre las Corpo- 
raciones locales v las Comunidades Autbnomas v el Esta- 
do. En materia funcionarial, señala que se respeta igual- 
mente al máximo la autonomía local para la selección v 
formacibn de sus propios funcionarios. No desconoce, 
sin embargo, la existencia de algunos problemas impor- 
tantes respecto de los que existen posiciones divergentes 
por parte de algunos Grupos Parlamentarios, citando co- 
mo ejemplo los temas de la Comisión de Gobierno y la 
regulacibn dada a la provincia. Acerca del primero de 
estos temas, pone de relieve que se trata de aplicar un 
principio de gobierno que va rige en las Administraciones 
autonbmica y del Estado. que no impide, por lo demás, 
que las funciones'más importantes de gobierno se sigan, 
reservando a los Plenos de las Corporaciones Locales. En 
cuanto a la provincia, expone que se procura dar una 
respuesta equilibrada y respetuosa a los intereses genera- 
les de aquélla, en un  momento en que se va hacia una 
descentralizacibn del poder, como corresponde al Estado 
que hemos configurado constitucionalmente. 
Termina el señor Ministro de Administración Territorial 
subrayando la importancia de la Ley, que viene a comple- 
tar un aspecto destacado del diseño organizativo del Es- 
tado, con un  reparto de competencias entre los distintos 
niveles de poder, consiguiéndose mantener siempre un re- 
ducto inviolable de la autonomía local, lo que califica de 
aspecto más importante de la Ley de Bases. 

A continuación se procede, a través de diversus votaciones, 
a la aprobación o rechazo de las numerosas enmiendas 
del Senado al proyecto de Ley reguladora de Bases de 
Régimen Local. 
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Para la presentación del proyecto de ley, en nombre del 

Gobierno interviene el senor Ministro de Obras Públicas 
y Urbanismo (Campo Sainz de Rozas). Comienza seña- 
lando que con el proyecto de ley que ahora somete a la 
Cámara, largamente esperado y sistemáticamente aplaza- 
do, el Gobierno da cumplimiento a un compromiso públi- 
camente contraído en su programa electoral, cual es ade- 
cuar la gestión y el aprovechamiento hidráulico a la nue- 
va configuración del Estado nacido de la Constitución de 
1978, ofreciendo el marco legal que requieren las deman- 
das de nuestra sociedad. Señala que el provecto nace COH 

una decidida vocación de servicio a los ciudadanos v ,  por 
ello, de estabilidad y permanenciu. 
A continuación se refiere al carácter del agua como bien 
de dominio público, cada vez objeto de mayor demanda 
como consecuencia del acelerado crecimiento de la pobla- 
ción y del desarrollo industrial v agrícola. Alude asimis- 
mo a la escasez v desigual distribución de este recurso en 
nuestro país, con 'fitertes irregularidades en el tiempo y en 

' el espacio, que ha dado lugar, junto a frecuentes y prolon- 
gadas sequías. a la esporádica aparición de importantes 
avenidas en los cursos fluviales. con carácter catastrófico 
eri t i 0  pocas ocasiones. Estas circunstancias hart obliga- 
do nuestro país a realizar durante siglos extraordinarios 
esfuerzos para niejorur el aprovechaniiento de este bieri 
escaso, convirtiéndolo en país pionero en el desarrollo de 
la legislación sobre recursos hidráulicos, legiskación que, 
además, se ha distinguido siempre por su carácter progre- 
sista. 
Hace a continuación uti informe detallado sobre las 
grandes obras realizadas para el mejor aprovechamiento 
de este bien, así como la abundante legislación promul- 
gada, destacando especialmente la ,Ley de Aguas de 13 de 
junio de 1879 v la posterior creación, en 1926, de las 
Conferencias Hidrográflcas. Sin embargo, el incremento 
de la demanda de agua. así como la evo/ución de las 
técnicas de investigación v explotación de las aguas sub- 
terráneas, unido ello u la incorrecta utilización de las 
mismas, constituyen circunstancias que obligan a elabo- 
rar unu nueva normativa que vava mds  a'llá de los intere- 
ses de un Partido v de u n  Gobierno, para constituirse eri 
una auténtica ley de Eslado. Con este propósito, se sonie- 
te a la Cámara el nuevo proyecto de ley, para cuya elabo- 
ración se han mantenido, durante más de un ario v me- 
dio, innumerables conversaciones y reuniones de trabajo 
con partidos políticos, Gobiernos de las Comunidades 
Autónomas v entidades más representativas de iodos los 
sectores socioeconómicos afectados, todo ello con el afán 
de conseguir un  mejor aprovechamiento de los recuros 
hidráulicos, respetando siempre los derechos legítinia- 
mente adquiridos v el buen uso del agua en fitnción del 
interés general. 
Seguidamente resaltan las principales características del 
proyecto de ley, para terminar manifestando que realiza 
su presentación con un ánimo abierto y no excluyente, 
buscando la cooperación de todos, para dotar al país del 
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marco legal adecuado que permita el mejor aprovecha- 
miento de nuestros recursos hidráulicos. Señala final- 
mente que es &seo del Gobierno organizar el correcto uso 
del agua, evitando su despilfarro y comgiendo algunos 
intereses particulares que van en contra del interés gene- 
ral. 

En  defensa de las enmiendas de devolución y de texto alter- 
nativo presentado por el Grupo Popular interviene el se- 
ñor Gómez de las Roces. Comienza senalando que su 
Grupo Parlamentario cree .también absolutamente nece- 
saria la reforma de la Ley de Aguas, pero muestra su 
desacuerdo con el proyecto presentado por el Gobierno, 
que, a su juicio, difícilmente puede pretender convertirse 
en una ley de Estado de larga duración, salvo que en el 
mismo se introduzcan sustanciales modificaciones. Esti- 
ma que a la hora de proceder a la reforma de un t a t o  
centenario ha de hacerse sin acudir a modificaciones 
pevorativas que vienen a romper y empeorar la situación 
anterior. Guiado por el deseo de conseguir un texto acer- 
tado, el Grupo Popular ha prestado su colaboracibn en la 
elahoracidn del proyecto de ley y es su propbsito seguir 
colaborando por la vía parlamentaria de la presentacidn 
de enmiendas, ya que colaborar no siempre es coincidir. 
Seguidamente pone en duda la oportunidad del provecto 
de lev, al presentarse en un momento en que las Adminis- 
traciones públicas se encuentran en pleno proceso de 
transferencias y de asentamiento, como también du& se- 
riamente de que el proyecto que hoy se presenta tenga en 
cuenta las exigencias del nuevo modelo de Estado auto- 
ndmico. Añade que el Grupo Popular coincide con el Go- 
bierno en buena porción de los aspectos que regula el 
proyecto, pero que las discrepancias son tan significati- 
vas que le obligan a formular las enmiendas a la totali- 
dad que ahora defiende, .v ello por considerar que están 
ante un provecto que carece de madurez por insuficiente- 
mente estudiado en su trascendencia jurídica v efectos 
econdmicos; a la postre, en s u  viabilidad administrativa, 
social v política. 
Partiendo de la coincidencia con el principio de que las 
ugitas deben suhordinarse al interés general, muestra, en 
cambio, su desacuerdo con que ello obligue a la naciona- 
lización de todas ellas. En  consecuencia, una de las fina- 
lidades fitndamentales perseguida por las enmiendas de 
totalidad consiste en defender la subsistencia de un donii- 
nio privado de las aguas, aunque subordinado siempre al 
interés general. Agrega que ni jurídica, ni social ni econó- 
micamente estiman aconsejable esta especie de apmpia- 
cidn sin causa y ,  al parecer, sin precio que el proyecto 
gubernativo anuncia, v que vendrá a dejar en situación 
de precario a numerosas familias y comunidades que hoy 
en día se ocupan eii nuestro país del alumbramiento 
aprovechaniiento de las aguas subterráneas. En definiti- 
va, considera que con el provecto se va a desalentar la 
iniciativa privada, pero no se le va a poder sustituir, lo 
que no será bueno para nadie. 
Finalmente, el enniendante examina el articulado del 
proyecto de k y ,  exponiendo diversas objeciones al niis- 
mo, a la par que especifica las medidas alternativas de- 
fendidas por el Grupo Populur. 

En turno en contra de las enmiendas a la totalidad intervie- 
ne, por el Grupo Socialista, el señor Sáenz Cosculluela. 
Comienza manifestando que el Grupo Popular, en el pre- 
sente caso como en cada uno de los proyectos que el 
Gobierno presenta a esta Cdmara, formula enmiendas de 
totalidad, cayendo sistemáticamente en la rutina de pedir 
el rechazo de los proyectos del Gobierno, con lo que pier- 
de toda su validez y consistencia el argumento reiterado 
de que,desean mantener un diálogo y colaboracion para 
el mayor perfeccionamiento de aquéllos. Frente a dicha 
actitud del Grupo Popular, afirma que sí ha existido pre- 
viamente un diá'logo de Estado con las Comunidades Au- 
tdnomas, con los Grupos políticos y sociales y con las 
asociaciones de regantes. 
Seguidamente expone que del examen de las dos enmien- 
das de totalidad presentadas se extrae que la tesis central 
de las mismas consiste sencillamente en que el Grupo 
Popular no acepta el tratamiento que en el proyecto se da 
a las aguas subterráneas, que son declaradas públicas en 
abierta coincidencia con amplias sectores de la sociedad 
e incluso con la propia historia de la legislación hidrold- 
gica de España. Resalta que es ésta precisamente una 
cuestibn capital del proyecto de ley y considerada vital 
para cualquier país, como lo demuestra el que ha dado 
lugar a numerosas reuniones internacionales por enten- 
der que estamos ante un bien agotable que es preciso 
preservar y proteger, evitando que se produzcan abusos en 
su utilización. Agrega que esta necesidad se siente con 
mayor intensidad en nuestro país, debido a que los recur- 
sos son o más escasos por tenitorios o más irregulares 
por zonas que en la mayoría de los países europeos, que 
tanta atencidn dedican a este bien escaso. 
Finalmente, el señor Sáenz Cosculluela afirma que con el 
presente proyecto de ley se procura establecer una legisla- 
ción que permita a los poderes públicos v ,  en definitiva, a 
los españoles garantizar el correcto tratumiento del agua 
en favor de los intereses generales, sin que ello implique 
en ningún caso, como se ha aducido por el enmendante, 
la existencia de ningún tipo de nacionalizacidn, toda vez 
que el provecto es exquisitamente respetuoso con los dere- 
chos adquiridos. 

En turno de réplica intetviene el señor Gómez de las Roces y 
duplica el serfor Sáenz Cosculluela. 

En tumo de fijacidn de posiciones intervienen, en nombre 
del Grupo Mixto, el señor U p e z  Raimundo, y por Mino- 
ría Catalana el señor Xicoy Bassegoda. 

Sometida a votacidn la enniienda de devolucibn presentada 
por el Grupo Popular, es rechazada par 75 votos a favor, 
174 en contra v 10 abstenciones. 

Sometida a votacidn la enmienda de totalidad con texto 
alternativo, fomiulada asimismo por el G p p o  Popular, es 
desestimada por 76 votos a favor, 176 en contra, 10 abs- 
tenciones v uno nulo. 

Se suspende la sesidn a las ocho v treinta minutos de la 
noche. 
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Se abre la sesión u las cuatro v cinco minutos de la tarde. 

ENMIENDAS DEL SENADO: 

- PROYECTO DE LEY REGULADORA DE BASES DE 
REGIMEN LOCAL 

El senor PRESIDENTE: Señorías, se abre la sesión. 
Entramos en el primer punto del orden del día, en- 

miendas del Senado al proyecto de ley reguladora de 
bases de Régimen Local. ¿Algún Grupo Parlamentario 
quiere intervenir en  relación con las enmiendas proce- 
dentes del Senado? (Pausa.) 

Si les parece a SS. SS. pueden agrupar las observacio- 
nes que tengan en una única intervencion, incluso anun- 
ciar sus intenciones de voto, y luego iremos votando las 
enmiendas en la forma que a los Grupos Parlamentarios 
les interese. 

Para manifestar su posición en relación con las en- 
miendas del Senado, por el Grupo Mixto tiene la palabra 
el setior Bandrés, por un tiempo máximo de diez minu- 
tos. 

El señor BANDRES MOLET: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, voy a consumir un turno en contra 
de determinados aspectos del proyecto de Ley Regulado- 
ra de  Bases de Régimen Local, tal como viene configura- 
do después de su paso por el Senado, pero de un modo 
muy concreto respecto a la disposición adicional segun- 
da ,  fruto de u n  determinado pacto político que  ha tenido 
su plasmación en el texto que, aparece en el documento 
que hoy se nos presenta a nuestra consideración. 

El mensaje motivado del señor Presidente del Senado, 
para explicar la introducción de esta disposición adicio- 
nal segunda, dice: Se introduce una disposición adicional 
segunda nueva, con lo que las sucesivas disposiciones 
adicionales ven alterada su numeración, por la que sc 
regulan las peculiaridades que presenta la aplicación de 
la Ley en los territorios históricos de Alava, Guipúzcoa y 
Vizcaya, con objeto de subsanar una omisión. Es una 
forma de decir las cosas, senorss Diputados. Aquí no se 
subsana ninguna omisión. Aquí se plantea una reforma 
profunda, respecto a tres provincias, de ciertos procedi- 
mientos administrativos relacionados con la Ley de Ba- 
ses de Régimen Local. 

Y o  represento aquí, como saben S S .  SS., a un partido 
que se llama Euskadiko Ezkerra. Este partido considera 
que el texto en general de la Ley de Bases de Régimen 
Local y la disposición adicional segunda, fruto del acucr- 
do  alcanzado entre el Partido Nacionalista Vasco y el 
Partido Socialista Obrero Español, van en detrimento de 
la autonomía municipal y de las competencias de las 
Comunidades Autónomas -scuchéseme bien, estoy ha- 
blando en plural de las Comunidades Autónomas- y no 
sólo de la Comunidad Autónoma Vasca. 

Por ello, para los que apoyamos y aceptamos una cons- 
trucción nacional y un reforzamiento de las instituciones 
comunes en Euskadi, por primera vez en la historia mo- 

derna de  nuestro país, tales hechos constituyen una gra- 
vísima preocupación y determinan justamente nuestro 
voto negativo, que yo anuncio en este momento. 

Nuestras discrepancias están fundamentadas en razo- 
nes tan to  de carácter jurídico como de carácter político, 
que podríamos resumir del siguiente modo. La Ley de 
Bases de Rkgimen Local, en su conjunto, rebasa lo que 
legítimamente puede entenderse como una autentica ley 
de bases, llegando a regular de una forma extensísima 
toda la materia relativa al Rkgimen Local, y ello limita 
en buena medida la capacidad legislativa de las Comuni- 
dades Autónomas en dicha materia. .Como muestra tengo 
que decir que el propio Partido Nacionalista Vasco y sus 
distinguidos representante en e l  Congreso de los Diputa- 
dos, para hacer frente a dicha posibilidad, presentaron 
un texto alternativo ante este Congreso que constaba tan 
sólo de 48 artículos, y va sabemos todos el número de 
artículos que tiene actualmente la ley, sin contar las mu- 
chas disposiciones adicionales v transitorias. 

Los aspectos más preocupantes de esta Ley de Bases 
son a nucstro juicio los siguientes. En primer lugar, se 
regula excesivamente todo lo relativo a la organización v 
funcionamiento de las Corporaciones Locales. En segun- 
do lugar, la tutela de la Administración Central es a 
nuestro juicio escandalosa, hasta el punto de que se Ic 
otorga al Delegado del Gobierno central la capacidad de 
suspenden los actos o acuerdos de las Corporaciones Lo- 
cales que considere atentan gravemente a eso tan vago 
que se llama el interes general de España. En tercer lu- 
gar, los interventores, depositarios y secretarios de la Ad- 
ministración local formarán partc de los Cuerpos nacio- 
nales que, por cierto, el Partido mayoritario de Euzkadi 
pedía su extinción en las enmiendas presentadas. Hasta 
la cuantía mínima v máxima de las retribuciones com- 
plementarias de los funcionarios será establecida de aquí 
en adelante por el Estado, limitando la autonomía muni- 
cipal y la capacidad negociadora de los representantes 
del personal de la Administración local. 

Por otro lado, las reglas básicas y los programas míni- 
mos a que se ajustará el procedimiento de seleccibn y 
formación, así como los títulos académicos requeridos 
del resto de los funcionarios de la Administración local 
corresponderá tambikn a la Administración central del 
Estado. 

El acuerdo alcanzado entre el Partido Nacionalista 
Vasco y el Partido Socialista Obrero Espariol, y que se 
plasma en la disposicih adicional segunda, vulnera, a 
nuestro entender, el Estatuto de Autonomía y la Ley de 
Territorios Históricos, entrando e n  flagrante contradic- 
ción con las propias posiciones mantenidas por el  mismo 
Partido Nacionalista Vasco a lo largo de la tramitación 
de esta Ley en el Congreso de los Diputados y las cnmien- 
das inicialmente presentadas en el Senado. 

Desde nuestro punto de vista, la colisión se plantea en 
los siguientes aspectos. Según el artículo 10.4 del Estatu- 
to de Autonomía de Gucrnica, el Regimen Local y e l  Es- 
tatuto de los Funcionarios de la Administración local del 
País Vasco son competencia exclusiva de la Comunidad 
Autónoma Vasca, de acuerdo a las bases establecidas por 
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el Estado. La Ley de Territorios Históricos, en su artículo 
6/, 1 ,  atribuye a las instituciones comunes -no a las 
Diputaciones- la competencia de regulación del Estatu- 

. to  de los Funcionarios de la Administración local, al no 
figurar dicha capacidad entre las competencias atribui- 
das a los territorios históricos en su artículo 2: 

Los artículos 3.", 24.2 y 37 del Estatuto de Autonomía, 
que en el punto séptimo de la disposición adicional acor- 
dada se señalan como disposiciones que legitimarían la 
atribución de determinadas competencias a los órganos 
forales en relación a la convocatoria y nombramiento de 
los funcionarios de habilitación nacional, nada tienen 
que ver con esta capacidad. La única disposición dentro 
del Estatuto q u r  cabe invocar como fuente para regular 
dicha materia es la establecida en el articulo 10.4 del 
Estatuto. 

La convocatoria de concursos para cubrir las plazas 
serialadas, que en cl resto del Estado van a ser efectuadas 
por las Administraciones de las Comunidades Autóno- 
mas, en el País Vasco ... (Runiores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Bandrés. 
Ruego silencio a sus señorías. 

El señor BANDRES MOLET: Digo que cn el resto del 
Esíado se v a  a efectuar esa convocatoria por las Adminis- 
traciones de las Comunidades Autónomas y, sin embar- 
go, en el País Vasco, en virtud del acuerdo, va a ser reali- 
zada por los territorios históricos, es decir, por las Dipu- 
taciones, al igual que su nombramiento, competencia cs- 
ta que en el resto del Estado, salvo en Navarra, corres- 
ponde a la Administración central. 

El porcentaje del baremo que se reserva para la Comu- 
nidad Autónoma es sólo de un 10 por ciento, limitado 
además al conocimiento de las materias que se derivan 
de los derechos históricos v especialmente del concierto 
económico, frentc al 65 por ciento del Estado v al 25 por 
cicnto de las Corporaciones Locales. Hay que hacer ob- 
scrvar que en cl*resto del Estado, salvo en Navarra, el 
porcentaje es del 75 por ciento reservado al Estado v el 
25 por ciento para las Corporaciones Locales. Como se 
ve,  la modificación introducida a 1ravi.s del acuerdo a 
favor del País Vasco no es tan importante ni tan sustan- 
cial como se nos ha venido diciendo. 

Quienes han convenido esta adicional segunda contra 
la que me estoy oponiendo, saltándose el Estatuto de 
Autonomía y la Ley de Territorios Históricos, han acor- 
dado a traves de  una Ley de Bases estatal, v en abierta 
contradicción con las enrhiendas presentadas al proyecto 
en el Parlamento central, hurtar a la Comunidad Autóno- 
ma la competencia para regular las materias relativas al 
Régimen Local y al Estatuto de los Funcionarios de  la 
Administración local. 

El acuerdo, que ha sido calificado como histórico 'por 
algunos, no recoge ninguno de  los aspectos fundamenta- 
les que el propio partido mayoritario en Euzkadi presen- 
tó en forma de enmicndas, limitándose a atribuir a los 
territorios histhricos competencias que en principio de- 
ben ser reguladas, como vengo diciendo, por cl Parla- 

mento Vasco, correspondiendo a esta institución decidir 
en última instancia a quién compete realizar la convoca- 
toria de los concursos y el nombramiento de los funcio- 
narios denominados de habilitaci6n nacional de la Admi- 
nistración local, así como la fijación de los baremos. 

Asimismo, quienes han concebido el acuerdo, al recu- 
rrir a unos pretendidos derechos históricos de los territo- 
rios históricos para atribuir desde una norma estatal 
competencias a los órganos forales, ignorando así al Par- 
lamento y al Gobierno vascos, niegan la existencia de 
unos derechos nacionales del pueblo vasco. El plantea- 
miento historicista de algunos está llegando al absurdo 
de renunciar a las competencias estatutarias y de  regular 
desde Madrid competencias que corresponden a la Co- 
munidad Autónoma, llegando a modificar leyes del Par- 
lamento vasco, como la Ley de Territorios Históricos. Así  
se confirma cómo el foralismo, llevado hasta las últimas 
consecuencias, supone la negación de todo proyecto serio 
de construcción nacional. El hecho adquiere, si cabe. una 
mayor gravedad, cuando nos encontramos con que desde 
la propia Consejería de la Presidencia del Gobierno Vas- 
co se protagoniza el acuerdo, que en el fondo supone 
vaciar de contenido el Estatuto y las facultades del pro- 
pio Gobierno y Parlamento vascos. 

Por otra parte, este acuerdo confirma nuestras tesis al 
considerar que a otros partidos con responsabilidad esta- 
tal no les ha importado en absoluto la vertebración inter- 
na de nuestro país; me estoy refiriendo al País Vasco. En 
este acuerdo en concreto, la colaboración con las posicio- 
nes foralistas que representan el conservadurismo y la 
reacción es una buena muestra de todo ello. 

Nosotros creemos estar ante un serio atentado contra 
el Estatuto de Cuernica v contra la constitución y verte- 
bración nacional de Euzkadi. Nosotros, senores Diputa- 
dos -y me estoy refiriendo a Euskadiko Ezkerra-, no 
queremos una autonomía fundamentada en la injusticia, 
en la desigualdad y en el retorno a posiciones del antiguo 
régimen, que además en este caso ni siquiera son invoca- 
bles. Estamos contra los arcaísmos. Estamos contra lo 
que un compañero mío de  partido ha llamado «la nueva 
ola de  neoforalismo. que nos invade. Y quiero aquí decir, 
senores Diputados, que el nacionalismo vasco -I[ uste- 
des lo saben bien- es un nacionalismo plural y ,  aunque 
a veces no lo parezca, no está monopolizado por un solo 
partido. 
Yo si que aquí hav otros grupos políticos que están 

convencidos de la inconstitucionalidad del precepto que 
vo estoy combatiendo. Yo quiero tranquilizarles dicién- 
doles que defendiendo esa inconstitucionalidad no están 
enfrentándose, desde luego, con todo el pueblo vasco, ni 
siquiera con todo el nacionalismo vasco, sino con una 
parte del nacionalismo vasco. Y quiero 'aquí proclamar 
lo siguiente. Si en este Congreso hay 49 Diputados dis- 
puestos a firmar un recurso de inconstitucionalidad con- 
tra la disposición segunda, aquí tienen el número 50 para 
completar el número que preceptúan las leyes. 

El señor PRESIDENTE: Eso esta fuera del tema e n  
este momento, senor Bandrés. 
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El señor BANDRES MOLET: Dicho está, señor Presi- 
dente. ¡Qué le vamos a hacer! (Risas.) 

Nosotros, señores Diputados, y ya termino, veremos 
con simpatía cualquier iniciativa para reconstruir lo que 
creemos que es un derecho para nuestra propia Comuni- 
dad  Autónoma y para las demás Comunidades Autóno- 
mas. 

Esto es todo, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Ban- 

Por el Grupo Parlamentario Cenflista, tiene la palabra 
drés. 

el señof. Núñez. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Con la venia, señor Presiden- 
te, señorías, la vesdad es que la Ley de Régimen Local ha 
pasado por el Congreso y por el Senado con más pena 
que gloria, y lo que esperábamos que hubiera sido en el 
Senado una consideración de posiciones mantenidas por 
todos los grupos que en esta Cámara forman la oposi- 
ción, y. que tuvieron reflejo en enmiendas de parecida 
naturaleza y del mismo alcance en los grupos tambi6n 
que forman la oposición en el Senado, no tuvo la acogida 
que quizá de manera demasiado optimista todos esperá- 
bamos. 

Señor Presidente, señorías, debo empezar diciendo que 
nuestro voto a las enmiendas del Senado va a ser afir- 
matvo, salvo en algún caso que citaré, lo cual no quiere 
decir, ni muchísimo menos, que respaldemos los artícu- 
los a los que se refieren estas enmiendas. Y ipor  qué? Por 
una razón muy sencilla. Porque, dentro de lo que en dis- 
crepancias de fondo entendemos que debemos mantener 
con respecto a esos artículos, muchas de  estas enmiendas 
los mejoran técnicamente. Por eso, a pesar de que nues- 
tro voto será afirmativo para muchas de estas enmiendas 
ello no quiere decir, ni muchísimo men8s, que no siga- 
mos postulando los mismos puntos de vista con respecto 
al contenido de  esos preceptos y mantengamos con res- 
pecto a ellos nuestra posición, que ya hicimos patente en 
el debate del Congreso. 

Creo que todos los grupos parlamentarios buscamos 
entonces, y también en el Senado, el grado necesario de 
consenso para que este texto legal fuese efectivamente un 
modelo de legislación para nuestra vida local, pero eso 
no ha sido así. En cualquier caso, y esto es lo particular- 
mente grave, el proyecto de ley ha perdido la oportuni- 
dad histórica de  reforzar con claridad y decisión las ins- 
tancias de  poder de la nación. Creo que el texto sigue 
sucumbiendo a la ambigüedad e incurre en incoheren- 
cias con el propio programa del Partido Socialista, que 
prometía respetar y potenciar la autonomía y las compe- 
tencias de  los distintos entes locales para el mejor go- 
bierno y administración de  sus respectivos intereses. . 

En un inventario no exhaustivo de lagunas y defectos 
en que sigue incurriendo el proyecto de ley, una vez de- 
vuelto por la Cámara Alta, podríamos citar los siguien- 
tes. El proyecto de ley sigue siendo poco definido en el 
reconocimiento de  la autonomía local. Hay a lo largo del 
mismo, como había en el primitivo proyecto que noso- 

tros debatimos, una serie de disposiciones que son mues- 
tra de una tutela solapada, de una tutela implícita - 
vergonzante diría yo- de las Comunidades Autónomas a 
cargo del Estado. N o  sólo se respetan y afirman las com- 
petencias que en materia de Régimen Local tienen el 
Estado y las Comunidades Autónomas, sino que se ensan- 
chan y amplían hasta límites insospechados que van des- 
de el reconocimiento de facultades legislativas a Comuni- 
dades Autónomas, que ni por la Constitución ni por sus 
propios Estatutos las tienen, hasta la posibilidad de diso- 
lución de los municipios por el Consejo de Ministros, sin 
presencia del Estado en tan gravísima decisión. 

El proyecto de ley regula el funcionamiento de los ór- 
ganos de gobierno de los entes locales, sin un claro v 
profundo respeto al principio de represcntatividad. Y no 
tengo más remedio que volver a decir esto aquí, ponien- 
do 6nfasis en ello. El Alcalde o Presidente de la Diputa- 
ción pueden nombrar las Comisiones de Gobierno, igno- 
rando las exigencias de pluralismo político que se consa- 
gra en la Constitución, postergando v excluvcndo a l a s ,  
minorías, aun en el caso de que los votos de estas últimas 
sean la mitad menos uno de los puestos representativos. 

El proyecto de lev sigue dejando reducidas las provin- 
cias a la mínima cxpresiún. Se establece una clara pos- 
tergación v ,  en algunos casos, preterición de las provin- 
cias, y por tanto de las diputaciones, echando en  saco 
roto el mandato de la Constitución y haciendo caso omi- 
so de la doctrina ya asentada por el Tribunal Constitu- 
cional, que no ofrece ninguna duda en  cstc punto. Si sc 

parte de no considerar a la provincia como una entidad 
local básica de la organización territorial del Estado y se 
ulvida que cada provincia tiene una personalidad juridi- 
:a propia e independiente de la de los municipios que la 
integran, es lógico llegar a estas conclusiones. 

Sabemos ya, señoras v senores Diputados, que no es 
fácil encontrar cl justo equilibrio entre las distintas esfe- 
ras o instancias de poder, pero nos parece elemental que 
cl Estado de las Autonomías se construya desde abajo 
para que los cimientos, los soportes sean í'irmes. Seria 
una triste gracia minimizar una institución que funcio- 
na, cbmo es la provincia, para ensanchar y engrandecer 
utras, las Comunidades Autónomas, que en algún caso 
.-hay que reconocerlo así- todavía no saben hacer fun- 
cionar las competencias que por su Estatuto les corrcs- 
ponden. 

La Diputación debe tener una serie de competencias 
propias para la m-ejor defensa de los intereses provincia- 
les. Y sin eso, en muchas Comunidades no daremos un 
paso adelante, serio y decisivo para el estableciniiento y 
la aceptación popular del Estado de las Autononiias. Sc- 
ñor Ministro, nunca cejo ni cejaré en cstc punto -como 
dice la canción de mi paisano Amancio Prada-; nunca 
xjaremos en esta legislatura, o en la que sea, en la tarea 
de conseguir que las Diputaciones tengan el papel que 
zxige su propia trayectoria histórica y los servicios que 
prestan, con toda eficacia, a la Comunidad a la que sir- 
ven; papel, repito, que estas Diputaciones, que estas ins- 
t i  tuciones, merecen. 

Tampoco se ocupa el proyecto, después de que el Sena- 

.\ 
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do lo haya estudiado, de la necesaria participación ciu- 
dadana. Repito la pregunta que ya formulé en el debate 
del Congreso: ¿Qué voz y qué participación tienen las 
asociaciones de vecinos en la vida municipal? Muy poca, 
por no decir ninguna. 

Otro aspecto negativo de esta valoración de la ley, tal 
como lo hemos estudiado ahora, es una especie de inter- 
vencionismo municipalizador en materia de actividades 
y servicios. Esta posibilidad de municipalización tiene 
un tratamiento preocupante al no exigirse como requisi- 
to indispensable la existencia de un interés público en la 
mejora y ventajas que para los usuarios pudiera reportar 
la municipalización de un servicio público con respecto a 
la alternativa que para el mismo pudiera ofrecer la ini- 
ciativa privada, con lo cual se están desbordando los re- 
quisitos que se señalan en la constitución. 

El tratamiento de la Función Pública sigue reflejando 
las mismas características que ya vimos aquí: la desver- 
tebración, la deslegalización y la desprofesionalización 

.siguen estando presentes como amenazadores fantasmas 
sobrevolando el texto de la ley, y aunque recordamos las 
palabras del ilustre representante del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista, que son una garantía de que en el Regla- 
mento no se conculcarán los derechos de determinados 
profesionales de la Administración pública, sigue siendo 
para nosotros un motivo de preocupación importante la 
redacción actual de este provecto de ley. 

En conclusión, el proyecto de ley reguladora de Bases 
de Régimen Local que el Gobierno socialista envió a las 
Cortes, que el Congreso estudió y aprobó y que el Senado 
ahora nos remite, no nos merece, ni muchísimo menos, 
motivos de satisfacción. Ello porque en este larguisimo 
trámite parlamentario no se han podido o no se han que- 
rido subsanar los gravísimos defectos que a nuestro jui- 
cio contiene el tekto legal. La mayoría socialista se ha 
hecho sorda y no ha recogido las múltiples sugerencias 
que con un clamor de más de mil enmiendas, todas de 
las minorías, le formulamos; v se han equivocado. En 
algún caso, concretamente en la disposición adicional se- 
gunda motivo del pacto a que ha aludido el senor Ban- 
drfs, nuestro Grupo tambicn va a votar en contra por 
argumentos parecidos a los expuestos va por quien me 
ha antecedido en el uso de la palabra y ,  sobre todo, por- 
que consideramos un trato discriminatorio, injustificado, 
el tratamiento quc para determinadas funciones v com- 
petencias se da a otras provincias, a otras Comunidades. 

Repito, nuestro voto será afirmativo para las enmien- 
das que mejoren tkcnicamentt el provecto y será negati- 
v o  para esta en concreto de la disposición adicional se- 
gunda. Nada más v muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Núnez. 
Por el Grupo Parlainentario de Minoría Catalana tiene 

la palabra el señor Roca. 

El señor ROCA 1 JUNYENT: Señor Presidente, setioras 
y señores Diputados, a través de esta intervención quisie- 
ra explicar la posición final de nuestro Grupo Parlamen- 
tario en relación con la ley que previsiblemente se apro- 

bará de manera inmediata por esta Cámara sin que lo 
tengan que hacer otros por nosotros, como hasta ahora 
ha venido ocurriendo. 

Nuestro Grupo manifestó en su día su conformidad bá- 
sica con el texto remitido desde esta Cámara al Senado. 
Existían ciertas discrepancias con el mismo, precisamen- 
te no pequeñas, que afectaban incluso a la propia consti- 
tucionalidad del proyecto; pero, en conjunto, nos mere- 
cía una valoración positiva. Y no era contradictorio que 
esta valoración se alcanzase, aun existiendo las indicadas 
dudas sobre la constitucionalidad de determinados as- 
pectos del proyecto, wr cuanto estas dudas lo eran en lo 
concerniente a la extensión del concepto de Bases. Es 
decir, ¿podía una ley de bases agotar o impedir el desa- 
rrollo de un determinado tema por parte de las asam- 
bleas legislativas de las respectivas Copunidades Autb- 
nomas? Evidentemente no, y el Tribunal Constitucional 
así lo ha ratificado a traveS de una reiterada jurispruden- 
cia. Y es bien cierto que la ley que se aprobará incurre en 
este caso en diversas ocasiones, que podrían ser denun- 
ciadas tanto desde la impugnación directa ante el Tribu- 
nal Constitucional como limitando el alcance de estas 
bases en su posterior desarrollo legislativo por parte de 
las comunidades Autónomas. Podría darse, y sería cohe- 
rente, esta valoración positiva con dudas sobre el alcance 
constitucional del proyecto, cuando estas dudas podrían 
ser resueltas por la vía de un desarrollo legislativo ajus- 
tado más a los principios, a las directrices y a los crite- 
rios de la ley, como autoriza, permite y tiene afirmado el 
Tribunal Constitucional, que al contenido literal de algu- 
no de sus artículos. 

No obstante, cuando el proyecto llegó al Senado fue 
objeto de múltiples enmiendas por parte del Grupo Par- 
lamentario Socialista en aquella Cámara, hasta el punto 
de que con ocasión del debate sobre el estado de las 
autonomías celebrado muchos días antes -repito, mu- 
chos días antes- de que se planteara la famosa y polé- 
mica enmienda transaccional a la disposición adicional 
segunda del proyecto de lev, nuestro Grupo en el Senado, 
a través de su portavoz -y cito literalmente del .Diario 
de Sesionesl~ de aquella Cámara- dijo: «El proyecto de 
ley de Bases de Régimen Local, tal y como salió del Con- 
greso de los Diputados, nos parecía un punta de partida 
aceptable, pero se encuentra seriamente amenazado por 
un conjunto de enmiendas presentadas por el Grupo que 
apoya al Gobierno v que, de prosperar, nos alejaría de 
manera definitiva de la valoración positiva que teníamos 
formulada.. No se trata, por tanto, de reabrir ahora nin- 
guna polémica sobre la trascendencia de las enmiendas 
socialistas.. Queremos señalar únicamente que ya había- 
mos advertido que para nosotros, de prosperar aquellas 
enmiendas, esto significaba cambiar nuestra valoración 
del conjunto del proyecto. 

Es decir, no es verdad, es falso que nosotros discuta- 
mos la ley a partir y por razón del acuerdo alcanzado 
con el Partido NacioFalista Vasco. Es más, nosotros feli- 
citamos a los compañeros del Grupo Parlamentario Vas- 
co por el éxito de su estrategia. Pero el señor Ministro de 
Administración Territorial comprenderá que no poda- 
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mos hacerle extensiva nuestra felicitación. El éxito de los 
vascos es su fracaso; es el reconocimiento de su incohe- 
rencia jurídica y doctrinal. 

Efectivamente, el 16 de diciembre de 1984, y no más 
allá de  hace tres meses, desde esta misma tribuna el se- 
ñor Ministro de Administración Territorial replicando - 
y además en un tono agrio que después ha resultado que 
no era necesario- al Diputado vasco, señor Zubía, en 
relación precisamente con este tema de los Secretarios 
de  Corporaciones locales decía -página 7577 del «Dia- 
rio de Sesiones»-: «Quisiera decirle que 61 mismo sabe 
que en base a los derechos históricos no se puede fundar 
esta regulación que se pretende del título de funciona- 
rios. Y buena prueba de ello, serior Zubía. -decía el 
señor Ministrc- ues que el tema se llevó al Tribunal 
Constitucional y ahí el derecho histoiico no sirvió de fun- 
damento, en absoluto, para justificar (o por lo menos no 
tuvo éxito) la inconstitucionalidad de los Cuerpos nacio- 
nales. Es decir, no podemos ir al derecho histórico para 
fundar esta pretensión. Podemos hacer una considera- 
ción de la oportunidad y podemos discutir, pero en abso- 
luto hacer una referencia a los derechos históricos». Y 
concluía el señor Ministro su intervención diciendo: 
.Creo que en este momento el margen de la negociación 
es estrechísimo, porque el equilibrio está básicamente 
conseguido. Pero, en todo caso, cceo que no son los dere- 
chos históricos el fundamento para lograr una aproxi'ma- 
ción y un acuerdo en este tema)). 

Felicito, pues -y lo reitero-, al Partido Nacionalista 
Vasco por su  éxito; pero no alcanzo a comprender cómo 
el señor Ministro se atreve a decir ahora exactamente lo 
contrario de lo que decía hace tres meses. v no digo más. 
Usted ya hizo la LOAPA y se quedó tan tranquilo cuando 
el Tribunal Constitucional dictó su Sentencia ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Roca, eso está fuera de 
la cuestión. 

El senor ROCA I JUNYENT: ... y ahora, cuando usted 
había invocado la doctrina de dicho Tribunal, cambia de 
criterio y no la respeta. 

Ciertamente, nosotros en noviembre de 1984 compar- 
tíamos con el Grupo Parlamentario Socialista y con el 
Ministro la redacción dada al proyecto en relación con el 
tema de los secretarios. N o  nos gustaba, pero la firmeza 
manifestada en definir un modelo de acuerdo con la doc- 
trina del Tribunal Constitucional nos conducía a aceptar 
básicamente el texto del proyecto. Pero si el modelo va- 
ría, si lo que se pretende es forzar una nueva interpreta- 
ción constitucional, entonces ésta debe abrirse para to- 
dos. Porque si el Tribunal Constitucional establece en su 
Sentencia -invocada por el señor Ministr- de 7 de 
abril de 1983 que ha de considerarse como básica dentro 
del ordenamiento jurídico actualmente vigente la exis- 
tencia de los cuerpos de  funcionarios citados como cuer- 
pos de  carácter nacional y la selección de los funciona- 
rios dentro de los citados cuerpos, y que puede asimismo 
considerarse como básico que el sistema utilizado para 
la adscripción de tales funcionarios a plazas concretas 

sea el de concurso de carácter nacional, ello otorga a los 
funcionarios en cuestión una igualdad de  oportunidades 
y permite una valoración objetiva de los méritos, garan- 
tizando asimismo los derechos de  los administrados en la 
misma forma en todo el territorio nacional. Si el Tribu- 
nal Constitucional dice esto, es obvio que para nosotros 
no era difícil coincidir en el acatamiento de esta doctrina 
con el propio señor Ministro. Pero si ahora el señor Mi- 
nistro y el Grupo Parlamentario Socialista se separan de 
dicha doctrina, suponemos que con el criterio de decir 
que lo básico puede variar si cambia el ordenamiento 
jurídico, la variación no puede traducirse en regímenes 
distintos cuando, corno en este caso, los derechos históri- 
cos tienen tan amplia generalidad. 

Efectivamente, el representante del Partiido Naciona- 
lista Vasco en esta Cámara, en su intervención del día 12  
de junio de 1984 sobre esta cuestión, señalaba muy acer- 
tadamente: «El nombramiento de secretarios. interven- 
tores y depositarios, así como del resto del personal, ha 
sido una atribución histórica de los Municipios -no de 
unos o de otros, no de unas Comunidades o de otras, de 
todos los Municipios-, como lo prueba la siguiente le- 
gislación» -decía el representante del Partido Naciona- 
lista Vasco-, cmpezarí.. -decía- [(por la Constitu- 
ción de 1812, e1 Decreto de 3 de febrero de 1823, la Lev 
de 14 de julio de 1840, la Ley de 8 de enero de 1845, la 
Ley de 1856, la Ley de 25 de septiembre de 1863, la Lcv 
Municipal de 1870, la Lcv de 16 de diciembre, v así suce- 
sivamente hasta la Constituci6n de 1931, e incluso la Ley 
Municipal de Cataluña de 1934. Esta K S  la tradición del 
derecho histbrico» -decía- U hasta la Icyis~ación fran- 
quista, que introduce un cambio. que es el que de alguna 
forma,, -decía- «el Tribunal Constitucional ha accpta- 
do como básico en algunos puntos, s in  quc ello suponga 
que sc pueden cambiar estos puntos establecidos en la 
Icgislación anterior)). Por tanto, el derecho histórico era 
común para todos los Avuntamientos de todas las Comu- 
nidades Autónomas de España. 
Y si la doctrina del Tribunal Constitucional quiere in-  

terpretarse como limitada al ordenamiento jurídico an- 
terior, pero que puede cambiar para incorporar la tradi- 
ción histórica, esta tradición debería conducirse en los 
términos generales de no incurrir cn la inconstitucionali- 
dad que ahora nos vemos obligados a denunciar. 

Felicitamos, pues, a los amigos y compañeros del Parti- 
d o  Nacionalista Vasco, pero queremos compartir con 
ellos una larga tradición histórica del municipalismo es- 
pañol, que encontró, por otra parte, su más desarrollada 
concreción legislativa en el Estatuto Municipal de Cata- 
luña dc 1934. 

Y esta larga tradición no puede ser negada absoluta- 
mente a nadie. Este es el problema. Hasta ahora sabía- 
mos que ustedes no tenían modelo autonómico. La scn- 
tencia del Tribunal Constitucional en cl tema de la LOA- 
PA hizo añicos lo que el Ministro, con el doctor García de 
Enterria, entre otros, había articulado. 

Ahora ya sabemos que tampoco tienen modelo local, y 
por esta vía los cambios constantes generan inconstitu- 
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cionalídades sobrevenidas en la medida en que modelos 
distintos requieren respuestas diferentes. 

Mire, señor Ministro, en el famoso informe - q u e  trae 
causa de lo que  estamos examinando- de la Comisión 
de Expertos del ano 1981. que usted, juntamente con el 
doctor García de Enterría, y otros elaboraron, se decía, 
refiriéndose al tema de las Diputaciones, que existían 
dos modelos, el catalán y el vasco, y se señalaba que el 
primero no debía reproducirse para el resto de las Comu- 
nidades Autonomas, por su excepcionalidad o por lo que 
fuese. «Es pues» -decía-, <<el modelo vasco, matizado 
en lo necesario para despojarlo de sus propias tradicio- 
nes, el que, a juicio de la Comisión, debe reproducirse en 
todas las Comunidades Autónomas pluriprovinciales que 
se constituyan». ¿Dónde está la coherencia? Ahora, al 
final, todo ha resultado exactamente al revcs. Y así, sin 
modelo, no se puede negociar. Y la variación constante 
deja flancos a la inconstitucionalidad por vulneración 
expresa de  lo que disponen los artículos 138 v 139 de  la 
ConstituciGn. 

Termino sin ningún tipo de acritud. No podemos com- 
partir esta inseguridad por ausencia de un modelo y bus- 
caremos en el Tribunal Constitucional la interpretación 
que nos permita definirlo y que nos resuelva, entre otros 
aspectos, si los Ayuntamientos o las Comunidades Autó- 
nomas, todos los Ayuntarnientos y todas las Comunida- 
des Autónomas, pueden o no nombrar y seleccionar el 
personal de las Corporaciones locales. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Roca. 
Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra 

el señor Amar. 

El scñor AZNAR LOPEZ: Senor Presidente, señorías, el 
Grupo Popular va a votar afirmativamente la gran mayo- 
ría de enmiendas del Senado al proyecto de ley de Régi- 
men Local, pero es obvio y queremos dejar constancia de 
ello, que no significa tal posición ninguna conformidad 
con el fondo de los asuntos sometidos a nuestra conside- 
ración, sino la evidencia dc que, en algunos supuestos. 
algún alivio se ha producido cn la triste ley que hoy 
termina su tramitación parlamentaria. 

Ciertamente, entre otras cosas, suprimir como se supri- 
me el procedimiento económico-administrativo, nos pa- 
rece, a nuestro Grupo. un gravísimo error, aunque man- 
tener este Procedimiento transitoriamente durante un 
año es un alivio, sin duda, que votamos favorablemente, 
pero que desde luego no subsana el grave yerro que se 
comete. 

N o  podemos decir lo mismo de otras cuestiones, ni 
siquiera cn la forma aliviada a la que me he referido. Los 
plenos volverán a reunirse cada tres meses. v no  men- 
sualmente, tal como se acordó en esta Cámara antes de ir 
el proyecto al Senado. 

Sobre otros aspectos, como la disposición adicional se- 
gunda, a la que antes se han referido compañeros de 
otros grupos, el Grupo Popular se abstendrá. Así podría- 
mos seguir. enumerando ejemplos; desde la pintoresca 

exposición de motivos que ilustra el texto, hasta la últi- 
ma disposición de esta ley. 

Técnicamente es esta ley una ley desdichada, confusa y 
contradictoria en no pocos de sus artículos. Las mismas 
aclaraciones que sobre determinadas materias los servi- 
cios de la Cámara han tenido a bien remitirnos esta ma- 
ñana avalan cuanto acabo de decir. 

Políticamente, desde otro punto de vista, esta ley es un 
profundo error. Las grandes cuestiones políticas no han 
sufrido ninguna variación, al margen de la satisfacción 
que se ha dado a ciertos intereses locales, pero aquello 
que afectaba de un modo decisivo a la vida política local 
no ha  sido, en absoluto, modificado. 

Mantenemos, pues, cuanto dijimos en el debate de to- 
talidad y en los sucesivos trámites parlamentarios en es- 
ta Cámara y en el Senado, en lo que se refiere a la Comi- 
sión de Gobierno y su formación; en lo que se refiere a 
los Presidentes de las Corporaciones locales y sus funcio- 
nes; en lo que se refiere al tratamiento de la provincia y 
syscompetencias; en lo que se refiere a la eliminación de 
los Cuerpos nacionales de la Administración local y sus 
funciones que se lo dan a esa habilitación nacional que 
ustedes crean, y en lo que se refiere al intervencionismo 
gubernamental - c l a r o  o solapad- que se deriva de 
esta ley. 

Desde luego, en estas circunstancias, señorías, podrá el 
Gobierno presumir de sacar adelante -y sin duda la va  
a sacar- esta ley con sus votos, y en ocasiones sabrá en 
qué condiciones habrá sacado determinados asuntos, pe- 
ro no podrá presumir el Gobierno de haber prestado un 
buen servicio a nuestras entidades locales, a nuestra vida 
local, que bien necesitada estaba de ello. 

Queremos decir, por último, que con absoluta lealtad 
el Grupo Popular ha defendido -y lo seguirá haciendo- 
su posición política en  esta materia, e igualmente hemos 
querido contribuir a que esta kv, tuviese, al menos, una 
técnica jurídica aceptable. El Gobierno y la mayoría que 
lo soporta sabrá por qué ha hecho esto absolutamente 
imposible. A losdemás, al menos, nos queda la esperanza 
de que esta situación durará poco tiempo. 

Muchas gracias. 

El senor PRESIDENTE: Gracias, señor Amar.  
Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la palabra 

el señor Fajardo. 

El señor FAJARDO SPINOLA: Señor Presidente, seno- 
ras v señores Diputados, no es éste. ciertamente, un nue- 
vo debate de totalidad de la ley de Regimen Local; hoy 
toca el debate de totalidad de otra lev también muy im- 
portante; por este motivo, vo no vov a caer en la tenta- 
ción de extenderme en consideraciones gwerales que, en 
nombre de  mi Grupo, fueron expuestas aquí y de argu- 
mentaciones que, en contra de las efectuadas por otros 
grupos parlamentarios, fueron dadas en su momento. 

Si, tal vez, sea ésta la ocasión de felicitarnos, no sólo 
en nombre del Grupo Socialista, sino también en mi pro- 
pio nombre, por haber tenido ocasión de participar en 
esta ley; ley que hoy concluye; lev que, sin duda, va a 
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completar la estructura del Estado; ley que se encuadra 
en términos históricos en una larga lucha por las liberta- 
des locales y por las libertades municipales; ley que 
constituye un instrumento importante de la reforma lo- 
cal.,  

Porque si bien es cierto que esta ley es una parte muy 
importante de esa reforma local, esta ley no comienza 
esa reforma local ni la termina. Como SS. SS. saben, esta 
ley tiene que ser desarrollada por un texto refundido; 
esta ley tiene también que ser completada por reglamen- 
tos y, sobre todo, esta ley tiene que ser, como básica, 
particularizada y complementada; tiene que ser aplicada 
por los parlamentos de las Comunidades Autónomas es- 
pecificando sus contenidos, particularizando su aplica- 
ción a cada Comunidad Autónoma. 

Lo que nos corresponde en este trámite es fijar nuestra 
posición respecto del mensaje motivado que nos envía el 
Senado; es decir, cuál va a ser el sentido del voto del 
Grupo Parlamentario en relacion con las cnniicndas que 
el Senado nos presenta. 

Hay algunas enmiendas de las que envía el Sen, '1 d o a 
las que nuestro Grupo va a votar en contra. Son cicrta- 
mente pocas, y creo que resulta obvio que así sea dada la 
coincidencia de mavorias en el Senado v en el Congreso. 
Sin embargo, hay algunas modificaciones que pretende 
el Senado que despubs de analizadas, meditadas y rcllc- 
xionadas por nuestros Grupo Parlamentario en el Con- 
greso, nos parece que no son las mejores y ,  en consccuen- 
cia, no vamos a votar a favor de ellas. 

La inmensa mavoría de las enmiendas que nos plantea 
el Senado son enmiendas de estilo, son modificacioiics 
que el mismo mensaje motivado califica como de cohe- 
rencia terminológica, como de mayor precisión. como co- 
rrección gramatical, como mejora tccnica de la referen- 
cia, etcétera. Cabe pensar que a esas enmiendas no existe 
objeción fundaniental para ser aprobadas. 

Por otro lado, hav otras enmiendas que introducen pc- 
qucnas modiíicaciones de fondo importantes que noso- 
tros creemos que enriquecen el texto v que no voy a 
enumerar aquí, salvo que algún Grupo Parlamentario 
quiera entrar en algunos de esos temas. 

Y luego, vamos a decirlo claro, hay cuatro o cinco tc- 
mas muy importantes que el Senado ha introducido en el 
texto y que yo creo que lo enriquecen y que, de verdad, lo 
completan. En primer lugar, está la posibilidad de que 
en la política de fusión de municipios, además de la com- 
petencia principal, que es la de la Comunidad Autónoma. 
tenga una competencia complementaria el Gobierno de 
la nación. No hace falta dar aquí argumentos de derecho 
comparado; en casi todos los países la intervención del 
Gobierno de la nación es mucho más intensa y mucho 
más decidida que la quc nuestra ley establece. S in  em- 
bargo, nuestra Icy se limita a indicar la posibilidad dc 
que el Gobierno de la nación intervenga en el fomento, 
simplemente en el fomento, de la fusión de municipios. 

Yo no &'si ésta es ,  señor Roca. una de las enmiendas 
socialistas que no gustaban a su Grupo Parlamentario 
del Senado. Supongo que ésta no,  porque, desde luego, 
aunque ciertamente ha sido una enmienda introducida 

por el Senado, se habló de ella en las conversaciones 
previas al acuerdo con Minoria Catalana y ,  en todo caso, 
nosotros pensamos que desde el punto de vista objetivo 
es saludable, es conveniente que el Gobierno de la nación 
tenga esta competencia simplemente de fomento. Algu- 
nas Comunidades Autónoinas están utilizando sus facul- 
tades en la materia para crear más municipios. Creo que 
en ese sentido es la Comunidad Autónoma de Cataluña la 
que va muy por delante dc otras en la creación de nuevos 
municipios por la vía de la segregación. Debe existir cn 
el ordenamiento jurídico al menos esa posibilidad de la 
intervención del Estado no en la fusión de municipios, 
sino en el establecimiento de medidas que fomenten la 
fusión de municipios. 

Otra modilicación importante que se introduce, aun- 
que hasta ahora no ha habido referencias a la misma de 
ningún Grupo Parlamentario, es el artículo 60, que, por 
lo que me dice nuestro Grupo Parlamentario en el Sena- 
do, intenta establecer una intervención extraordinaria 
rcpecto de la autonomía niuiiicipal en aquellos supuestos 
límites en que la n o  actuación de los municipios ponga 
en peligro intcrcscs generales. 

Hay una modificación muy  importante a favor de In 
autonomia local: aquella que concede a los municipios la 
posibilidad, aunque indirecta, de acudir al Tribunal 
Constitucional en defensa de su autonomía respecto de 
disposiciones generales de Administraciones, como la de l  
Estado o la autonómica, quc pudicrati poner en peligro 
la autonomía de las Corporaciones locales. Es. por taiito, 
u n a  modificación muy interesante para l a s  C o r p o i x i o -  
nes locales. 

En el artículo 77 se introduce una  modilicacitm e n  la- 
vor de los derechos de la oposición, de 10s derechos de 1;i 

minoría dentro de la Corporación local, IcI(irz:i~ido su 
derecho a información. 

Y ,  finalmente, la disposición adicional scpiirida, que 
hace referencia a los territorios Iiistt~ricos, a la que  se 
han hecho varias referencias tiasta ahora por paric'dcl 
rcprcscntantc del Grupo Mix to ,  por parte del  rcprcscn- 
tantc  de la Minoria Catalana y tambicii por boca del 
señor Núiicz. 

Nuestro Grupo Parlamentario, y con esto contesto a la 
intervención del señor Roca, considera quc el acuerdo 
alcanzado con el Grupo Parlamentario Vasco, n o  pucdi 
scr, de ninguna manera, interpretado poi. su Grupo Par 
lamcntrio como deslealtad o ruptura de un acuerdo sus 
crito anteriormente. No hay, en absoluto, motivo par; 
pensar eso, porque nosotros n o  pactamos ninguna cláu- 
sula -por decirlo en terminología jurídica intcrnacio- 
nal- de país más favorecido para su Grupo Parlnmcnta- 
rio Y ,  por tanto, el pacto era el pacto v ,  para aquello quc  
ustedes consiguieron, tal vez si las negociaciones hubic- 
ran ido de otra manera el resultado hubiera sido. señor 
Roca, otro, pero el pacto fue aquel que resulto de las 
negociaciones y fue calificado como algo bueno y positi- 
vo  por C .  S .  y por los demás miembros del Grupo Parla- 
mentario quc sc expresaron en aquella ocasión, o postc- 
riormentc, e n  relación con el mismo. 
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Por tanto, nosotros creemos que no hay razón para 
pensar que el pacto se hubiera roto por ahí y tampoco 
por las enmiendas que se hayan presentado por nuestro 
Grupo en el Senado, porque su Grupo también presentó 
enmiendas en el Senado y no consultó con nosotros para 
ello; presentó 21 enmiendas en el Senado el Grupo Parla- 
mentario al que S .  S .  hizo referencia antes, el Grupo Par- 
lamentario Catalán y,  en absoluto cabe pensar que eso 
signifique una deslealtad al acuerdo. N o  fueron, en abso- 
luto, enmiendas contradictorias con el espíritu ni con el 
contenido del pacto y éste no suponía que no se pudieran 
introducir esas enmiendas. 

En consecuencia, señorías, nosotros entendemos que la 
ley ha recogido una .modificación interesante en esta dis- 
posición adicional segunda desde el punto de vista de la 
aplicación de una ley a una Cominidad Autónoma, como 
la vasca, la cual desde la propia disposición adicional de 
la Constitución tenía bastante fundamento para preten- 
der una regulación en esta ley, similar a la que se ha 
alcanzado. 

Nosotros nos felicitamos como Grupo Parlamentario 
de que este acuerdo forme parte de acuerdos más am- 
plios que están en la línea, precisamente, de un cambio 
de circunstancias en el País Vasco en sentido positivo. 
Pensamos que lo que ahora .se da es un enriquec-imicnto 
de la ley que nuestro Grupo Parlamentario, aquí c n  el 
Congreso de los Diputados, va a votar favorablemente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Fajar- 

Tiene la palabra el señor Ministro de Administración 
do. 

Tcrri torial. 

El senor MINISTRO DE ADMINISTRACION TERRI- 
TORIAL (De la Quadra-Salccdo FernándcA del Castillo): 
Señor Presidente. señoras y señores Diputados, qucría 
intervenir'para completar la contestación y las palabras 
que hace un momento acaba de expresar el Diputado 
scrior Fajardo y centrarme, en primer tkrmino. en lo que 
yo creo que ha sido, posiblemente, a lo largo de las inter- 
venciones anteriores, el aspecto más importante, que es 
cl de la introducción en el Senado de la disposición adi- 
cional segunda. 

A este respecto me parece que la intervención hov del 
señor Roca es ilustrativa de un cierto cambio en la pre- 
sentación del tema por parte de su grupo político. Quiero 
decir que inicialmcntc se recibió esta disposición adicio- 
nal de forma, vo diría, bastante hostil con respecto al 
País Vasco, al Gobierno vasco v al Partido Nacionalista 
Vasco y es posible que en este momento cstc cambio de 
actitud, felicitarle v en cambio pasar, de alguna forma, el 
tanto de culpa al Gobierno o personalmente a mí, res- 
pondc, en definitiva, a la idea de cambiar la imagen de 
no enfrentarse a otra minoría nacionalista, sino tratar de 
buscar una línea de enfrentamiento con el Gobierno que 
pucda mantener la idea de una especie de frente común 
siemprc contra el Gobierno. 

Sin embargo, creo que hay tambiEn en su intervención 
otra línea interesante desde el punto de vista político, v 

es que nos anuncia que aunque creíamos que habíamos 
obtenido un pacto cuando la Ley pasó por el Congreso, 
sin embargo, ahora nos enteramos de que no era tal. 
Parece ser que había ya algunas reticencias o algunas 
discrepancias incluso en aquel momento. Ha llegado a 
hablar de reticencias con respecto a la constitucionali- 
dad del propio proyecto y uno no deja de sorprenderse, 
señor Roca, de que co esas reticencias ustedes suscribie- 
ran o firmaran un pacto; no deja de ser verdaderamente 
llamativo. En todo caso, lo que pone de manifiesto es que 
tal vez eso demuestra que cualquier pacto con su grupo 
siempre es perecedero y nunca podremos tener la seguri- 
dad completa de que el pacto está obtenido, por más que 
en las expresiones públicas je diga que sí se ha obtenido 
un pacto total y absoluto, p nrque lo cierto es que el pacto 
se consiguió y no ha habido ninguna modificación de 
aquellos aspectos que dieron lugar a que ustedes votaran 
afirmativamente. 

Ni siquiera en este momento nos ha explicado cuáles 
so1)1os puntos que se han introducido que determinan el 
cambio de posición de su grupo; ni siquiera se ha moles- 
tado en explicar cuáles son los puntos concretos, pero 
realmente es que no hay tales puntos concretos. Aunque 
decía que esta posición es anterior a la disposición adi- 
cional segunda, relativa al País Vasco, lo cierto es que su 
intervención se ha centrado fundamentalmente en la dis- 
posición adicional segunda, anunciando ya un recurso de 
inconstitucionalidad, con lo cual demuestra que, en defi- 
nitiva, sí es verdad que es la disposición adicional segun- 
da el motivo del cambio de su actitud, lo que pasa es que 
tal vez trata de difuminarlo para no suscitar un enfrenta- 
miento con otra minoría nacionalista. 

Pues bien, con respecto a este tema de la adicional 
segunda, sí quiero contestar con toda claridad que las 
palabras que en aqurl momento dije -y que S. S. ha 
,tenido a bien leer- sc pueden sostener perfectamente; es 
decir. el Cuerpo nacional o la habilitación nacional (co- 
mo ahora se llama en la Ley) es algo perfectamente soste- 
nible. Tan es así que la Lev sostiene la habilitación na- 
cional, como S .  S .  sabe; no se pone en cuestión la habili- 
tación nacional, que sería la transposición del concepto 
de Cuerpo nacional; lo único que se modifica es el tema 
del nombramiento, insisto, no el tema de la habilitación 
nacional o el tema del Cuerpo nacional, que es lo que 
vino a decirnos el Tribunal-Constitucional que era per- 
fectamente legítimo. Por tanto, mis palabras de aquel 
momento las sostengo, porque no han variado en ningún 
punto v ,  por tanto, también respeto esa doctrina del Tri- 
bunal Constitucional a propósito del nombramiento del 
secretario. 

El tema de la LOAPA. Creo que en muchas ocasiones 
S.  S. se acoge a ese tema, y creo que no wiene a cuento. 
La sentencia de la LOAPA aclaró un aspecto complicado; 
dio una solución, que es, en el Título 1 de la LOAPA 
someternos a la jurisdicción del Tribunal Constitucional. 
Sus setiorías sabrán v valorarán si eso es más o menos 
autonómico que lo que había en el Título 1 de la LOAPA. 
pero no voy a entrar ahí; hay que aceptar la LOAPA y 
hay que aceptarla con todas sus consecuencias. Por ejem- 
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plo, en materia de uniformización, ustedes están soste- 
niendo -y últimamente lo están sosteniendo en el Sena- 
do- una postura de homogeneización, de igualación in- 
mediata de techos que no se corresponde mucho con la 
propia doctrina del Tribunal Constitucional a propósito 
de la LOAPA. El fundamento es pretender una amplia- 
ción de la solución que se ha dado en la adicional segun- 
da al País Vasco al resto de las Comunidades Autónomas, 
y esa ampliación no es posible porque se trata, en este 
caso, de la actualización de un derecho histórico. Me es- 
toy refiriendo en este momento al nombramiento. iPor 
qué? Porque en el decreto de adaptación del Estatuto 
Municipal de 1924 al Estatuto del País Vasco ya se reco- 
gían unas peculiaridades de los secretarios, interventores 
y depositarios que hubiesen de desempeñar plazas en el 
País Vasco, se reconocían unas peculiaridades y se hacía 
una adaptación precisamente para esos secretarios, in- 
terventores y depositarios que han de prestar servicio en 
el País Vasco. Por consiguiente, está bastante claro que 
existía un régimen peculiar y que, a través de él, se les 
exige el conocimiento del régimen económico-financiero, 
específico del País Vasco, que es algo que se recoge en 
esta disposición adicional segunda. 

Asimismo se recoge en aquel Reglamento de 1924 otra 
cosa importante; se recoge que, en aquellos supuestos en 
que el nombramiento de funcionarios de Cuerpos nacio- 
nales no lo hacían los propios ayuntamientos, en el resto 
del país, en el resto del Estado, en el resto de España lo 
hacía el Gobierno. pero, en el Paic Vasco, el nombra- 
miento lo hacían las Diputaciones. Eso aparece en el de- 
creto de adaptación al Pais Vasco del Estatuto Municipal 
de 1924; por consiguiente, hay un fundamento bastante 
claramente determinado. ¿Que es una peculiaridad? De 
acuerdo que lo es, pero una peculiaridad, señor Roca, 
que tiene un fundamento que está escrito en las coleccio- 
nes legislativas y que puede, con relativa facilidad, cons- 
tatarse. 

Por cierto, hablando de peculiaridades, se omite que, a 
veces o en este caso concreto, en al pacto que hicimos con 
el Grupo de Minoría Catalana había una peculiaridad, 
que tenía su fundamento para Cataluña, como es el caso 
de las comarcas. A esa peculiaridad no se resistió el señor 
Roca, siendo así que no figura en la Constitución, sin 
embargo, un reconocimiento explícito de una peculiari- 
dad para Cataluña, a diferencia de lo que ocurre en el 
País Vasco. Hay alguna peculiaridad más, como sabe 
S .  S . ,  cuando se hizo la discusión del tema relativo a 
planes provinciales, y esa peculiaridad tampoco repugnó 
al señor Roca, y me parece normal. Lo que no me parece 
normal es que ahora se quiera impugnar o rechazar el 
acuerdo alcanzado entre el Grupo Parlamentario Socia- 
lista y el Grupo de Nacionalistas Vascos en base a una 
supuesta inconstitucionalidad, cosa que no ha repugnado 
en ningún momentb al senor Roca ni a su Grupo cuando 
se refería a Cataluña. 

Dicho esto, que creo que explica suficientemente el 
fundamento de esta disposición adicional y por qué se 
conecta, en efecto, con una especificidad histórica del 
País Vasco, que no pone en cuestión, como decía S. S., 

mis palabras anteriores, que se referían a la existencia de 
los habilitados nacionales, que se mantiene, que subsiste, 
dicho esto, creo que debería de contestar también a algu- 
nas de las reflexiones o afirmaciones que se han hecho 
con anterioridad. 
Yo creo -al contrario que algunos ilustres Diputados 

que han hablado con anterioridad- que la Ley de Bases 
es un hito importante de nuestra historia legislativa en la 
medida en que viene a colmar una laguna que se produce 
en nuestro ordenamiento después de la Constitución, y 
después de una Constitución que establece una estructu- 
ra tan característica, tan diferente de nuestro Estado co- 
mo es la aparición del Estado de las Autonomías. Creo 
que el reconocimiento del principio de la autonomía lo- 
cal en la Constitución, y,  además, el reconocimiento en la 
Constitución de la autonomía de las comunidades Autó- 
nomas, ha abierto una brecha importante en la legalidad 
preconstitucional en materia de régimen local. El Tribu- 
nal Constitucional ya tuvo ocasión de anular toda una 
legislación previa que no se adaptaba al reconocimiento 
del principio de la autonomía local que figura en la Cons- 
titución. Pero, además de ello, el reconocimiento en los 
Estatutos a las Comunidades Autónomas de competen- 
cias en muchas materias directamente conectadas con la 
vida local, como puede ser en el campo del urbanismo, 
de la sanidad, el medio ambiente, etcitera, había desarti- 
culado también todo el esquema normativo que existía 
con anterioridad. 

Yo creo que esta ley supone una aportacien importante 
en la medida en que reconoce en su articulado, y para 
empezar en su artículo Z.", un principio clave para la 
defensa de la autonomía local, el principio de que el Es- 
tado o las Comunidades Autónomas, cuando ejerzan sus 
competencias legislativas en todas v cada una de las ma- 
terias que tienen atribuidas, tienen que partir de que n o  
pueden actuar con absoluta libertad, desconociendo su 
obligación constitucional dc atribuir a los entes locales el 
orden de competencias quc necesiten para satisfacer los 
intereses de carácter local, y esos intereses son los de que 
ejerzan las competencias cuya proximidad al ciudadano 
aconseje que sean ejercidas por las entidades locales. 

Ese principio clave, recogido cn el articulo 2.- de la Ley 
de Bases de Régimen Local, creo que es una aportaciún 
importante frente a cualquier pretensión legislativa del 
Estado o de las Comunidades Autónomas de reservar a 
uno o a otras el total ejercicio de las competencias. Por 
consiguiente, es un valladar, es una garantía importante 
de la autonomía local. Creo que también el propio siste- 
ma de fuentes que se recoge en su artículo 5:j va en la 
misma línea de garantizar el orden de fuentes por el que 
ha de regirse la vida local. 

También es importante el sistema de relaciones que en 
la ley figura, en orden a que judicializa al máximo posi- 
ble la vida ordinaria de las relaciones entre las Comuni- 
dades Autónomas, el Estado y las Corporaciones Locales. 
Establece un sistema mucho más protector incluso que el 
que está vigente después de la Constitución, con la Ley 
40, en la medida en que se lleva al máximo la judicializa- 
ción de los conflictos y los controles de legalidad que 



puedan hacerse por las administracioncs del Estado o de 
las Comunidades Autónomas. 

En materia funcionaria1 creo que tambien se respeta al 
máximo la autonomía local para la selección v formación 
de sus propios funcionarios. Y ,  en cuanto a 10s funciona- 
rios con habilitación nacional, tambien se da a las corpo- 
raciones locales la capacidad de elegir ellas directamente 
de entre los funcionarios -habilitados, eso sí-, de ser 
ellas las que efectúan la sele n ,  porque no olvidemos 
que, dentro de ese baremo del 75 y del 25 por ciento que 
se reserva, a las propias corporaciones locales, en defini- 
t i v a ,  los que hacen la selección de funcionarios son Tri- 
bunales nombrados por las propias corporaciones loca- 
les. Por consiguiente, se ha pasado de u n  sistema de nom- 
bramientos v de selección de estos funcionarios incluso 
central a un sistema según el cual es la propia corpota- 
ción local la que clcctúa la selección de entre los habili- 
1, d .. . '1 os, con lo cual se da un paso importante en  el respeto 
a la autonomía local. incluso respecto de aquellos funcio- 
narios so6rc los que nucstra práctica histórica ha demos- 
trado la conveniencia tlc esa habilitación nacional por- 
que es garantía clc independencia, de objetividad y de 
imparcialidad de los mismos. 

N o  dcsconoLco que hay algunos problemas respecto de 
los cuales puede haber posiciones divcrgcntcs por parte 
de algunos de los Grupos Ck. esta Cámara. Me consta en 
el tema de la Comisión de gobierno, pero no  se puede 
reprochar que la solución que se da al tema de la Comi- 
si<in de gobierno en esta Iey.no sea una solución, como 
por algunos se ha dicho, representativa o no democráti- 
ca .  t,Córiio se pucclc afirmar c'so cuando tenemos sistemas 
clc gobierno en cl Estado o e11 las Comunidades Autóno- 
mas que responden al mismo principio que aquí se intro- 
duce? Lo que pasa os quc hav una importante dilercncia, 
y es que en las corporaciones locales el gobierno y admi- 
nistración de los intereses municipales o provinciales co- 
rresponde n o  sólo al Alcalde v a la Comisión de Gobicr- 
no, corresponde fundamentalmente al Pleno. ¿ Y  por que 
corresponde al Pleno? Porque al Pleno se Ic atribuycn 
competencias no solamente normativas o rcglanicnta- 
rias, señores Diputados; al Pleno se le atribuven las más 
importantes competencias en materia de adniinistracióii 
9 gobierno de los entes locales v ,  por consiguiente, se 

respeta el principio constitucional de que los Plenos, o 
los Alcaldes y los conccialcs, intervienen en el gobierno y 
administración municipales, v lo mismo en el caso de la 
provincia. Claro que intervienen, lo que pasa es que algu- 
na atribución tiene que tener el Alcalde, v el Alcalde. en 
aquellas atribuciones que tradicionalmente tenia en 
nuestro derecho histórico. en esas competencias o atribu- 
ciones, se ve avudado por una Comisión de gobierno de 
su elección. 

Esto es perfectamente democrático, en primer lugar, y 
es pcrtcctamcntc lógico porque son las propias compc- 
tcncias del Alcalde para las que el sckcciona a los Con- 
cc.jalcs que van a avudarlc cn el c,jcrcicio de las mismas. 
Por consiguiente, el principio de la Ci)misión de gobierno 
es pcrfectaincnte democi-itico y es trasunto a la Adminis- 
tración Local de un principio de gobierno que tambicin 

rige en la Administración autonómica y en la Adminis- 
tración del Estado en la medida en quc hay un gobierno 
de esta naturaleza, pero con la importante particulari- 
dad de que las funciones más importantes de gobierno se 
siguen reservando a los Plenos de los Ayuntamientos o al 
Pleno de la Diputación. 

La provincia es otro de los temas en el que no ignoro 
que puede haber unas posiciones divergentes, pero tam- 
bien debo señalar -y va tuve ocasión de hacerlo en un 
momento anterior- que la provincia en cualquier Esta- 
do en que se da una descentralización del poder está 
siempre en una posición a caballo, en una posición de 
cierta tensión entre los poderes de las administraciones 
superiores v los poderes municipales. Les ponía cl cjem- 
plo reciente de unas jornadas celebradas en Roma en el 
mes de noviembre, sobre la conferencia de poderes loca- 
les y regionales, y uno de los tcrnas de aquella contercn- 
cia era ,justamente el papel dc las provincias en los Esta- 
dos descentralizados y en los Estados de naturaleza o 
corte federal. La problemática es muv semejante, la pro- 
blemática de intervención, de intromisión, de intcrfercn- 
cia e n  las competencias provinciales y autonómicas o de 
\os Estados fedcrados es muv parecida, lo que pone de 
manifiesto, en definitiva, que no es un defecto de la ley, 
es la constatación de una problemática que se da siem- 
pre que el Estado se descentraliza territorialmcnte. A esa 
problemática es a la que trata de dar respuesta esta ley 
con una solución equilibrada que empieza por reconocer, 
aparte de las competencias que enumera, una competcn- 
cia genérica de las Diputaciones de velar por los interc- 
ses generales de la provincia: competencia o capacidad 
generica que sin duda permitirá a la provincia intervenir 
en muchas materias. siempre que cuente con los medios 
económicos necesarios para ello -v ese es otro aspecto 
de la cuestión-, pero que establece la legitimación de la 
provincia para intervenir en los asuntos que afecten a los 
intereses generales de la misma. Legitimación esta que, 
por cierto, es la que ha permitido decjr en alguna ocasión 
que las competencias de las Diputacilnes eran cxccsivas, 
al reves de lo que hoy he tenido ocasión de oír en la 
intervención de algunos de los Diputados del Grupo de 
Alianza Popular. 

Pues bicn. creo yo,  por consiguiente. que esta ley va a 
contribuir decisivamente a lo que es su objeto propio: 
definir lo m á s  básico del rtigimen local, v lo más básico 
del regimen local es precisamente definir aquellos aspcc- 
tos de la autonomía municipal que consiste en la dcter- 
minación de competencias, establecimiento del principio 
que obliga al legislador estatal o autonómico a reservar 
competencias en todas las materias a los entes locales y 
que supone el establecimiento v la garantía de un ámbito 
infranqueable de actuación de  los entes locales. Estable- 
ce esta ley, creo yo, el reducto inviolable de la vida local, 
que es lo más básico v lo más importante que debe con- 
tener una Lcv de Bases de Rcgimen Local. 

Creo, por consiguiente -y con ello termino, señores 
Diputados-, que es una Icv importante v cn la que se 
puede optar (como es normal cuando no se ha llegado a 
una solución que pueda satisfacer totalmente a todos 



- 

CONGRESO 
8613 - 

12 DE MARZO DE 1985.-NÚM. 187 

porque es imposible, ya que hay posturas contradicto- 
rias) por la Comisión de gobierno o por la Comisión per- 
manente, pero alguien tiene que tomar la decisión y na- 
turalmente al Gobierno le corresponde hacerlo, porque 
creo que el principio de la eficacia coordinado con el 
principio de la democracia y de la representación en mu- 
nicipios de un cierto número de habitantes exige que 
haya una Comisión de gobierno representativa y capaz 
de llevar adelante y con eficacia los intereses municipa- 
les. Comisión de  gobierno y sistema de tuncionamiento 
de los municipios que tiene la garantía democrática de 
las  elecciones periódicas, y que si funciona mal, en las 
siguientes elecciones sufrirá el control popular que toda 
elección supone. 

Por tanto, acabo subrayando la importancia de esta Iev 
en cuanto que viene a completar un aspecto importante 
del diseño organizativo del Estado en su conjunto en un 
Estado de las Autonomías, que ha hecho complicar el 
reparto de competencias entre los distintos niveles, pero 
creo que con esta Ley se consigue mantener ese reducto 
invkdable de la autonomía local, que es el aspecto más 
básico de una Ley de Bases de Rkgimen Local. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, scnor Miiiis- 
tro. 

Vamos a proceder a la votación de las enmiendas rerni- 
tidas por el Senado. 

Voy a ir enumerando las enmiendas, v rogaría que me 
detuvieran en el momento en que consideren que se de- 
ben votar por separado. 

Enmiendas a los artículos 2.'*, 3:), 4:,, 6.", 7: *... 

El señor AZNAR LOPEZ: El artículo 7.'. por separado, 
señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Bien, vamos a votar las en- 
miendas procedentes del Senado hasta el artículo 6:,, in-  
clusivc. 

Comienza la votación. (Pausa.)* 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 262: a favor. 241; en contru, 1 1 ;  ahstenciones, 
nueve; nulos, uno. 

El scñor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las enmicn- 
das a los artículos 2:, 3.", 4.", y 6: de este proyecto de ley.  

Enmiendas al artículo 7." 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efkctuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 261; a favor, 183; en contra, 12; ab.stenciorie.s, 65 ;  
nulos, uno. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las cn- 

Artículos 10. 13, 14. 

El señor AZNAR LOPEZ: El artículo 14 por separado, 

miendas procedentes del Senado, al artículo 7:, 

señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar las enmiendas 

Comienza la votación. (Pausa.) 
a los artículos 10 y 13. 

Efkctuüdu lu votacióri, dio el h i g i i i c i i t c  rz.siiltudo:  voto^ 
eniitidos, 262; a favor, 242; eir coritru, 10; uh.stericiories 
nueve; nlflos, 1 0 1 0 .  

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las cn- 
miendas procedentes del Senado a los artículos 10 y 13. 

Vamos a votar las enmiendas al artículo 14. 
Comienza la votación. íPaiisu.l 

El señor PRESIDENTE: Q~icdiiii r i p i d x d a h  las cn- 

Votamos l a s  cnmicndas procedentes del Senado ;I los 

Comienza la votación. íPuir.sr1.l 

niieridas del  Senado al articulo 14. 

artículos 15, 17 y 18. 

El senor PRESIDENTE: Uucdaii aprobadas las cti- 

Vamos a votar la enmienda al articulo 19. 
Con1iciir.a la votación. IPuiisci.) 

niieridas a los artículos 15,  17 y 18. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la cnniicnda 

Vo'tamos las enmiendas a los artículos 20 ,v 2 1 .  
Comienza la votación. fPuir.su.1 

al artículo I Y .  

El ~ c ñ o i .  PRESIDENTE: Qucdaii aprobadas las C I I -  

micndas a los artículos 20 y 2 1 ,  de acuerdo con el texto 
enviado por el Senado. 

Artículo 22.  

El señor MARTIN TOVAL: Scnor Presidente, por lo 
que hace al artículo 22,  mi Grupo pretendería que se 
votara difcrcnciadamcnte el cambio introducido cn el 
Senado en el apartado b) del número 2 Cii  cuanto a la 
expresión <(modificación,, , Sólo eso, señor Presidente. 

El scñor PRESIDENTE: Vamos a votar, primero, la 
incorporación al apartado 2.b) del termino (( modilica- 
ción)) y luego el resto, porque naturalmente, scnor Aznai-, 
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querrá votar sólo el artículo 22, pero hay que dividirlo en 
dos en este caso. 

Vamos a votar, a petición del Grupo Socialista, sola- 
mente la modificación al apartado 2.b). 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 272; a favor, cuatro; en contra, 180; ubstencio- 
nes, 87; nulo, uno. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmienda 
del Senado que pretendía modificar el apartado 2 b) del 
artículo 22. 

Vamos a votar el resto de las enmiendas del Senado al 
articulo 22. Comienza la votación. ( fausu.)  

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos. 274; a favor, 181; en contru, 17; abstenciones, 75; 
nulo, 11110. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las cn- 
miendas del Senado al artículo 22, con excepción de la 
referida al apartado 2.b), votada con anterioridad. 

Vanios a votar las enmiendas a los artículos 23 v 26. 
iconjuntamente o por separado? 

El señor MARTIN TOVAL: Por separado, dentro del 26, 
el 26.3, scnor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Me parece que K S  la única nio- 
dificación que hay al artículo 26, señor Martín Toval. 

El señor MARTIN TOVAL: P u a ,  si Ic parece, señor 
Presidente, entonces no pido ninguna separación de vota- 
ción. 

El señor PRESIDENTE: Lo que ocurre cs quc por la 
incorporación de cse párrafo corren los números de los 
demás, pcro no  hay ninguna modificación. ¿O estoy equi- 
vocado. scñor Aznar? ¿Hay algún añadido más, además 
de la introducción dcl apartado 3.%,? 

El señor AZNAR LOPEZ: No, senor Presidente. Se tra- 
ta de una corrección tecnica. 

El señor MARTIN TOVAL: i-iay otra modil'icacióri de 
número del artículo rcfcrido. 

El scnor PRESIDENTE: Pero esa es una corrección tcc- 
nica, y al cambiar los números sc mantendra. 

El scñor MARTIN TOVAL: Pero es importante. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar la enmienda al 
artículo 26, respetando. en caso de no aceptarse. las co- 
rrecciones tecnicas. 

El señor AZNAR LOPEZ: Por nuestra partc, las cn-  
miendas a los artículos 26, 27 y 28 se podían votar 
conjuntamente. 

El señor MARTIN TOVAL: No, no, señor Presidente, 
sólo al artículo 26. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar las enmiendas 
al articulo 26. Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 275; u favor, cuatro; en contra, 257; abstencio- 
nes, 12; nulos, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las en- 

Habíamos saltado, con esta danza de números, las en- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Senado al artículo 26. 

miendas al artículo 23, que vamos a votar. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 273; a favor. 243; en contra, 1 7;  abstenciones, 1 1 ;  
nulos. dos. 

El señor PRESIDENTE: 'Quedan aprobadas las en- 
miendas del Senado al artículo 23. (Rumores.) 

Aquí hay vuelta .atrás, porque con e l  barullo que se 
había organizado se nos había olvidado votar las en- 
miendas al artículo 23. 

Votamos las enmiendas del Senado a los artículos 27 y 
28. 

Comienza la votación. ífaiisa.) 

Efectiiada la votación, dio el sigi~iente resultado: Votos 
emitidos, 276; u favor, 186; en contra, 80; abstenciones, 
ocho; rii~los. dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas a los artículos 27 y 28. 

Votamos las enmiendas del Senado al artículo 32. 
Comienza la votación. (faitsu.) 

Eficiiiada la votac*ióri, dio el sigiiiente resultado: Votos 
emitidos, 277; a favor, 253; en contra, i 7 ;  abstenciones, 
cirico; iiiilos, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 

Votamos las enmiendas del Senado al artículo 33. 
Comienza la votación. (Paiisa.) 

miendas al artículo 32. 

Eficiiiada la voiaciorz, dio el siguiente resitltado: Votos 
emitidos, 279; a favor, 188; en contra, 15; abstenciones, 75; 
nulo, 1 1 1 1 0 .  

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 

Votamos las enmiendas del Senado a los artículos 34, 
miendas al artículo 33. 

35. 36, 41. 43 y 45. 

El señor MARTIN TOVAL: Pedimos votación separada 
del artículo 4 l .  
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El señor PRESIDENTE: Vamos a votar las enmiendas 

Comienza la votación. (Pausa.) 
del Senado a los artículos 34, 35, 36, 43 y 45. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 277; a favor, 256; en contra, 14; abstenciones, 
cinco; nulos, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas del Senado a los artículos 34, 35, 36, 43 y 45. 

Votamos la enmienda del Senado al artículo 41. 
Comienza la votacipn. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 278; a favor, 88; en contra, 183; abstenciones, 
seis; nulo, uno. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 
mienda del Senado al articulo 4 l .  

¿Se pueden votar conjuntamente los artículos 46 y 47? 
(Asentimiento.) Vamos a votar la$ enmiendas del Senado 
a los artículos 46 y 47. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resiiltado: Votos 
emitidos, 281; a favor, 182; en contra, 91; abstenciones, 
cinco; nulos, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 

Pasamos a votar las enmiendas a los artículos 52, 53, 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas del Senado a los artículos 46 y 47. 

54, 56 y 57. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resiiltado: Votos 
emitidos, 279; a favor, 250; en contra, 22; abstenciones, 
cinco; nulos, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las cn- 
miendas del Senado a los artículos 52, 53, 54, 56 y 57. 

Votamos a continuación la enmienda al artículo 60. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 279; a favor, 184; en contra, 1 7 ;  abstenciones, 76; 
nulos, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmienda 
del Senado al artículo 60. 

Vamos a votar las enmiendas a los artículos -siguien- 
d o  la enumeración del Senado- 62 ,63 ,65 ,70 ,71 ,  72,75, 
76, 77, 85. 89, 90 y 91. 

Comienza la votación. íPausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 279; a favor, 253; en contra, 11; abstenciones, 14; 
nulo, uno. 

El señor PRESIDENTE: Quedan. aprobadas las en- 
miendas procedentes del Senado a los artículos 62 a 91. 

Votamos las enmiendas al artículo 92. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 278: a favor, 193; en contra, 19; abstenciones, 66. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas del Senado al articulo 92. 

Votamos las enmiendas del Senado al artículo 93. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacióti, dio el sigiiiente resultado: Votos 
emitidos, 278; u fuvor, 87; eri corztru, 176; abstenciones, 15; 
nulo, u no. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas las cn- 
miendas del Senado. (Rumores.) Silencio, por favor. 

En el marcador del Presidente, que es el que vale, los 
votos nulos son cero. Por consiguiente, se computará cero 
votos nulos, pese a que el marcador situado a mi derecha 
marque un voto nulo. Tengan en cuenta que las máqui- 
nas tambicn se cansan con tantas votacioncs. (Risus.) 
Además, me indican los servicios que la suma coincide 

'aquí y no coincide allí. 
Votamos las enmiendas del Senado a los artículos 94, 

Comienza la votación. IPuiisu.) 
97, 99 y 101. 

Efictirada ln votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emilidos, 278; a favor, 252: eii contra. 16; abstenciones, 10. 

El sepor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las cn- 

Votamos la enmienda del Senado al articulo 103. 
Comienza la votación. (Puiisu.) 

miendas a los artículos 94. 97, 99 y 101. 

Eféctcrada lu votación, dio el siguiente resitltudo: Votos 
ernitidos, 279; u tavor, 188; en contru, 84; abstenciones, 
siete. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la cnmicnda 

Pasamos a votar las enmiendas a los artículos 104, 105. 
al artículo 103. 

106, 107 ... 

EI'señor MARTIN TOVAL: Señor Presidente, mi Grupo 
pretende, si ello es posible, la votación separáda de la 
modificación al artículo 107, apartado l .  

El señor NUNEZ PEREZ: Señor Presidente, solicitaría- 
mos votación separada para todo el articulo 107. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar todas las cn- 
miendas a los a r t i c u h  104 a 12 1 ,  con exclusión del arti- 
culo 107, para el que haremos dos votaciones. 

Comienza la votación. (Patcsu.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente residtudo: Votos 
emitidos. 280; a fuvor, 255; en contra, 16; uhstenciones, 
nueve. 
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El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas a los artículos 104, 105, 106, 109, 110, 112, 113, 
114, 119 y 121. 

Vamos a votar, por separado, la enmienda al apartado 
1 del artículo 107 y ,  luego, el resto. 

Comienza la votación. (Puirsu.) 

E/Cctiiudu la votución, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 280; u favor, 18; en contra, 185; uhstenciones, 77. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada la en- 
mienda del Senado al apartado I del artículo 107. 

Vamos a votar el resto de la enmienda del Senado al 
artículo 107, es decir, la que supone una sustitución en el 
final del apartado 3. 

Comienza la votación. íPaiisu.j 

Efectiiuda ia votución, dio ri sigitierite resiiitado: votos 
emitidos, 282; u favor, 181; en coiztru, 22; abstenciones, 7 9 .  

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmiendq 

{Se puede votar la disposición adicional segunda con 
al apartado 3 del articulo 107. 

algún otro texto? {Señor Amar? 

El señor AZNAR LOPEZ: Por nuestra parte, con la dc- 
rogatoria, con la transitoria octava y con la transitoria 
novena. 

El señor PRESIDENTE: {Señor Núnez? 

El señor NUNEZ PEREZ: Nosotros solicitaríamos la 
votación de la disposición adicional segunda sola. 

El señor PRESIDENTE: As í  lo haremos. 
Disposición adicional segunda nucva. 
Comienza la votación. íPuii.su.I 

E/&tuuda la volucióii,  dio el sigiiieizre resiiltado: Votos 
eiiiiridos, 283; u /Uvor, 182; rii coiitra, 14: uhsteiicioiies, 87. 

El scñor PRESIDENTE: Queda aprobada la cnmicnda 
del Senado que introduce una disposición adicional se- 
gunda nucva. 

Disposiciones adicionales quinta y sexta, disposición 
transitoria decinia, y disposiciones finales segunda, ter- 
cera, cuarta v quinta. 

Comienza la votación. (Puusu.) 

Ef2ctiiudu Iu votuciciii, dio el siguiente resiiltado: Votos 
ciiiitidos, 282; a f¿ivor, 2.52; P I I  coiitru, 16; uh.steiicioiie.s, 14. 

El sctior PRESIDENTE: Quedan aprobadas las disposi- 
ciones adicionales quinta v sexta, transitoria dt'cima, y 
finalcs segunda, tercera, cuarta v quinta de acuerdo con 
las enmiendas presentadas por el Senado. 

Vamos a votar la disposición derogatoria única y tran- 
sitorias tercera, octava y novena. {De acuerdo? IAseriti- 
iiliellto.) 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuuda la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 281; u favor, 189; en contra, 17; abstenciones, 75 .  

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas del Senado a las disposiciones derogatoria úni- 
ca y transitorias tercera, octava y novena. Así quedan 
votadas todas las enmiendas procedentes del Senado y 
terminado definitivamente el debate de este proyecto de 
.ley. 

DEBATES DE TOTALIDAD SOBRE INICIATIVAS LE- 
GISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY DE AGUAS 

El señor PRESIDENTE: Debate de totalidad sobre ini- 

Ruego silencio a SS. SS. 
Para la presentación del provecto, tiene la palabra el 

ciativas legislativas. Proyecto de Lev de Aguas. 

señor Ministro de Obras Públicas v Urbanismo. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS Y URBA- 
NISMO (Campo Sainz de Rozas): Senor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, presento hay al Pleno del Con- 
greso el provecto de Ley de Aguas, proyecto durante lar- 
gos anos esperado, intermitentemente anunciado y ,  sin 
embargo, sistemáticamente aplazado en sus sucesivos in- 
tentos de elaboración. (El setior Vicepresidente, Torres 
Boiirsudt, ocupu la Presidencia.) 

Es este un provecto de ley que representa para el Go- 
bierno el cumplimiento de un compromiso públicamente 
contraído ante los ciudadanos en su programa electoral. 
Redactado con el ánimo de responder al reto que supone 
adecuar la gestión y el aprovechamiento hidráulico a la 
nueva configuración del Estado nacido de la Constitu- 
ción de 1978, el proyecto de ley pretende, además, ofre- 
cer el marco legal que requiezen las demandas de nues- 
tra sociedad. Se trata,  por tanto, de un proyecto que, 
cnraizado en' nuestra innovadora y rica tradición hidráu- 
lica, se presenta ante esta Cámara con una decidida vo- 
cación de servicio a los ciudadanos y, por esta razón, dc 
estabilidad y permanencia. Aunque sólo fuera por ello, 
esto sería va un motivo suficiente para rogar a SS. SS. la 
atención y el interbs que con toda seguridad prestarán al 
estudio y valoración del articulado del proyecto de ley. 

Me van a permitir, señoras y señores Diputados, que 
antes de comentar el contenido del provecto, haga una 
breve reflexión acerca de lo que el agua representa, y 
dedique algún minuto de mi intervención h la descrip- 
ción de la singular problemática del agua en nuestro 
pais. 

El agua está presente en toda actividad humana, por 
ello resulta lógico que a lo largo de la historia el hombre 
hava invertido gran parte de su tiempo en la búsqueda 
de soluciones para su aprovechamiento. El agua no s61o 
es indispensable para la vida, sino que tambikn condicio- 
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na el desarrollo de los pueblos por ser necesaria en la 
mayoría de las actividades económicas. Es un recurso 
natural, escaso, limitado, aunque se renueve a traves del 
ciclo hidrológico. No es ampliable y ha de ser considera- 
do como un bien estimable cuya obtención y utilización 
debe ser optimizada y puesta al servicio de la comuni- 
dad. El agua debe ser, pues, un bien público. 

Esta naturaleza de bien público que por su origen, ca- 
racterísticas v función debe atribuirse al agua, la confi- 
gura como un bien social. Asimismo su escasez la define 
como un bien económico. El agua es un recurso que nos 
ofrece la naturaleza de forma aleatoria v que circula tan-  
to superficial como subterráneamente, creando vida y ri- 
queza por donde pasa. 

El agua es única cualquiera que sea su estado y situa- 
ción, ya que siempre es la misma, sujeta al ciclo perpe- 
tuo de su renovación. Por ello el agua como rccurso ha de 
tener un carácter vital. 

Durante muchos siglos la irrupción del hombre e n  el 
ciclo del agua, aunque crecicnt'e, ha sido moderada, utili- 
zando los recursos naturales s in  necesidad de acrccentar- 
los, modificando su regimen v evacuándolos una  vez uti- 
lizados, aprovechando el poder depurador de la naturale- 
za. Pero ha sido en los últimos tiempos, con e l  acelerado 
crecimiento de la población mundial y con el  desarrollo 
industrial y agrícola, cuando se han originado las de- 
mandas más intensas de agua, v el hombre ha centrado 
su actuación en el ciclo hidrológico. 

C;n ello se han modificado las características dcsfavo- 
rablcs de los recursos naturales para su adecuación a las 
necesidades, y se han credo serios problemas de degrada- 
ción de estos recursos. 

El agua, además, admite múltiples utilizaciones succ- 
sivas, que pueden deteriorar su calidad, en detrimento de 
potenciales usuarios posteriores. Desde esta perspectiva, 
se entiende que la planificación de su aprovechamiento 
debe hacerse con una visión a largo plazo. La multiplici- 
dad de usos hace imprescindible que en cualquier cnto- 
que que se dé a la ordenación de los recursos. los conccp- 
tos de calidad y cantidad deban estar presentes v deban 
ser tratados conjuntamente. 

La escorrentía anual mundial se ha estimado reciente- 
mente en unos 47 billones de metros cúbicos, de los cua- 
les la escorrentía estable o regulada alcanza los 15 billo- 
nes de metros cúbicos, de los que sólo el 13 por ciento 
están regulados artificialmente. 

Por otra parte, se calcula que para fin de siglo, la dc- 
menda anual de agua en el mundo duplicará respecto a 
su valor actual, estimado en unos 3 billones de metros 
cúbicos, casi el 40 por cicríto de los recursos disponisbles 
actualmente. Tal previsión frente a unos recursos limita- 
dos y desigualmente distribuidos sobre la superficie de la 
tierra, hace necesario el estudio cada vez más profundo 
de  las disponibilidades de agua y de su correcta utiliza- 
ción. Cuestiones estas que se perfilan cruciales para el 
porvenir de la humanidad. 

Para la población actual española, próxima a los 38 
millones de  habitantes, los recuros naturales medios pue- 
den cuantificarse en unos 3.000 metros.cúbicos por habi- 

tante y año, valor algo inlcrior a los que pueden cncon- 
trarse en la mayoría de los países de nuestro entorno 
político v físico. Pero España, dado que sus recursos hi- 
dráulicos naturales se presentan con una fuerte irrcgula- 
ridad en el tiempo y en el espacio, presenta unos rasgos 
especiales frente a la realidad de otros países. 

La irregularidad temporal se caracteriza por la frc- 
cuente presencia de prolongadas sequías, que reducen la 
utilización de los recursos naturales a menos del 9 po 
ciento de su valor medio Irente al 29 por ciento de la 
media mundial, v por la esporádica aparición de irnpor- 
tantes avenidas en  los cursos lluvialcs, que muchas vcccs 
tienen un carricter catastrólico como desgraciadaniciitc 
hemos tenido ocasión de coniprobai. en los últimos aiios. 
En este sentido, la corrección de esta irregulatidad debe 
ser una prioridad de la sociedad y del Estado..  

La irregularidad espacial se caracteriza porque los re- 
cursos varían c.normenicntc de unas cuencas a otras. Co- 
mo expresión I'undamcrital de esta distribución desigual 
puede citarse la rcgion hidr-ográfica del Norte de España, 
que coniprcndc las cuencas de los ríos que vierten al  
Atlántico entre las Irunteras portuguesa y Iraricesa. y que 
con algo más del 1 1  por ciento de la supctlicic del país 
dispone de más de la tercera parte de los rccu~'sos iiatu- 
ralcs del mismo, circunstancia por la que se \fieiic cono- 
ciendo de antiguo conio la España húnicdri. 

Casi todo el resto del país se cngloba dentro de la dc- 
nominación de España seca, y sus recursos por unidad de 
supcrticie son inferiores a la cuarta parte de los de la 
España húmeda. Por otra parte sabemos que el agua cs 
en muchas regiones de España un recurso escaso y que e1 
gran crecimiento de su utili/.ación presenta importantes 
problemas en cuanto a su calidad. Las disponibilidades 
actuales totales se elevan a 4.5.700 hectómetros cúbicosí 
año correspondiendo el 91 por ciento a rec~iIsos supcrfi- 
ciales y el 9 por ciento restante a los subtei.ráneos. Estos 
porcentajes se invierten en la España insular y cn disti- 
nas zonas del litoral mediterráneo. 

Las demandas totales de usos consuntivos se clcviiri I I  

27 mil hectómetros cúbicosíaño, es decir al 59 por ciento 
de las disponibilidades reguladas totales, de los cuales 
un 80 por ciento se destina a usos agrícolas. 

N o  menos grave es la creciente sobrccxplotación de los 
acuifcros v falta de coordinación necesaria para la cxplo- 
tación de los recursos superliciales y subterráneos. 

El problema que se acentúa en fpocas de sequía alccta 
a amplias zonas de nucsro territorio, de íorma niuy cspc- 
cial a las cuencas mediterráneas v algunas del interior, 
en donde un aprovechamiento de aguas subterráneas 
descontrolado está produciendo danos que pueden con- 
vertirse en irreversibles en perjuicio del intcrfs general v 
del propio intercs de los actuales usuarios, que con la 
legislación actual se encuentran insuficientemente prote- 
gidos. 

Esta especial gravedad con que se plantean los problc- 
mas del agua en España ha obligado a realizar, durante 
siglos, un extraordinario estuerzo en ndcstro país para 
mejorar su aprovechamiento. 

Las primeras presas construidas en España son de la 
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época romana, algunas de las cuales todavía están en 
pteno uso, como las de Proserpina y Cornalbo, en Mérida. 
También quedan algunos vestigios de construcciones pa- 
ra embalses realizadas en la Edad Media, tanto en terri- 
torios cristianos como en los musulmanes. En el siglo 
XVI se levantaron varias presas, una de las cuales, la de 
Tibi, fue la de mayor altura en Europa durante cerca de 
doscientos anos. 

No es casualidad que en todos los movimientos de re- 
novación progresista de nuestro país el agua ocupara un 
lugar destacado. Ya los ilustrados en el siglo XVIII pro- 
pugnaban las mejoras en la utilización del agua, pero es 
el movimiento regeneracionista el que eleva el agua co- 
mo bandera para el progreso de la renovación del agua 
en Espana. 

Consecuencia directa del regeneracionismo es el im- 
pulso que recibe la construcción de aprovechamientos 
hidráulicos cn las primeras décadas de nuestro siglo. 

Pero es en 1926, con la creación de las Confederaciones 
hidrográficas, cuando la política hidráulica se constituye 
como uno de los ejes más cualificados de la vida política 
española. La creación de las Confederaciones permitib la 
unidad de explotación de las'cuencas hidrográficas, con 
lo que adquiere un carácter preferente el aspecto funda- 
mental de nuestro desarrollo hidráulico futuro: la regu- 
lación de los ríos españoles. 

Se comienza a realizar aprovechamientos con regula- 
ción anual o hiperanual, es decir, con grandes embalses 
para modular las aportaciones naturales de los ríos. Las 
presas de Camarasa, sobre el rio Noguera Paliaresa, y la 
de Ricobayo sobre el río Esla son las primeras de las 
grandes presas de regulación con fines hidroeléctricos, 
que se multilicarán por todo el país en las décadas si- 
guientes. Esta última terminada en 1934, de gran dimen- 
sión para su tiempo, con 99 metros de altura y 1.184 
hectómetros cúbicos de capacidad de embalse, consti- 
tuye aún hoy en día uno de los grandes embalses españo- 
les. 

A partir de esa epoca v muy especialmente desde la 
elaboración dcl Primer Plan Nacional de Obras Hidráuli- 
cas, siendo Ministro de Obras Públicas Indalecio Prieto, 
se plantea de una forma unitaria v ordenada el aprove- 
chamiento de nuestros recursos. Durante las siguientes 
dtkadas se desarrolla una intensa labor de construcción 
de embalses y aprovechamientos hidráulicos que con- 
vierte a España en uno de los países con un mayor grado 
de regulación artificial de agua. 

En al actualidad, España dispone de unas 900 presas 
que dan origen a más de 800 embalses en explotación 
con cerca de 43.000 hectómetros cúbicos de capacidad, lo 
que representa casi el 40 por ciento de las escorrentías 
naturales evacuadas por los ríos, porcentaje diez veces 
superior al porcentaje medio mundial. Pero somos cons- 
cientes de que este esfuerzo no puede darse por termina- 
do, y cn los dos últimos años, el Gobierno socialista ha 
iniciado un número de presas, que van a permitir au- 
mentar la capacidad de nuestros embalses en un 22 por 
ciento. 

Igualmente España ha sido skmpre un país pionero en 

el desarrollo de la legislación sobre el recurso hidráulico, 
legislación que igualmente se ha caracterizado siempre 
por su caracter progresista. 

El ordenamiento jurídico de que primeramente se tie- 
nen noticias es del siglo XII y se denonima Código de 
Aguas del Rey Dop Jaime, que tuvo su aplicación en el 
extensísimo territorio del entonces reino de Aragón. Sus 
principios básicos, válidos aún hoy, son fundamental- 
mente que el agua no es propiedad privada, que la admi- 
nistración del agua compete a los usuarios y sus gestores 
deben ser elegidos de entre ellos, con la debida protec- 
ción de los poderes públicos del Estado. 

En estas líneas Se han movido y se siguen moviendo 
otras notables instituciones prruliares de España, como 
son las Comunidades de Rcgantes. 

Otro ejemplo es el Tribunal de Aguas de Valencia, qui- 
zás el más antiguo del mundo en su género, siempre ad- 
mirado por su eficacia. 

Los ejemplos como éstos, a lo largo y ancho de la geo- 
grafía española, van siendo más abundantes, hasta llegar 
al siglo XIX, en el que el desarrollo demográfico y técni- 
co hacen imprescindible tomar conciencia nacional del 
problema, ya que el crecimiento de la demanda hidráuli- 
ca lleva a que el localismo, en la resolución de los proble- 
mas planteados, quede completamente superado. 

Por dichas razones. en el pasado siglo se inicia el ver- 
dadero período constituyente del ordenamiento jurídico 
de carácter absolutamente nacional en materia de aguas. 
Tras varias disposiciones parciales de distinto rango y, 
cuando se esperaba la publicación de un Código de 
Aguas, se promulga la Ley de 3 de agosto de 1866 que no 
llegó a tener vigencia. 
. El 13 de junio de 1879 se promulga la Ley de Aguas, 
hasta hoy vigente, verdadera pieza maestra de la legisla- 
ción administrativa espatiola, cuyo grado de acierto, por 
todos admitida, es indiscutible, aunque esta evidencia no 
debe ser obstáculo para reconocer que con el paso del 
tiempo ha quedado desfasada en algunas de sus partes 
fundamentales. 

La minuciosa v amplia Lev de Aguas de 1879 desarro- 
lla todas las cuestiones jurídicas y operativas referentes 
al dominio de las aguas terrestres, cauces, riberas a las 
obras de defensa y desecación de terrenos, a las servi- 
dumbres en materia de aguas, a los aprovechamientos 
comunes v especiales de aguas públicas, a su vigilancia y 
a las Comunidades de regantes y sindicatos y jurados de 
riegos. Se. trata de una pieza jurídica redactada con gran 
detalle v provección de futuro, en la que con mucha pre- 
cisión se define el marco legal de funcionamiento juridi- 
co v el procedimiento administrativo correspondiente, lo 
que ha permitido su dilatada supervivencia. 

En ella, las líneas generales sen que, salvo casos muy 
excepcionales. las aguas son de dominio público y corres- 
ponde al Estado su concepción, atribuyéndola a fines o 
usos determinados y que la gestión para su explotación 
ha de correr a cargo de los usuarios de las mismas, orga- 
nizados autonomamente y con tutela del Estado. 

El 5 de marzo de 1926, bajo el impulso innovador de 
Lorenzo Pardo, se promulga el Real Decreto de Constitu- 
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ción de  la Confederación Sindical Hidrográfica, en todas 
las Cuencas en que la Administración lo declare conve- 
niente, o en las que lo solicite el 70 por ciento al menos 
de su riqueza agrícola e industrial afecta por el aprove- 
chamiento de sus aguas corrientes, como entidades inde- 
pendientes de la Administración del Estado, con autono- 
mía propia, bajo la .tutela del Ministerio de Fomento. 
Este Real Decreto fue elevado al rango de Decreto-Ley en 
mayo de 1926, para evitar inconvenientes en la rígida, 
estricta y literal interpretación de los preceptos de otras 
leyes, como la de contabilidad. la de aguas y otras análo- 
gas. 

El mismo día fundacional, se promulgó otro Real De- 
creto, por el que se constituyó la Confederacion Hidro- 
gráfica Sindical del Ebro. Posteriormente fueron hacien- 
dolo todas las demás, hasta completar las diez que cu- 
bren actualmente todo el territorio peninsular de la na- 
ción. 

Las confederaciones trasladaron, por así decirlo, a un 
ámbito superior, los principios de las Coniunidadcs de 
Regantes y Sindicatos Centrales, con una demarcación 
que, en principio era la cuenca hidrográfica, de un gran 
río. España se adelantaba así, en más de cuarenta anos, 
al Consejo dc Europa, que en la carta del Agua aprobada 
en 1968 establece en su principio undkcimo: «La gestión 
de los recursos de aguas deberá inscribirse en el marco 
de su cuenca natural, en lugar de en el de las fronteras 
administrativas y políticas)). 

El más de un siglo de vigencia de la Ley de Aguas de 
1879, y el más de medio siglo de existencia de la organi- 
zación institucional de las Aguas en Espana, a travks de 
las Confederaciones Hidrográficas, han permitido un cs- 
pectacular desarrollo en el aprovechamiento de los rc- 
cursus hidráulicos, que ha sido a su vez base para el 
desarrollo económico y social del país. 

A pesar de la perfección tEcnica de la Ley de Aguas de 
1879, es preciso afirmar y reconocer que el texto vjgcntc 
ha quedado en numerosos e importantes aspectos anti- 
cuado, como consecuencia del normal desarrollo de la 
sociedad y de la aparición de nuevas e importantes técni- 
cas relacionadas con los aprovechamientos de agua, que 
habiendo surgido con posterioridad a la publicación de 
la Ley, eran entonces imposibles de p.rever. 

Resulta incuestionable que el incremento de la dcman- 
da  de agua, la evolución de las tkcnicas de investigación 
y explotación de las aguas subterráneas, la incorrecta 
utilización de las mismas, el valor ecológico de un rccur- 
so sensiblemente deteriorado, su protagonismo principal 
al definir las cotas de calidad de vida, constituyen otras 
tantas circunstancias que obligan a elaborar una nueva 
normat iva. 

La necesidad de una nueva Ley viene claramente ava- 
lada además por las exigencias de una Constitucion en la 
cual encuentra obligada inspiración y arranque. Exigen- 
cias nacidas del nuevo modelo de Estado a,utonómico al 
cual responde el proyecto de ley, desde un planteamiento 
del Estado, instrumentando un repertorio institucional y 
administrativo absolutamentc respetuoso con el reparto 
competencia1 que en materia de aguas diseña la Consti- 

tución. Exigencias, en fin, derivadas tambikn de un man- 
dato constitucional que obliga a los poderes públicos a 
velar «por la utilización racional de todos los recursos 
naturales, con el fin de protcgcr y mejorar la calidad de 
vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyán- 
dose en la indispensable solidaridad colectiva )). 

La necesidad de adaptar la regulación de l a s  aguas a 
las exigencias reales ha sido una constante manifestada 
en no pocas ocasiones en distintos proyectos que, sin cm- 
bargo, no llegaron a cristalizar en soluciones positivas. 
Se trata de proyectos de reforma o de nuevas leyes de 
aguas que, en cierto modo. se derivaban de la ricccsidad 
de adecuar a la realidad el ordenamiento aplicable a la 
misma. En este punto, el análisis de esos precedentes es 
aleccionador para la Cáriiaix. 

Dentro de l  marco ideológico cti que ii comienzos del 
siglo se formula la política hidráulica, aparece y a  un  p r -  
nicr intento de reforma clc la Ley de Aguas. El Gobierno 
de Sagasta presenta a las Cortes, el 21 de fchrcro clc 
1902, un proyecto dc ley elc r.clorma y ainpliacibn clc la 
Ley de Aguas. 

Mayor importancia que e l  anterior olrecc cl provecto 
que el Gobierno de Canalejas presentó el 22 de octubre ~ 

de 1910. Se  trata de un provecto de ley relativo a las 
concesiones de aprovechamiento de aguas que trata de 
acoger los impactos que la tccnica de entonces había 
causado va en la forma de llevar a cabo los aprovccha- 
micntos de aguas. 

Años despues se volvcrii a plantear el tema de la idoi.- 
rna de la Ley de Aguas, por La Cierva, Ministro de Fo- 
mento. La Sección de Aguas de la Dirección General i l ~ .  
Obras Públicas elaboró un anteproyecto de reforma de In 
Ley, referido principalmente a la modificación de la doc- 
trina de los llamados aprovechamientos especiales de 
aguas públicas. Respetados los aprovechamientos cxis- 
tcntcs con anterioridad a la Ley de 1879, e l  punto de 
partida del texto es la consideración dc públicas de todas 
las «aguas vivas» procedentes de manantiales o coi.rieii- 
tcs naturales, sin excepción alguna, motivada por la níi- 

turalcza jurídica de los terrenos dondc brotan o tcnpaii 
su origen, desde el momento que critrcii a cliscui.iir por 
cauces naturales. 

Hace niás de medio siglo el Conde de Guadalhorcc, cti 
la exposición de motivos de su provecto de rclorma de lu 
Ley, decía textualmente: <(El problema del aprovecha- 
miento de las aguas subterráneas, sea con destino a ric- 
gos, sea para el abastecimiento de núcleos de población, 
adquiere en nuestro país primordial importancia por la 
cscasez de manantiales y corrientes de superficie en buen 
número de comarcas y por el rcgimcn torrciictal de la 
mayor parte de nuestros cursos de agua. N o  ha de cscati- 
mar el poder público - con t inuaba  el Conde de Guadal- 
horcc- los medios necesarios. Es primordial la reforma 
previa de nuestra vigente legislación en lo que a las 
aguas subterráneas se refiere, ya  que sus preceptos res- 
pecto a las propicdadcs de las mismas son antagónicos 
en algunos casos, y que, por conferir siempre su propic- 
dad, sin otra limitación que la de n o  mermar caudales 
que vinicren utilizándose con anterioridad. hace imposi- 
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ble fijar tarifas para su venta v ordenar debidamente su 
aprovechamiento en bin del interés público,,. 

A partir de este momento, v corría cntoces el año 1928, 
todos los proyectos de Icv de aguas declaran, de una u 
otra forma, la necesidad de considerar tambikn publicas 
las aguas subtcrráricas. 

La trayectoria de la reforma que  venirnos apuntando, 
ha tenido t a m b i h ,  en fecha rnás reciente, importantes 
expresiones. El Consejo de Estado al emitir el dictanicri 
correspondiente al vigente reglamento de Policía de 
Aguas y sus cauces, insiste en la necesidad de abordar la 
revisión de la Ley de Aguas. Este dictamen daria lugar a 
que, en 19.58, se cunstituycra una  Comisión Ministerial 
encargada del estudio del tema, que llevo a cabo la ela- 
boración de un anteproyecto de reforma de la Ley, que. 
aunque sólo tenia carácter parcial, comprcndia casi to- 
dos los puntos básicos y fundamentales de nuestro ordc- 
riamicnto jurídico en materia de aguas. Así concretado el 
anteproyecto de rcforma parcial de la Ley de Aguas y 
una W L  ultimada su redacción, fueron solicitados infor- 
nics de distintos orpanisnios. 

Todas sus observaciones lucron recogidas en el testo 
posteriormente elaborado y que. mis  tarde, luc elevado a 
consulta del Consejo de Estado, por cuya Comisión Pcr- 
inanciitc fue dictaminado con la ratificación dc la idea 
clc la dcsprivatización de las aguas subterráneas. 

A principios de los años setenta se redactó por el Mi-  
riistciio de Obras Publicas un anteproyecto de nueva Ley 
de Aguas, para iuo lvc r  muchos de los problemas apun- 
tados, cuya tramitación no l legó a rcaliLarse. Años rnás 
tarde los projvctos de la nueva Le!. de Aguas elaborados 
uno en 1973 y el otiu en 1978, declaraban la dcmaniali- 
dad clc todos los recursos. Por cierto sorprende -nic pcr- 
niitirán el incis- que algunos de los que entonces de- 
lcndian esos principios e .  incluso. en  algunos casos parti- 
ciparon e n  la claboracihn de esos proyectos. hoy se opon- 
g;in tajantcmcntc a los misnios. 

S i n  embargo, ninguno de estos intentos de disponer dc 
una nueva Lcv de Aguas llegó a tener Caito. En uno5 
casos la debilidad de los Gobiernos. en otros la I'alta dc 
i.csponsabilidad politicu y sentido de Estado impidieron 
acometer las reformas necesarias que, si se hubieran rea- 
l i ~ a d o  c n  SLI momento, hubieran impedido el deterioro de 
nuestros recursos, muy especialmente los de aguas subtc- 
ixineas, que hoy alcctan a una parte importante del tc- 

Anteponer los intcieses de personas o grupos pai'ticula- 
res al intcrCs gcncixl del pais ha sido, c n t w  algunas, 
pi.ácticn 1.1-ccucritc c n  Bspn~ia. 

Pero cuando esta óptica insolidaria se aplica a inipcdir 
que se pioiiiulguc una nueva Ley de Aguas, que contiene 
i-cloimias conio las que  e11 otius momentos se han pro- 
pugnado y ahora presentamos, la falta de solidaridad se 
convierte en i ri-csponsabi I ¡dad pol i t  ica, 

Conscicntc de la importancia del agua y de las niodili- 
cacioncs que se proponen, el Gobierno asumió desde el 
primer nionicnto conio t a i ~  prioritaria la necesidad de 
elaborar un  provecto de ley, planteado desde un  priiici- 

i'ritorio del país. 
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pio como una ley que, más allá de los intereses de un 
partido, de un Gobierno, fuera una lev de Estado. 

De acuerdo con este propósito, el Gobierno ha mantc- 
nido durante más de un ano y medio innumerables con- 
versaciones y reuniones de trabajo con los partidos polí- 
ticos representados cn esta Cámara, gobiernos de las Co- 
munidades Autónomas v con las entidades más rcprescn- 
tativas de todos aquellos sectores socioeconómicos rela- 
cionados con los diferentes usos del agua. 

Puedo decir que en muchos casos se ha llegado a 
acuerdos satisfactorios que han supuesto modificaciones 
al primer borrador de Lev de Aguas. 

Nos parecih importante, v nos sigue pareciendo, hacer 
un esfuerzo para superar, cuando menos en lo fundamen- 
tal, posiciones de partido, puntos de vista cxclusivamen- 
te regionales e intereses particulares o de grupo. Dcsgra- 
ciadamcnte no en todos los partidos politicos hemos en- 
contrado esta voluntad de diálogo. Algunos han preferido 
aferrarse a posturas dogmáticas o descalificaciones glo- 
balcs, en las que parecen prevalecer más los intereses del 
propio partido que los de la sociedad en su conjunto. 

El enunciado de los temas expuestos, las causas antes 
apuntadas, asi como la firme convicción de que hoy al 
Estado se le exige algo m u y  distinto de lo que se Ic reque- 
iia c n  1879, son razones irrcbatiblcs quc nos sitúan ante 
la necesidad de abordar, con sentido unitario y de 
conjunto, la revisión de la vigente legislación de aguas. 
La reforma puedo afirmar. señorías, es necesaria v opor- 
tuna; necesaria porque durante la ultima centuria todo 
lo que se reticre al agua y a sus aplicaciones ha sut'rido 
cambios mayores que en los mil años que la precedieron: 
oportuna, porque todas las partes del ordenamiento juri- 
dico del pais han de guardar proporción y estar bien 
cnsam bladas. 

Pata ello, el proyecto de nueva ley, basado en la conti- 
nuidad de las instituciones y las costumbrcs, pretende 
adaptar la legislación de una forma progresiva, como hi- 
zo en  su dia la Le!, de I87Y, a la realidad actual, para 
prrniitir un  mejor aprovechamiento de los  recursos hi- 
dráulicos. respetando los derechos legitimamente adqui- 
ridos y el buen uso del agua en funcicin del intcrks gene- 
ral, 

Permitanme ahora. senoras y señores Diputados. que 
pase a senalar las principales caractcristicas del provecto 
de ley.  

La necesidad de actualizar la legislación y el marco 
institucional del agua, coincide con el cambio de estruc- 
tui'a del Estado. 

La creación de las Comunidades Autónomas y la atri- 
bución de competencias en materia hidráulica, tiene su 
relle,jo en la nueva Ley, que arbitra al efecto un sistema 
de relaciones entre aquellas y el Estado, toda vez que a 
este corresponde garantizar la realización efectiva del 
principio de solidaridad, en el que constitucionalmente 
se basa la utilización racional de todos los recursos natu- 
rales y, por tanto, la dcl agua. 

En tal sentido es función del Estado aprobar la planifi- 
cación hidrológica como expresión de la gestión integral 
del agua y como pieza esencial de la planificación econó- 
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mica, que también es responsabilidad ineludible del Es- 
tado. 

Dicha relación viene impuesta, además, por el concep- 
to de cuenca hidrográíica que, al servir de base para 
ordenar la administración hidráulica, determina una 
confluencia de intereses estatales v autonómicos que im- 
ponen su presencia recíproca en los respectivos organis- 
mos de cuenca. 

La delimitación de competencias se ha efectuado mc- 
diante el viejo concepto de cuenca hidrográfica, gencral- 
mente adoptado como unidad de gestión del agua y que 
la más moderna doctrina v el consenso internacional 
continúan conservando celosamente. 

La nueva ley institucionaliza en materia de aguas la 
colaboración entre el Estado y las Comunidades Autóno; 
mas, desde la elaboración de planes hidrológicos hasta la 
gestión del recurso. 

La Administración hidráulica se estructura a traves de 
organismos de cuenca: del Estado en las cuencas intcrco- 
munitarias y de las Comunidades Autónomas en las in- 
tracomunitarias. En ambas clases de organismos partici- 
pan el Estado v las Comunidades Autónomas. Estas puc- 
den incorporarse a los organismos de cuc'nca estatales 
para participar en la elaboración del plan hidrológico o 
para formar parte de su órgano rector. 

A su vez, el Estado tendrá un representante en los or- 
ganismos de cuenca intracomunitarios. que velará por el 
cumplimiento de las previsiones de la planilicación. 

Toda administración hidráulica, tanto estatal como 
autónoma, se subordina a los mismos principios de uni- 
dad de gestión, dcsconcentración, dcsccntralización, 
coordinación, eficacia y participación de los usuarios que 
inspiraban la normativa anterior y que vienen a coinci- 
dir  con los que la Constitución impone a la Administra- 
ción Pública, y con los rccomendados por la OCDE, la 
CEPE y otros organismos internacionales, corno imprcs- 
cindiblc en cualquier proyecto legislativo actual sobre la 
administración de las aguas. 

La aproximación al tratamiento jurídico del agua se ha 
hecho tradicionalmente sobrc su diferenciación en  dos 
categorías: las aguas superficiales y las aguas subtcrrh- 
neas. Para las primeras, nuestro ordenamiento, con ca- 
rácter general, ha reservado el tratamiento propio de los 
bienes del dominio publico. Para las segundas, ha adrni- 
tido la posibilidad de su apropiación por los particulares. 
Ahora bien, hoy en día nos encontramos con que las 
aguas subterráneas se explotan con intensidad creciente 
tanto por las presiones dc la demanda como por las posi- 
bilidades de las actuales técnicas de captación. 

Precisamente estas últimas, al servicio de esa deman- 
da ,  inciden de manera anárquica y muy grave sobre los 
acuíferos, con los riesgos de originar el deterioro irrever- 
sible de los mismos y afectar de manera importante a los 
caudales superficiales al interferir en el ciclo de renova- 
ción natural de los recursos, ya que aguas superficiales y 
subterráneas constituyen meros momentos del mismo, y 
los acuíferos subterráneos funcionan como embalses na- 
turales de regulación. 

Cuando se promulgó la Ley, los proccdimicntos de ex- 
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tracción se reducían a la noria que, desde el punto de 
vista práctioc, sólo podía proporcionar caudales de poca 
importancia, prácticamente reducidos a los de uso do- 
méstico y familiar. Con la aparición de las bombas mcci- 
nicas se ha extendido la explotación al regadío con ex- 
tracciones próximas a los cursos fluviales. alcctando en 
muchos casos a las corrientes superficiales. 

Recientemente, las bombas sumergidas han pcrmiticlo 
extraer aguas de cualquier corriente subtcriinca y dcbi- 
do a las grandes depresiones que pucdcii pixducii.. SLI 

electo puede incluso dejarse sentir en embalses alcjados, 
sobre todo en la España calim. As í  corno la noria no 
permitía un LISO importante de las aguas subtertrincas, 21 

lo sumo unas dcccnas de litros por minuto, captando 
únicamente acuíferos mLiy reducidos a pocos metros del 
terreno, y n o  suponia una al'ección apreciable ;I los rcc~ir-  
sos superficiales, las circunstancias han cambiado scnsi- 
blcrncnte con la aparición de las bombas cciitrilugns y 
sumergidas, capaces de extraer miles de litros por niinu- 
to, y de actuar hasta prolundidadcs dc más de 200 i i i ~ b -  

tros. 
En estas circunstancias debemos aceptar que la dilc- 

rcnciación entre aguas supci-ficialcs y subtcrráncas rcsul- 
ta un mero ai.tilicio lormal arbitrado por la Icy, quc atcri- 
t a  en la actualidad contra el ti'ataiiiiciito cotici.cntc de u11 

bien que,  con iridcpciidcncin de su situacióri coritirigciitc 
y transitoria, tiene una misnia identidad luncioiial. 

Si la creación del derecho resultó operati\-a en unos  
momentos ya niuy lejanos cn que las ag~ ias  subtcrriincas 
y superficiales podían ser aprovechadas sin intcrlcrcn- 
cias notorias, la realidad social a la quc s irv i6  ha sido 
superada y el derecho, como disciplina social, n o  puede 
quedarse anclado en el pasado. Justo es iux)rdar.  poi. 
otra partc, que la distinción dC la norma ciitrc aguas 
superticialcs y subterrincas, para dar  a unas v otras dis- 
tinta rcgulación jurídica. ya prcocup6 21 los  prccursoi~cs 
de la Ley de 1879, y,  e n  nuestro siglo, al coiidc de G u a -  
dalhorcc. 

Reconocido por todos cl valor iiicstiniablc dcl agua cu-  

rno soporte de cor!vivcncia, corno patririionio coiii i in t a i i -  

to de generaciones presentes corno luturas, n o  podemos 
caer en la inercia del respeto a lo antiguo, niateniendo 
tratamientos absolutamente desviados, sino introducir 
los cambios que reclaman los problemas rcalmcntc cxis-  
lentes. 

' 

N o  se trata de dclcndcr o condenar poderes jurídicos 
del particular en el marco de l a s  categorías tixiicioriri- 

les, sino de acomodar el derecho. en el marco de la Coiis- 
titución v como disciplina social, a las demandas de la 
propia sociedad v a los valores sobrc los quc hoy cstruc- 
turamos nuestra convivencia. En esta línea, el proyecto 
de Icv suprime la posibilidad de apropiarse l as  aguas 
subterráneas, pero, y tendri. ocasión de referirme a e l l o  
nuevamente, respetando los dcrcchos adquiridos al ani- 
paro de la normativa que se deroga. 

El proyecto de lev, por otra partc, extiende el dominio 
público hidráulico a aquellos bienes como los cauces o 
formaciones gcológicas por los que circulan las aguas 
subterráneas, por cuanto ha parecido imprescindible pa- 



- 8622 - 
CoNíinBso 12 DE MARZO DE 1985.-NÚM. 187 

~ ~ ~ ~~ 

ra asegurar La tutela y correcta administración del bien 
principal que es el agua. 

Resulta obligado dedicar una atención especial al futu- 
ro reservado a la explotación de los recursos subterrá- 
neos, ya que es aquí donde el proyecto introduce cierta- 
mente una novedad, una novedad no en el sentido que 
han pretendido algunas de las opiniones vertidas sobre el 
provecto de Lev de Aguas, posiblemente fruto de una 
lectura no muy atenta del mismo, pero novedad sin duda 
y novedad que juzgamos importante. 

Por de pronto debe aclararse un punto en donde el 
provecto ha sido mal interpretado por los sectores aludi- 
dos. La nucva Lcv n o  hará públicas las aguas privadas, 
s ino que incorpora al dominio público las aguas subte- 
rráneas que n o  son propiedad de nadie y sobre las que el 
dueño del lundo puede extender su titularidad domini- 
cal, de acucrdo con el derecho vigente, si los alumbra y 
no aparta con ello aguas públicas o privadas dc su co- 
rriente natural. Lo que se incorpora. por tanto, a l  domi- 
nio público es algo que no  tiene dueno, y por ello no cabe 
hablar J c  lesiones jurídicas de ningún tipo. sino de una 
nueva regulación del derecho de propiedad en materia de 
aguas con un criterio actualizado de acuerdo con la in- 
sustituible función social que la propia institución de la 
propiedad tiene v que el agua imponc. 

Sentada la precisión anterior, que centra en sus justos 
terminos la innovación pretendida por el proyecto, debe- 
mos considerar algunas de las posibilidades que la nucva 
lcgislacibn ofrece. 

Parece en este sentido claro que. al integrarse las cx- 
plotaciorics de agua5 subterráneas c ~ i  el marco del plan 
hidiolbgico que contempla todos los recursos, dichas cx- 
plotacioncs habrhn de contar con una mayor seguridad 
en su dotación de caudales, puesto quc el conocimiento 
del acuilero y la ordenación integral del niismo inipedi- 
rán la aiiai.quía y excesos cii la explotación, excesos que 
cn la actualidad llevan con frecuencia al detcrioro v aun 
a la ruina de la riqueza creada. Los pozos no son tesoros 
de agua inagotable’s, como algunos comerciante,s del 
agua prctcndcn, sino meros accesos a un recurso tantas 
veces calificado de limitado. En la cntrana de la tierra no 
luncionan las cosas de manera distinta a la superficie. y 
si se consume más agua de la que se repone. el pozo 
cnlerma v mucre y con e l  las expectativas de su propicta- 
i-io, que incluso si ha seguido una conducta prudente en 
su propia explotación, no puede responder de que el vcci- 
no -a veces a kilómetros de distancia- haga lo niisnio 
e n  la suya. 

Por cuanto antecede, la ordenación de la explotación 
de los acuífcros y el instituto conccsional introducirán el 
orden v equilibrio, va aceptado para las aguas supcrficia- 
les. en el mundo dc las aguas subkrráneas. Todo ello 
debe constituir un lactor de garantía para que las invcr- 
sioncs de los particulares, en contra de lo que algunos 
pretenden, n o  se retraigan, sino que se estimulen, como 
ocurrió hace cien anos con la declaración de aguas públi- 
cas de las aguas superficiales. 

Otro aspecto importante debe .jugar en favor del lo- 
mento de la investigación y explotación de las aguas sub- 

terráneas, como es la posibilidad de dotar los aprovecha- 
mientos con aguas de distinta procedencia. En efecto, 
dotaciones insuficientes de aguas subterráneas pueden, 
precisamente, complementarse con caudales superficia- 
les, y a la inversa, según las circunstancias lo impongan 
o aconsejen, en función de la propia calidad del agua 
exigida por los distintos usos y de la necesidad de velar 
por la recarga natural del acuifero. Este suministro de 
aguas mixto, por su procedencia, figura ágil y operativa, 
constituye uno de los varios ejemplos que ilustran la fle- 
xibilidad y funcionalidad de Las soluciones que la tkcnica 
ofrece dentro de  un sistema jurídico al servicio de la 
distribución más equitativa de la riqueza que el agua 
crea. 

Llegados a este punto, voy a referirme a un tema de 
singular importancia en toda nueva ley, pero que al inci- 
dir en esta oportunidad sobre la situación futura de las 
actuales explotaciones de aguas privadas, muy numero- 
sas en nuestro país, reclama una atención especial. Es el 
tema del derecho transitorio que a este respecto debe ser 
aquí considerado. 

Si una de  las claves de aciertos de la Ley de 1879 fue la 
de entroncar suavemente, sin traumas, con nuestra tradi- 
ción jurídica en materia de aguas, buscando una Ley de 
indudable impacto social, la fórmula, por sensata, ha ins- 
pirado tambien a los redactores del actual proyecto. 

La nueva Lcv articula un derecho transitorio absoluta- 
mente respctuoso con los derechos adquiridos en la me- 
dida que el Gobierno ha entendido que los objetivos de la 
Ley no se ven entorpecidos o comprometidos por tal con- 
sideración. En.la línea apuntada, el provecto extiende, en 
efecto, el dominio publico a las aguas subterráneas, pero 
mantiene el regimen privado de  los alumbramientos 
aprovechados legalmente a la entrada en vigor de la Ley. 
A sus’titulares se les da  la opción -es to  es, se les ofrece 
la posibilidad- de integrarse en el nuevo sistema si lo 
desean, posponiendose. en todo caso, el paso del régimen 
de aguas privadas al de.públicas, hasta dentro de cin- 
cuenta años, y reconociéndose incluso en ese momento a 
quien utilice el agua un derecho preferente para obtener 
la correspondiente concesión. La oferta de la Ley es, por 
tan to ,  o mantenimiento del regimen actual sin techo 
temporal o, si lo desea el propictario, mantenimiento del 
regimen actual con tope de cincuenta años v luego posi- 
blc acceso a la concesión. 

El proyecto pretende racionalizar la explotación de los 
acuífcros, aprovechando, para conseguir su cabal ordena- 
ción, el momento en que una explotación de aguas subte- 
rráneas priyadas se agota o se deteriora, v su titular ne- 
cesita redotarla con nuevos caudales que nunca fueron 
suyos y que ahora son públicos. No hav afrenta jurídica 
para nadie. La nueva dotación salvará la riqueza creada 
y se hace compatible, en suma, la iniciativa privada con 
el intcres general. 

En definitiva. la progresiva incorporación de los apro- 
vechamientos de propiedad privada al orden establecido 
no es coactiva, sino que se deja a la libre decisión de sus 
titulares v a lo que aconseje a los poderes públicos el 
devenir de las circunstancias, sobre la base de que la 
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privación de derechos debe conllevar la oportuna indem- 
nización. 

Si se quisiera modificar el aprovechamiento o finali- 
zarse el plazo anterior, el caso se considerará dentro del 
régimen normal de concesiones. El carácter opcional de 
esta alternativa, según se dice en el texto del proyecto de 
ley, excluye cualquier obligación compensatoria por par- 
te de  la Administración en favor de quien la cjercite, 
como consecuencia de la transformación de derecho. 

La Ley consagra tambicn, como elemento indivisible 
de la unidad de  gestión, la cuenca hidrográfica. Un con- 
cepto geográfico que ha cobrado rango administrativo 
hace más de cincuenta años y cuya experiencia sirve pa- 
ra sentar las nuevas bases organizativas con un funda- 
mento más que teórico. 

Como se dijo antes, España ha sido pionera en la apli- 
cación de  este principio, cuya eficacia viene siendo reco- 
nocida universalmente, hasta el punto de figurar en las 
recomendaciones de la Conferencia de las Naciones U n i -  
das de Mar del Plata de 1976 como elemento esencial 
para la gestión hidráulica. 

Este principio se traslada al ejercicio de las competen- 
cias que en materia hidráulica puedan ostentar las Co- 
munidades Autónomas en cuencas íntegramente com- 
prendidas dentro de su territorio, de acuerdo con las 
competencias exclusivas que tiene el Estado para deter- 
minar las bases del régimen jurídico de las Administra- 
ciones Públicas, atendiendo así a exigencias ineludibles 
de interes general y a las características peculiares de los 
recursos hidráulicos. 

En este sentido, se crean los organismos del Estado 
que en el ámbito de  las cuencas hidrográficas han de 
desempeñar las funciones estatales. A nivel superior, se 
constituye el Consejo Nacional del Agua para dar  cohc- 
sión y unidad a toda la planificación hidrológica, como 
máximo órgano consultivo. 

Los organismos de cuenca que se crean se configuran 
así como los continuadores de las actuales Comisarías de 
Aguas y Confederaciones Hidrográficas, adaptados a las 
nuevas circunstancias en que han de desenvolverse. En 
ello, se materializan los principios rectores de la gestión, 
dándoles un alto grado de autonomía e integrando una 
amplia representación de los usuarios para que partici- 
pen tanto en los procesos de planificación como en todo 
cuanto tiene relación con la construcción y explotación 
de  las obras hidráulicas. 

Para hacer efectivos los principios de descentralización 
y desconcentración, se dota al organismo de cuenca de 
una personalidad jurídica diferente a la del Estado. Prue- 
ba de  que esta autonomía se lleva hasta las últimas con- 
secuencias es la previsión de que sus resoluciones y actos 
agoten la vía administrativa. 

El organismo de cuenca, con la denominación de Con- 
federac ih  Hidrográfica, consta de tres tipos de órganos 
diferentes: órganos de  Gobierno, Presidente y Junta de 
Gobierno; 6rganos de  gestión en régimen de participa- 
ción, Asamblea de Usuarios, Juntas de Explotación y CO- 
misión de  Desembalses, y, por último, como órgano de 
planificación, el Consejo del Agua. 

Las funciones encomendadas a estos organismos de 
cuenca son: la elaboración, seguimiento y rcvision del 
Plan Hidrológico; la administración y control del domi- 
nio público hidráulico y de los aprovechamientos de intc- 
r¿.s general o que afecten a más de una Comunidad Autó- 
noma: el proyecto. construcción y explotación de las 
obras a su cargo o encomendadas poi; el Estado, y las que 
se deriven de los convenios con Comunidades Autóno- 
mas, Corporaciones Locales v otras entidades públicas o 
privadas. 

Por otra parte, una organimción por cuencas hidrográ- 
ficas reclama la crcacióri de un órgano consultivo supc- 
rior, como es el Tonsc,jo Nacional del Agua, en el quc 
junto con la Administración del Estado y las de las Co- 
munidades Autónomas, estarán representados los orga- 
nismos de cuenca, así como las organizaciones prolcsio- 
nalcs y económicas más representativas de ámbito nacio- 
nal ,  relacionadas con los distintos usos del agua. 

Este órgano consultivo ha de inlormar preceptivanien- 
te tan to  los Planes Hidrográlicos que sean redactados poi. 
cada organismo dc cuenca como cl Plan Hidrológico N a -  
cional. Con ello se pretende obtener un reírendo a un alto 
nivel tecnico y representativo de los planes que  han de 
vcrtcbrar la gestión hidráulica del país. Asiniisrno, la ac- 
tividad consultiva de este Consejo Nacional se cxtericlcra 
a cuantos temas legislativos o de piopranixióri sectorial 
afecten el recurso hídrico. 

Como otro instrumento esencial para la adniiiiistra- 
ción del dominio público hidráulico, la Ley trata de la 
planificación hidrológica con el necesario dctcnimicrito, 
puesto que la planilicaci6n es una  necesidad resultante 
de nuestra situación hidráulica. Esta planilicacióii queda 
establecida en la Ley en dos niveles distintos e11 rclación 
con bu ámbito: los Planes Hidrológicos de Cuenca y cI 
Plan Hidrológico Nacional. 

Los planes de cuenca, coordinados con otras planilica- 
cioncs sectoriales, deben prever las ricccsidadcs actuales 
y futuras atendiendo a las dilcrcntcs demandas scctoria- 
les relacionadas con el uso del agua; elaborar el  irivcnta- 
rio de los recursos para así  deducir su mutua asigriación; 
definir los criterios básicos para determinar la calidad de 
las aguas: las inf'racstructuras básicas ixqueridas por el 
Plan, ctcbtcra. El seguimiento del desarrollo de CSlOS pla- 
nes permitirá evaluar, cuando proceda, la conveniencia 
de efectuar rcajgstes o revisiones periódicas. 

La aprobación de estos planes, previo inlormc del Con- 
sejo Nacional del 'agua, corresponde al Gobierno dc la 
Nación a propuesta del Ministerio de Obras Públicas y 
Urbanismo, ante quien lo habrán elevado los organismos 
de cuenca. 

Con esta metodología se pretende construir un modelo 
de planificación en el que a partir del nivel más cercano 
al usuario v a la necesidad sentida, se articulen de abaio 
hacia arriba las decisiones referentes a las asignaciones 
de recursos y autorizaciones de usos. 

El Plan Hidrológico Nacional será redactado por el Go- 
bierno y ,  previo informe del Consejo Nacional del Agua, 
sometido a la aprobación de las Cortes Generales. 

De esta forma. la utilización del dominio público hi- 
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dráulico, sean concesiones o autorizaciones administrati- 
vas, queda va subordinado a lo planificado, siendo un 
importante paso para la racionalización del uso del re- 
curso, con lo que además se posibilita la réalidad de una 
gestión meditada y programada que ha de permitir coor- 
dinar el uso de las aguas superficiales reguladas por ;m- 
balses con las provinientes de acuíferos subterráneos en 
su proporción óptima y deseable. 

La nucva Ley pretende fomentar y consolidar la parti- 
cipación de los usuarios de las aguas en la planificación 
hidrológica y en la gestión de los organismos de cuenca. 

Para ello, la Ley articula su presencia tanto en la Junta 
de Gobicrno (órgano Colegiado), Y en el Consejo del Agua 
(órgano de Planificación). como en los órganos de gesión 
con lunciones específicas. pudiendo alcanzar en los pri- 
meros hasta un tercio del total de los vocales. 

Por lo que respecta a la gestión de los aprovechamien- 
tos colectivos de las aguas públicas, ya la Ley vigente 
consagró la institución de la Comunidad de Regantes, 
íntegramente constituida por usuarios, cuva experiencia 
recoge el actual provecto de ley ampliándola y generali- 
zándola a otros tipos de usos colectivos. 

Por ello, se conserva la figura de la Comunidad de Re- 
gantcs, clcvada al rango de corporación de derecho pú- 
blico con sus peculiares sistemas de autogobierno, orde- 
nanzas v reglamentos. e incluso se mantienen las institu- 
ciones tradicionales de los Jurados o Tribunales de Rie- 
go, cualquiera que sea su denominación peculiar. 

Son novedad en el provecto las Comunidades de Usua- 
rios dc  un mismo acuifero v las Comunidades de Vertido. 
Las primeras, como instrumentos adecuados para la ex- 
plotación racional de las aguas subterráneas; las scgun- 
das, para agrupar a quicncs aisladamente tuvieran difi- 
cultades tbcnicas o económicas para el tratamiento de 
sus residuos. 

El esquema organizativo expuesto pone de manifiesto 
que el provecto de lev no sólo mantiene el tradicional 
carácter participativo de la administración hidráulica. 
sino que potencia la presencia en sus órganos dc los 
usuarios. 

Otro tema que ha merecido una especial atención en el 
provecto de  Iev es el de la protección del dominio público 
hidráulico y de la calidad de las aguas continentales. El 
criterio rector que se ha seguido ha sido el de integrar en 
la gestión del recurso el aspecto de calidad del mismo 
como elemento inseparable, junto al de cantidad, y ex- 
tender el concepto de calidad al entorno afecto al recurso 
del agua, para garantizar todos los usos posibles y la 
conservación natural. 

Desde esta perspectiva. el provecto de Iev regula la 
protección del recurso. añadiendo a la definición especí- 
fica de contaminación del agua el concepto de degrada- 
ción del dominio público hidráulico, aproximando el tra- 
tamiento del recurso a su condición de elemento inte- 
grante del ecosistema. 

Como cstrategia preventiva para evitar costosas medi- 
das correctoras y de recuperación, se preven una serie de 
medidas instrumentales: por una parte, los planes hidro- 
lógicos, quc incluvcn objetivos de calidad. zonas de pro- 

tección y medidas para conservación y recuperación del 
recurso y entorno afectado; por otra, la exigencia de eva- 
luaciones de efectos ambientales, previas a la tramita-. 
ción de concesiones, así como la prohibición en ciertas 
zonas de actividades que impliquen riesgos no admisi- 
bles para el recurso y su entorno. 

La necesidad de autorización administriva, y en parti- 
cular autorización de vertidos, para las actividades que 
puedan degradar el recurso o su entorno, completa la 
posibilidad de plantamientos específicos para cada caso 
concreto. 

El sistema se completa con otra serie de medidas, pre- 
vistas por la Ley en forma detallada, como son la posibi- 
lidad de que los organismos de cuenca se hagan cargo de 
las instalaciones de  depuración en ciertas situacioncs, o 
de que se constituyan empresas de vertido que faciliten 
actuaciones mancomunadas, así como las ayudas previs- 
tas para promoción de actuaciones, en origen o avanza- 
das, de recuperación de la calidad de aguas. 

Por otra parte, es importante destacar la consideración 
dada por la Ley al tema de las zonas húmedas, ya que se 
trata de cubrir un vacío normativo v fijar unas mínimas 
pautas para garantizar la protección de este importante 
medio natural, integrándolo dentro de la protección del 
recurso agua, no olvidando que, en su tratamiento, debe- 
rán abundar otros provectos legislativos y que en el mis- 
mo incidirá la planificación hidrológica. 

El proyecto de lev no podía ser ajeno a' un tema clave 
para la viabilidad de verdaderos planes de saneamiento, 
como son las limitaciones económicas v financieras, por 
lo que se preve una exacción o «canon de vertido)) para 
los vertidos autorizados que será en función de la carga 
contaminante v de los objetivos de calidad, v se destina- 
rá a las actuaciones de protección de la calidad de las 
aguas. 

En conclusión v sin entrar en los aspectos de infraccio- 
nes v sanciones actualizadas, el provecto de ley contem- 
pla el tema de protección del dominio público hidráuli- 
co, fijando las bases para hacer una recuperación efecti- 
va del mismo v plantear una política preventiva con 
perspectiva de  futuro. 

Por último, v formuladas va con anterioridad, las pre- 
cisiones oportunas sobre el respeto a los derechos adqui- 
ridos en lo que concierne al aprovechamiento de las 
aguas privadas, resta destacar que, desaparecida la pres- 
cripción adquisitiva -incompatible con un sistema pla- 
nificador para acceder a la totalidad de un aprovecha- 
miento- el provecto permite, sin embargo, la legaliza- 
ción durante el plazo de dos anos de aquellos que hubie- 
ran podido consolidarse a lo largo de 20 años de acuerdo 
con la legislación anterior. 

Por otra parte, es de  destacar que el provecto fija en un 
máximo de 75 años, a partir de la entrada en vigor de  la 
nueva Lev, y de no fijarse en el título concesional otro 
menor, el plazo máximo de las concesiones futuras o ac- 
tualmente en explotación. 

Setior Presidente, señoras y señores Diputados, el 
provecto de ley que hov presento emana de nuestras per- 
manentes convicciones socialiptas orientadas a que los 
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recursos naturales estén al servicio de  la sociedad. Con i.1 
no hacemos sino cumplir nuestro programa electoral, y 
nuestro compromiso de modernización de la sociedad es- 
pañola. 

El proyecto de  ley lo hemos laborado y lo presentamos 
con un ánimo abierto y no excluyente, que ha buscado, y 
seguirá buscando, la cooperación de todos por dotar al 
país del marco legal adecuado que permita el mejor 
aprovechamiento de nuestros recursos hidráulicos. 

Nos enfrentamos con un reto evidente o de una forma 
solidaria, rechazando particularismos e intereses pcrso- 
nales y de grupo, creamos un sistema que permita e l  
óptimo aprovechamiento de nuestros recursos escasos o 
nos dirigimos a un progresivo empobrecimiento de l  país 
y quien sabe si en un futuro incluso podriamos poner en 
peligro su propia supervivencia. 

La responsabilidad que asumimos es grande, como 
también lo es la satisfacción de presentar a esta Cámara 
un proyecto largamente deseado y que, no obstante, an- 
teriores Gobiernos fueron incapaces de presentar. 

Para ello hemos tenido el pulso político v la voluntad 
de diálogo necesario. Debe quedar claro que, de acuerdo 
con las directrices del Gobierno, hemos partido de un 
texto que ha sido ofrecido como base de discusión a los 
Grupos Parlamentarios de l a  Cámara. Pocos principios 
han sido definidos como innegociablcs. Hcnios niantcni- 
do actitudes abiertas a todas las sugerencias y ningún 
Grupo Parlamentario puede decir que no ha sido escu- 
chado. Al  mismo tiempo, debemos agradecer todas aquc- 
llas sugerencias que sinceramente tambicn se han incor- 
porado y que mejoran el proyecto inicial. 

Sin embargo, también he de decir que nos ha guiado 
un propósito claro en todo momento: supeditar e l  uso del 
agua al bien común, de torma que se constituya en un 
elemento de  riqueza para todos y n o  de especulación pa- 
ra unos pocos. 

Llegado este punto. es necesario defender este texto 
frente a las criticas poco fundadas y ,  tal como he dicho, 
creo que coyunturalmente sesgadas de aquellos que ven 
en cl nuevo proyecto una nube de tormenta que se cierne 
sobre la sociedad española y espccialmcntc sobre la po- 
blación rural. 

Se  ha dicho que esta Ley pucdc coartar k, libertad 
empresarial del campo, que va a arruinar al agricultor. 
Incluso se ha dicho en algún caso que iba a desaparecer 
de alguna provincia española. Sigo pensando, con since- 
ridad, que detrás de estas palabras sólo existen intereses 
políticos de  corta mira, o bien actitudes poco favorables 
al reto del futuro. 

Señoras y señores Diputados, si este proyecto tiene un 
mérito es el  de facilitar, proteger y encauzar el desarrollo 
económico y social de  nuestro país y ,  especialmente, el 
de la agricultura. 

La nueva Ley se debe a la preocupación del Gobierno 
Socialista para evitar que  el incorrecto uso del factor 
productivo agua deteriore la calidad de vida de los ciu- 
dadanos y limite las posibilidades del crecimiento econó- 
mico. En un país con un balance hidráulico tan desequi- 
librado, el no haber enfocado este tema, a travbs básica- 

mente de la planificación v de la regulación participativa 
de los usuarios y las instituciones políticas del Estado de 
las Autonomías, hubiese conducido, en un plazo dctcrmi- 
nado, a un fracaso que, honestamente, todo Gobierno rcs- 
ponsablc difícilmente hubiese podido afrontar. Y es prc- 
cisamente este deseo de organizar el correcto uso del 
agua, de evitar e l  despiltarro y de corregir el que algunos 
intereses particulares vayan en contra del interes gcnu- 
ral, uno de los motivos básicos que me hacen proponer el 
voto favorable para este provecto. 

Ahora es preciso prepararse, con serenidad de .juicio, a 
perfeccionar un  texto cuya trascendencia y provcccióii 
social resultan incompatibles con plantcaniicritos parcia- 
les y cxcluvcntcs. La Ley de Aguas impone abrirse a solu- 
ciones integradoras y solidarias para que un  bien de to- 
dos se administre realmente en bcnclicio de todos, i n -  
cluyendo, según postula la Carta Europea del  A g ~ i a ,  a las 
generaciones luturas, titulares tambibn de csc bien t a n  
esencial para la vida como es el agua. 

Muchas gracias. 

El Scñoi. VICEPRESIDENTE (Toitcs Boursault): MU- 
chas gracias, scnor Mir1isti.u. 

Se  han presentado dos ciiiiiicridas a la totalidad dc 
este proyecto, una de devolución y otra de testo altcrria- 
tivo, ambas dcl Grupo Parlanicntario Popular. 

Para la dclctisa de anibas enmiendas, e11 un único tur- 
no acumulado, ticnc la palabra el scnor Ginricz dc las 
Roces. 

El scnor GOMEZ DE LAS ROCES: Scñoi  Pi-csidcntc, 
señoras y señores Diputados, tambibn nosotros creemos 
necesaria la reforma de la Ley de Aguas, aunque no nos 
parezca ni siquiera oportuna la que nos olrcce el Gobier- 
no.  Tambien nosotros pensamos que esta nueva Lcv dc- 
bcria scr 4 , m p l e a n d o  palabras del sctior Miriistro- 
una ley de Estado. Dcscablcniciitc todas las leyes debc- 
rían provcctarsc pata durar iiiás que el Gobierno que las 
remite. y ,  clcctivamcritc, scnor Ministro, el agua es un 
recuIso c s ~ a w ,  como rccucrda de modo casi tópico la 
Carta del Agua. 

Nosotros pensamos que así es, aunquc decirlo n o  rc-  
presente mucho porque escasea todo lo que vale: e l  agua. 
el dinero. las inversiones quc pucdcn hacerse con aquella 
y con fstc y hasta la previsión escasea. Pero n o  podemos 
emplear este principo de economí8 clcmcntal para justi- 
ficar todas las decisiones políticas que ustedes propon- 
gan a la Cámara. Aquí siempre discutinios en torno a lo 
que escasea, nunca sobre lo que abunda. Se trata, adc- 
más, de buscar sustituto a una Ley centenaria, y pese a 

las buenas intenciones del Gobierno, que nosoros nunca 
negaremos, no parece que el proyecto que nos ha rcmiti- 
do esti. en disposición dc batir la marca de permanencia 
de la ley del 13 de junio de l87Y. (El setior Vicrprcsidozre, 
Curro Murríriec, ocripu /u Presideirriu.) 

Evidentemente hay que rclormar, pero hdy que huir de 
las reformas peyorativas. Hay que rclormar s in  romper 
con lo anterior y s in  cmpcorarlo. Más de cien años son un 
buen aval de que simplemente hay que rclormar. El ara- 
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gonce don Luis Jordana de Pozas, maestro de muchos de 
los que nos sentamos en este hemiciclo, cuenta que la 
Ley de  Aguas de 1866, luego dividida en la del 79 y en la 
de Puertos de 1880, fue elaborada a lo largo de tres anos. 
Sk que es inútil, sk que es imposible pedir que emplee- 
mos nosotros la misma dosis de reflexión, pero debemos 
recordar al menos que, como comentaba aquel ilustre 
adniinistrativista, la efectiva vigencia de las leyes está en 
razón directa de la competencia de sus redactores y del 
tiempo que emplean en redactarlas. 

El Grupo Popular ha colaborado en cuanto se nos pi- 
dió, senor Ministro, respecto de este proyecto de ley, pero 
n o  siempre que se cstá en disparidad de criterios rcspec- 
to a lo que conviene al interi.s general se cstá en contra 
del mismo. Ahora vamos a seguir colaborando por la vía  
parlamentaria de las enmiendas, porque colaborar no 
siempre es coincidir. ni enmendar significa en absoluto 
discrepar en todo. Ni  siquiera sc discrepa frontalmente 
cuando sc emplea la enmienda a la totalidad. como hace- 
mos nosotros; para pedir la devolución de provecto al 
Gobierno o, en su defecto, la sustitución por el  texto al- 
ternativo quc proponemos. 

Contando con este punto de partida, voy a exponet. en 
nombre del Grupo Popular las razones de esta enmienda 
en  una sola intervención, huyendo hasta de la apariencia 
de cualquier intención obstrucionista. 

He dicho va que coincidimos en la necesidad de rclor- 
mar la legislación de  aguas, aunque n o  tanto e n  s u  actual 
oportunidad, cuando las Administraciones’ públicas se 
encuentran en pleno proceso de transferencias y ,  por ello, 
de asentamiento. Nosotros dudamos seriamente dc,quc 
este proyecto de ley tenga cn cuenta las exigencias de un 
nuevo modelo de Estado autonómico. N o  coincidimos 
con la integridad del tratamiento de recambio que el 
Gobierno nos propone, y recordamos que una novedad 
atrevida -ya lo decía Portalis- puede no ser más que 
un error brillante. Todos sabemos que la política Icgisla- 
tiva debe huir del mero voluntarismo. La política legisla- 
tiva no  consiste Solamente en saber que queremos, s ino 
cscricialmcnte en conoccr qui. podemos. 

Voy a procurar- exponer nuestras razones. las razones 
de las enmiendas, respetando la sistemática básica del 
proyecto gubernativo. aunque tambitin seria objetablc si 
hubitiramos deseado adoptar a ultranza -que no lo he- 
mos hcch- una posición cargada de  docirinalismo. N o  
lo hemos hecho porque. se comprenda o no,  nuestro pro- 
pósito es procurar aproximadamente que acaso ingcnua- 
mente creemos posibles, si se aspira a la perdurabilidad 
del p i y c c t o  que las Crirnaras aprueben y ,  por ello, a huir 
de cualquier extremismo. Esa es la cuestión, huir dc 
cualquier ex t rem ismo. 

El Grupo Popular coincide con el Gobierno en una bue- 
na porción de los aspectos que regula el proyecto, aun- 
que las discrepancias ciertamente sean tan siinificativas 
que obliguen a formular estas enmiendas a la totalidad. 
N o  estamos. además. ante un proyecto maduro a s t o  es, 
suficientcmcntc estudiado- ni en su trasccdcncia juridi- 
ca ni en sus efectos económicos ni, a la postre, en su 
viabilidad administrativa. social y política. 

Nosotros coincidimos con el principio de que todas las 
aguas deben riibordinarse al interés general. También 
coincidimos en suponer que todas ellas forman parte del 
mismo ciclo hidrológico. Pero justamente por todo eso 
discrepamos de algunas de las afirmaciones contenidas 
en el Título preliminar del proyecto gubernativo. Así ,  nos 
parece indispensable incluir en el ámbito de esta Ley las 
aguas susceptibles de ser potabilizadas porque forman 
parte del mismo ciclo y ,  sobre todo, porque si el agua es 
un bien escaso no debemos renunciar al incremento de 
las potencialmente disponibles, ni volver la espalda a las 
técnicas de desalación, sino estimular su empleo a través 
de esta Ley. Otra cosa, señor Ministro, es mirar al futuro 
por el retrovisor. 

A nosotros nos parece que es posible, además, subordi- 
nar al intcrés público la titularidad y la utilización de 
todas las aguas sin necesidad de matar gorriones a cano- 
nazos, sin tenerlas que nacionalizar todas. Basta con em- 
plear, cuando haga falta -y hará falta en muchas opor- 
tunidades-, los medios previstos en el ordenamiento ju- 
rídico. haciendo públicas las aguas que aquel interks ge-,  
neral requiera, que siempre serán menos que todas las 
privadas utilizables. Ustedes saben que la expropiación 
forzosa está para eso, y que la expropiación forzosa per- 
mite cualquier forma de privación singular de la propie- 
dad privada; lo que quierc decir también que cualquier 
forma de privación singular o dc transformación de dere- 
chos privados es, desde luego, una expropiación. 

Nosotros hablamos, además, de poderes generales del 
Estado y no del Estado, porque n o  desconocemos el artí- 
culo 149 de la Constitución, sino porque queremos evitar 
el hábito de suponer que los otros poderes públicos, los 
autonómicos y locales, no son parte del mismo Estado. 

Nosotros discrepamos tambikn de lo que acaso sea una 
omisión nacida de la prisa que notamos en el texto del 
Gobierno. En ese texto no se habla ni una palabra de 
cuáles se r in  los objetivos de la actuación pública en ma- 
teria de aguas. Acaso sea -repit- una laguna aflorada 
por la prisa más que por el propósito, pero es así. 

Nosotros entendemos que no se puede prescindir de 
precisar esos objetivos, desde asegurar el suministro pa- 
ra el abastecimiento humano y resto de los usos, al incre- 
mento de  las disponibilidades por todas las vías tecnoló- 
gicas conocidas, a la corrección de desequilibrios econó- 
micos territoriales. protección de  la calidad de las aguas 
y de  su entorno, etcktcra. 

Dentro del Título 1, que nosotros rotulamos como “Del 
dodin io  hidráulico., no sólo del público ni únicamente 
del Estado, nosotros distinguimos dos reglas. Una regla 
predominante. la demanialidad de las aguas, y una regla 
subordinada, pero inexcusable, la referfda al reconoci- 
miento de la existencia de aguas de dominio privado. 

Nosotros no pedimos que ningún río deje de ser de 
dominio público, como se ha sostenido maliciosamente, 
buscando hasta el colmo de las acusaciones. Nosotros 
tampoco decimos que sean privadas todas las aguas sub- 
trirráncas. nunca lo hemos dicho. Nosotros nos limitamos 
a proponer que se respete un regimen inmemorial: el 
dominio privado de las aguas pluviales que caigan en 
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terrenos particulares, de las aguas que nazcan en ellos 
mientras no salgan de los mismos, y de las lagunas sitas 
en terrenos de dominio privado. Eso es todo, sin más que 
aclarar que las aguas subterráneas seguirán la condicion 
pública o privada del medio o terreno en cuyo subsuelo 
se encuentren. N o  parece pedir mucho si, además, los 
poderes públicos están lejos de lograr todavía el pleno 
aprovechamiento de las aguas superficiales, aunque Ile- 
ven más de cien años administrándolas en exclusiva. 

Ese es cl sentido de nuestra enmienda, defender la sub- 
sistencia de un dominio privado de las aguas subordina- 
do  siempre al interés general. 

Sería infantil suponer que con ello nos opongamos a la 
unidad del ciclo hidrológico. No confundamos la hidrolo- 
gía con el Derecho. Nadie se opone a la unidad de la 
tierra para admitir que en ella existen espacios comunes, 
públicos y privados. Esta es, desde luego, nuestra más 
seria objeción al proyecto del Gobierno. que se caracteri- 
za en este punto por su extremismo. Acabar con la pro- 
piedad privada del agua sin salvedad alguna (porque los 
derechos temporales no son dominicales ni tampoco los 
que no reciban protección plena) parcce más inherente a 
un'proyecto de partido que a una Iev del Estado. Noso- 
tros opinamos que ni jurídica ni social ni económicamcn- 
te es aconsejablc, ni puede que constitucional, esa espc- 
cie de apropiación .loriga manu. s in  causa y,  al parecer 
sin precio, que el proyecto gubernativo anuncia. Jurídi- 
camcnte, porque es inequívoco que lesionará de modo 
efectivo el dominio presente de las aguas de titularidad 
particular y el alcance potencial de la propiedad de la 
tierra, que depende básicamente del agua. N o  negamos 
-ya lo dije- que la Administración pueda emplear el 
medio que autoriza el artículo 33 dc la Constitución. Ne- 
gamos, sin embargo, que pueda apropiarse el Estado del 
agua privada sin emplear ese medio. N o  negamos, por 
tanto, el derecho de los poderes públicos a emplear la 
expropiación. Negamos que sea constitucional o mcra- 
mente legal cualquier medida que represente un despojo. 

Socialmente, tampoco es admisible dejar a personas, 
familias o comunidades, tantas como en España se ocu- 
pan en alumbrar o aprovechar aguas subterráneas y a 
contribuir con su aprovechamiento al esfuerzo económi- 
co nacional, en una situación de precario efectivo. N o  
vemos cómo podrá además la Administración. s in  multi- 
plicar' los costos por cien, obtener el mismo resultado. 
Ustedes van a desalentar a la iniciativa privada, pero no 
la podrán sustituir. Esto no será bueno para nadie, ni 
siquiera para ustedes. 
Y si hablamos de economía, (dónde está el programa 

financiero preciso para indemnizar lo constitucional- 
mente indemnizable y para recmplazar a los capitalcs 
que hoy se ocupan -a su riesgo y vcntura, señor,Minis- 
tro- de buscar agua en cl subsuelo? Los temores de 
aprovechamientos abusivos tienen otros remedios. Noso- 
tros no nos oponemos nunca a la necesaria intervención 
administrativa. 

Piénsenlo ustedes otra vez. Esta ley caerá en el vacío o 
producirá, si trata de aplicarse a ultranza, indeseables 
convulsiones sociales. Si ustedes conocen situaciones de 

especulación de aguas, expropien, que será justo. Pero no 
olviden que la mayor parte de lo que quieren hacer ahora 
del Estado, con esta ley, es fruto del trabajo, el título más 
indiscutiblemente legítimo de la propiedad. No se apro- 
piarían sólo del agua. Se apropiarían, sobre todo, de una 
plusvalía que corresponde al esfuerzo ajeno. Eso sí ,  por 
ese camino no  será necesario jamás socializar la tierra. 

Dos observaciones más sobre el alcance que el provec- 
to gubernativo atribuve al dominio público del agua. La 
primera consiste en senalar que el proyecto olvida que 
cxistcn manantiales de dominio público de Ayuntamicn- 
tos y Diputaciones, scnor Ministro, y los transforma táci- 
tamente en dominio público de la Administración gene- 
ral del Estado. (E1 serior Torres Boirrsairlt o w p u  la Prc.sJ- 
dettcia.) Nosotros pedimos que se rcspctcn aquellas titu- 
laridades locales como exige, además, nuestro ordcna- 
miento jurídico. N i  siquiera son espropiablcs. 

La segunda estriba en manifestar nuestra coincidencia 
con la inmodilicabilidad de la tase atmos16rica del ciclo 
hidrológico, salvo por la Adrniriistración. iiaturaimcntc, 
pero añadiendo que an te  la amenaza del graiiim los apri- 
cultorcs podrán defender sus cultivos sin esperar la ac- 
ción de los poderes públicos, que comúnmente llegan al- 
go más tarde que las pcdrcgadas. 

En el Título 11 nosotros hablamos de la administración 
del agua. Sí, de la administración dcl agua pública y del 
agua privada, porque ambas, insisto, ncccsitaii una intcr- 
vención administrativa. Nosotros coincidimos con el pro- 
pósito gubernativo de dotar a la gestión del agua de la 
unidad posible. Cotejando, no obstante, 'los propósitos 
que anuncia el artículo 13 del proyecto del Ciobicrrio con 
el desarrollo del Título 11, advcrtinios omisiones y coii- 
tradiccioncs o deficiencias de las quc sólo hay tiempo 
para hacer un inventario casi tclcgrál'ico. 

Veamos. Primero, el provecto oniitc u i i a  dcclaiacióii 
en la que la gestión del agua se atribuya a un solo Minis- 
terio, superando el caos actual. N o  puede hablarse con 
tanto detalle del Conscjo Nacional del Agua, u n  órgano 
asesor consultivo, v no decir una palabra acerca dc que 
habrá un solo Ministerio gestor. 
Nosotros ofrecemos este texto dentro de la enmienda a 

la totalidad: Las competencias que correspondan en ma- 
teria de aguas a la Administración General del Estado. 
serán ejercidas e n  virtud del principio de unidad de ges- 

tión por un solo Departamento ministerial v -eso sí- a 
traves de equipos intcrdisciplinarcs. 

Segunda observación. El provecto vuelve la espalda a 
la amplísima gama de competencias que, de modo inc- 
quívoco, tienen reconocidas las Comunidades Autónomas 
en materia de aguas. 

Voy a citar el ejemplo que conozco mejor, el  artículo 
35.1 I del Estatuto de Aragón, que atribuve a su Cornuni- 
dad Autónoma la competencia exclusiva respecto de los 
proyectos, la construcción y explotación de los aprovc- 
chamientos hidráulicos, canales y'regadíos de interks de 
la Comunidad Autónoma. aguas minerales, termales y 
subterráneas, y la ordenación de recursos v aprovccha- 
mientos hidráulicos. canales y regadíos, incluidos los hi- 
droeléctricos. 
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Pueden consultarso, igualmente, los artículos 10.1 i del 
Estatuto Vasco, el 9.16 del Estatuto Catalán, el 44.6 del 
amejoramiento de Navarra, el 7.7 de Extremadura, el 
27.14 de Galicia, el 13.12 de Andalucía, el 31.14 de Valen- 
cia, e l  29.6 de  Canarias, el 10.6 de Baleares. etcétera. 

A todo esto no da respuesta el proyecto del Gobierno. 
Nosotros si, a traves del respeto ((in intcgrum), y expreso 
de todas esas competencias en preceptos como los de los 
artículos 21, 22 v otros, de nuestro texto alternativo. 

Se podrá sostener cualquier opinión razonable sobre la 
conveniencia de que las Comunidades Autónomas tengan 
atribuciones en materia de aguas; se podrá sostener. No- 
sotros pensamos que las Comunidades Autónomas deben 
tener esas competencias. Lo que no  puede hacerse es dar 
por supuesto que no las tienen, pcsc a aquellos Estatutos, 
porque la realidad no deja de existir, aunque trate de 
ignorarse, y porque los poderes públicos - c m p c z a n d o  
por el Gobierno nacional- están sujetos a la Constitu- 
cion y al resto del ordenamiento jurídico, como dice el 
artículo 9.1 de la Constitución espanola. 

Quede clara nuestra postura. El proyecto del Gobierno, 
mera lev ordinaria, cuando se apruebe no puede dejar sin 
efectos las previsiones de aquellos estatutos ni interpre- 
tarlas de modo que conduzcan a la conclusión de que no 
quisieron decir apenas nada. Dijeron lo que dicen y esta 
ley no puede derogar aquellos q ta tu tos .  Si el Gobierno 
quiere -nosotros n o  lo consideramos preciso- armoni- 
zar la aplicación de los estatutos -ignorada nunca-. 
debe acudir a la via del artículo 150.3 de la Constitución 

Tercera observación. Conlederaciones hidrográficas y 
Comisarias de aguas n o  pueden ser, no deben ser. una 
misma cosa. En la Confederación hidrográfica debe pre- 
valcccr la voluntad de los usuarios. los actuales y los 
expectantes, tambicn los expectantes. Si la Asamblea no 
cs predominantemente de usuarios. si no ostenta carác- 
ter de órgano de gobierno, tendrá menos tcpresentativi- 
dad, menos dcscLntralizacióii y menos credibilidad pú- 
blica que la que ahora tiene. Si el Presidente es nombra- 
do y scpaIado por el Consejo de Ministros, en  ve^ de scr 
elegido por la Asamblea, será falsa la presencia de los 
intereses de cuenca en tal organismo. Si el Presidente va 
ii ser el fiscal de la Asamblea, no será un verdadero Prcsi- 
dcntc, sino el vigilante de aquella. 

En la Comisaría de aguas debe, por en contrario, pri- 
mar la Administración pública para que los usuários no 
scan. porque resultaría obviamcntc cxccsii~o. sus propios 
guardadores. 

N o  puede hablarse de planificación hidrológica sin 
mencionar a Joaquín Costa. cuando recordaba que la es- 
presión ((política hidráulica)) significa lodo un programa 
de gobierno. Nosotros deseamos que así veamos todos 
esa programación del agua, puesto que es la medida de 
nuestro desarrollo, del desarrollo al que podcinos aspi- 
rar. En nuestro t e x t o  alternativo nosotros proponemos 
para la planificacion hidrológica unos objetivos más am- 
biciosos que los del artículo 38.1 del proyecto guberna- 
mental, que nos parecen excesivamente domesticos y de 
escasos vuclos. 

espanola. 

N o  hablemos sólo de la mejor satisfacción de las de- 
mandas del agua -hablemos pero no sólo-, que es ex- 
presión que tiene cierto aire de marketing. Encomende- 
mos a la planificación hidrológica, además, el equilibrio 
y la armonía del desarrollo regional y sectorial, el estí- 
mulo del crecimiento de renta y riqueza, su más justa 
distribución y el logro de un equilibrio adecuado y justo 
entre las diversas partes del territorio español. 

Se  trata, por tanto, de continuar previsoramente a la 
ordenación territorial de España entera, expresión poco 
utilizada en la ley, si se utiliza alguna. En tal sentido, 
queremos consignar que toda disposición de agua de 
cierta magnitud, dentro de  una misma cuenca o de una a 
otra, antes que una alternativa técnica es una opción 
política que puede propiciar el desarrollo armónico o ha- 
cerlo inviable. Que la Constitución española no autoriza 
,iniciativas que deterioren el equilibrio económico inter- 
territorial y que la Constitución española sí postula el 
logro de una ordenación territorial que garantice la co- 
rrccción obligadamente paulatina y lenta de aquellos de- 
sequilibrios. Que la planificación hidrológica, señor Mi- 
nistro, solamente es un capítulo inseparable del conjunto 
de la ordenación territorial. No puede hacerse a espaldas 
de la ordenación territorial. Y,  en fin, que es un barbaris- 
mo político hablar de descquilibrios, hidráulicos entre 
unas y otras partes de España si se desglosan de los otros 
desequilibrios: los de inversiones, los demográficos, los 
sociales, los económicos, los culturales, etcétera. 

Respecto de la utilización del dominio hidráulico -el 
proyecto del Gobierno sólo habla de dominio públic-, 
nuestro texto alternativo parte de una afirmación con- 
gruente con aquel aceptado principio de subordinación 
del ré.gimen de las aguas en todo caso, sean públicas o 
privadas, al interes general. Decimos en el articulo 67: 
La Ley no ampara el abuso del derecho en la utilización 
de las aguas ni el desperdicio de las mismas, cualquiera 
que sea el titulo que se alegare. Seria injusto atribuirnos 
una concepción quiritaria del derecho de las aguas, y nos 
cxtrana que el texto gubernativo no recoja una declara- 
ción similar. 

Coincidimos con el proyecto del Gobierno en prohibir 
que en adelante se adquiera por usucapio el derecho al 
uso privativo de aguas públicas, y entendemos que nues- 
tro texto mejora el regimen de extinción del derecho a 
tal uso. Compartimos la idea de que las concesiones sean 
en adelante temporales, aunque puedan ser renovables. A 
diferencia del proyecto gubernativo, creemos que toda 
resolución sobre concesiones. otorgando o denegando, 
debe ser motivada como corresponde al carácter discre- 
cional de tal acto. Asimismo, aceptamos con levcs reto- 
ques, en pro de la cuenca afectada, la pr'eiación que esta- 
blece el proyecto del Gobierno. 
Lo ordinario, pues, respecto de las aguas superficiales 

v dentro de este Titulo, es  la coincidencia de pareceres. 
Ahora bien, esta coincidencía n o  existe respecto de las 
aguas subterráneas, porque ustedes parten de que no 
pueden existir aguas subterráneas de dominio privado v 
nosotros partimos del supuesto contrario. Por eso no 
dejanios de aceptar la subordinación al interés general y 
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a la intervención administrativa de la Administración ge- 
neral o de las Administraciones autónomas, salvo en la 
modesta hipótesis de los pozos domesticos. En virtud de 
aquel principio prevemos, incluso, la posibilidad de que 
un tercero alumbre y aproveche aguas subterráneas en 
terrenos de  propiedad ajena. El proyecto del Gobierno se 
excusa, lógicamente, de abordar estas cuestiones. 

La participación social en el régimen de las aguas a 
través de las comunidades de usuarios se configura en 
nuestro texto alternativo disintiendo únicamente en lo 
indispensable porque, cualquiera que sea el parecer aje- 
no, insisto en que nadie nos gana a entender el alcance 
institucional que debería tener la futura ley de aguas. 

Hay diferencias con el provecto gubernativo, pero la 
,regla general, señor Ministro, son las coincidencias. Las 
diferencias esenciales son éstas. Primero, preyer la posi- 
bilidad de que se constituyan comunidades expectantes 
de usuarios, porque serían el motor contra la acomoda- 
ción y la pasividad, y el provecto del Gobierno, sin cm- 
bargo, cuando menos, n o  las autoriza expresamente. En 
segundo lugar, configuramos las comunidades de usua- 
rios como corporaciones de derecho público a los efectos 
de sú colaboración con las Administraciones públicas, no 
obstante la naturaleza jurídica privada que por su propia 
constitución v funcionamiento tienen. En tercer lugar, 
restringimos la hipótesis de no convalidación de los esta- 
tutos y prevemos para su aprobación el silencio positivo. 

En materia de protección del dominio hidráulico y de 
la calidad de las aguas, nuestro texto alternativo amplia 
los objetivos que el proyecto del Gobierno atribuye a esta 
tarea punitiva, extendiendo su ámbito al litoral, respe- 
tando las competencias de las Comunidades Autónomas, 
absolutamente ignoradas en el proyecto gubernativo, que 
parece desconocer, por ejemplo. la Ley 5/1981, de la Gc- 
neralidad catalana sobre evacuación v tratamiento de 
aguas residuales, o la Lev 17í1984 reguladora del abaste- 

,cimiento y saneamiento del agua en la Comunidad Autó- 
noma de Madrid. Definimos los índices básicos de cali- 
dad, confiamos misiones a las Comisarías de aguas en la 
materia y ,  en general, pucde constatarsc que ampliamos, 
y entiendo que mcjoramos, las previsiones del texto gu- 
bernat ivo. 

El proyecto del Gobierno no aborda -va lo decía an- 
tes- la potabilización de aguas. Nosotros proponemos 
que el Gobierno reciba por esta ley el mandato, no sólo 
la'autorización, de llevar a efecto planes de potabiliza- 
ción en aquellos lugares que por su condición geográt'ica, 
su población o su actividad económica lo precisen. El 
proyecto del Gobierno apenas muestra atención por el 
régimen de las zonas húmedas respecto de las cuales no- 
sotros proponemos una atención más detallada. 

En  materia de  régimen económico-financiero, el 
proyecto del Gobierno propone un canon de ocupacion o 
utilización, un canon de vertido y un canon por obras 
hidráulicas. N o  deseamos, en absoluto, incidir en descali- 
ficaciones generalizadas, pero sí hacer algunas observa- 
ciones básicas. 

Respecto del canon de  ocupacián. primero, entendc- 
mos que el artículo 103 del proyecto no grava los meros 

aprovechamientos de aguas, sino supuestos como los de 
instalaciones hidroeléctricas, deportivas, extracción de 
ácidos, etcktera, pero en caso alguno el agua que se em- 
plee, pongamos por caso, para regar un campo. Segundo, 
que es realmente elevado el tipo de gravamen del 4 por 
ciento sobre el valor -dice la ley- de la base imponi- 
ble. Tercero, que tenemos serias dudas acerca de que el 
artículo 103 reúna todos los requisitos para respetar íntc- 
gramentc el principio tributario de reserva de ley. 

Respecto al canon de vertido, la diferencia entre el 
texto que proponemos y el del Gobierno puede sintetizar- 
se recordando que no es lo mismo decir: el que contami- 
na paga, principio asumido por nosotros. que: el que pa- 
ga puede contaminar. principio del que parece partir e l  
Gobierno en el proyecto que  enmendamos. 

Respecto al canon por obras hidráulicas, proponernos 
algunas correcciones. En materia de int'raccioncs pcdi- 
mos que actualizar cuantías se interprete que no consiste 
en elevarlas, sino en mantener las inicialmeiitc conside- 
radas en su valor constante. Accplamos obviamente el 
rbgimen de competencia jurisdiccional, pero añadimos 
algo que se olvida en el texto del proyecto: que será pú- 
blica la acción para exigir ante la jurisdicción contcncio- 
so-administrativa la estricta obscivancia de los prcccp- 
tos contenidos e n  esta ley.  

Las disposiciones transitorias del proyecto del Ciobicr- 
no, que obviamente deberían regular y respetar las situa- 
ciones jurídicas prccxistentcs, en realidad se ocupan de 
modo básico de transt'orniar derechos y a  consolidados cti 
derechos aminorados, cuando no en situaciones clc sini- 
plc precario. Vbansc algunos ejemplos. 

La disposición transitoria primera limita tcmporal- 
mente, sin prever indemnización, los derechos de aprove- 
chamientos de aguas públicas quc vinieran disfrutándosc 
legítimamente con anterioridad. Será la situación CII  la 
que queden, a nuestro juicio, injustamcntc todas las co- 
munidades de rcgantcs con aguas públicas que hoy estiti 
constituidas en España. 

La transitoria segunda reserva una t r iste suerte para 
los titulares de algunos derechos cobre aguas privadas 
proydentcs de manantiales. y la transi toria tcrcc'ra para 
los que tuvicrcn estos derechos sobre aguas privadas pro- 
cedentes de pozos o galerías en explotación. El proyecto 
del Gobierno convierte este dcrccho, oripinalnicntc do- 
minical, en un mero derecho temporal de uso que, o se 
acepta o conduce a la dcsprotccción niás absoluta. 

España, señor Ministro, se va a llenar de prccaristüs y 
esto no es, contra lo que ha dicho el señor Ministro, una 
nueva regulación de la propiedad. La propiedad nunca se 

extingue por el mero transcurrir del tiempo. Sería absur- 
do que la propiedad en manos de particulares tuviese 
una duración temporal -eso no es propiedad- y quc, 
trasladada la titularidad al Estado, el dominio lucsc i r i -  

temporal. 
El proyecto del Gobierno supone que la alternativa que 

ofrece en su transitoria a esos propietarios de poms o 
manantiales es: morir a daga o a Ilorctc, excluyendo 
cualquier obligación compcnsatoria; es deci r ,  cxinicn de 
expropiar indemnizando. Nosotros csperamos que los 
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Tribunales lleguen a tiempo de declarar lo contrario y 
por ahora nos conformamos con ofrecer una transitoria 
que parte de respetar lo que siempre se respetó en nues- 
tro ordenamiento jurídico: los derechos consolidados o 
adquiridos al amparo de disposiciones legales. No se res- 
petan, señor Ministro, los derechos, que se transforman 
salvo indemnización cxpropiatoria, naturalmente, nunca 
sin ella. 

El proyecto tampoco aborda adecuadamente el proble- 
ma de Canarias v Baleares. 

Señor Presidente. el tiempo tambien es un recurso es- 
caso, pero tsrmino. El autor de uno de los mejores libros 
que se han escrito sobre riegos en España decía que el 
agua es la riqueza económica por excelencia, más incluso 
que la hulla o el dinero (el oro), Y añadía que España 
depende en tal grado de sus aguas, que la Icv que lo 

- regule debe considerarse como la verdadera Constitución 
nacional. 

Medítenlo, meditemos todos; aLn estarnos a tiempo de 
hacer de este provecto, señor Ministro, una Icv de Esta- 
do, como 1ambii.n ustedes alirman desear. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): iTur- 

Tiene la palabra el scnor Sacnz Cosculluela. 
no en contra? fPui i su . )  

El 5cnoI. SAENZ COSCULLUELA: Señor Prcside'nte, 
señorías, q u k á  dcberia conicnmr reconociendo qus  las 
palabras del Diputado que ha representado al Grupo Par- 
lamentario Popular en cstc debate scrian suscribiblcs por 
nii. Seguramente, todo lo que ha dicho respecto de la 
prupiedad seria suscribiblc y seria digno de tener en 
cuenta con una srilvcdad, con la salvedad de que se hu- 
biesen pronunciado e s a ~  palabras Iiacc ciento cincuenta 
o doscientos años, n o  hoy .  

Su senoria plantea dos enmiendas de totalidad, una de 
texto altcinativo y .otra de devolución; dos enmiendas 
que son conlluycntcs aunque una tenga la apariencia de 
texto altcrriativo construyendo y desarrollando una tco- 
ría sobre la rnodilicación de la Lcv de Aguas. La verdad 
es que la una se rcl'icrc a la otra. porque la tesis central 
de ambas enmiendas es scncillamcntc que el Grupo Par- 
lamentario Popular n o  acepta el  tratamiento que se da a 
las aguas subterráneas. 

Y o  he tomado buena nota ,  dentro de la nicdida de lo 
posible, puesto que el texto alternativo se ha distribuido 
a los Diputados con tiempo exiguo, pero creo que la lec- 
tura detenida de ese texto y las propias palabras dc S .  S. 
nos llevan a concluir que los aspectos lundamcntales e n  
los que centra su oposición son prc 
que se refieren a la regulación de las aguas subterráneas. 
¿Si o no, señorías? iEs  i.sc el problema, sí o no? ¡Natural- 
incntc que ese es el pioblcriia! Y nos dice: Estamos de 
acuerdo cn que hav que hacer una ley dc Estado, y esta- 
mos de acuerdo en  formular un diálogo constructivo v 
sereno con el Gobierno a propósito de un tema tan tras- 
cendental como es la rcgulación de las aguas, porque, 
cfcctivamentc, la escasez de este recurso, la importancia 

de este recurso para la vida econ6mica, social e incluso 
humana, hace exigible considerar esto como una cues- 
tión de Estado. Pero señoría, cuando sistemáticamente, 
en cada uno de  los proyectos que trae a esta Cámara el 
Gobierno, su Grupo, el Grupo Parlamentario Popular, 
formula una enmienda de  devolución y alguna que otra 
vez de texto alternativo, cuando sistemáticamente la ru- 
tina consiste en pedir el rechazo de un proyecto de ley 
porque viene del Gobierno socialista, la fuerza de ese 
argumento de que ustedes querrían haber sostenido un 
diálogo de Estado, pero que no ha sido posible, pierde 
toda su validez y consistencia, porque estamos en presen- 
cia de la centésima vez en la que se produce un mero y 
rutinario rechazo de una iniciativa del Gobierno socialis- 
ta, sea cual sea el tema de la iniciativa legislativa por la 
que se haya decidido el Gobierno. ¡Esta es la realidad! 

Señorías, aquí ha habido, previamente a la presenta- 
ción del proyecto de Iev, un diálogo de Estado. Lo ha 
habido con las Comunidades Autónomas. lo ha habido 
con los grupos políticos, lo ha habido con grupos socia- 
les, lo ha habido con asociaciones de regantes, lo ha habi- 
do con todo aquel colectivo representativo polit icae so- 
cialmente que el Gobierno ha encontrado, con indepen- 
dencia de si se han producido o no algunos fallos de este 
diálogo -lo ignor-, pero ese diálogo y esa voluntad 
política se ha producido siempre. iQué ha ocurrido? Que 
el único grupo político que se ha negado a aceptar con- 
clusiones, por otra parte, esbozadas a comienzos de siglo 
ha sido, señorías, el  Grupo Parlamentario Popular Q 

Permitame que insista en decirle que. aunque en  la 
tribuna S. S. hoy ha esbozado una crítica al provecto de 
ley que no puedo dejar de reconocer que ha expuesto en 
itkminos correctos, cn terminos de absoluta cortesía par- 
lamentaria que sicmprc. por cierto, ha caracterizado a 
S. S. ,  la verdad es que la pokmica que ha desatado su 
Grupo, el  Grupo político al que usted pertenece, en lo 
que se refiere a la Ley de Aguas no ha adolecido de espí- 
ritu constructivo, sino de desautorización pura v simple. 
Algunas palabras se le han escapado a S. S. relacionadas 
con esta actitud, por ejemplo, las palabras: ((llenar Espa- 
ña d i  precaristas», por ejemplo, La expresión de que esta- 
mos haciendo un «despojo de agua v de plusvaliasw. Na-  
turalmente. lo que preocupa a S .  S .  es la declaración de 
que las aguas subterráneas son públicas. Yo  lamento que 
&a sea la tesis del Grupo Parlamentario Popular tan po- 
co compartida por tan amplios sectores de la sociedad,'e 
incluso por la propia historia de la legislación hidrica, 
hidráulica o hidrológica en España, 

Señorías, ustedes saben perfectamente que esta cues- 
tión es vital para cualquier país; tan vital que ha dado 
lugar a numerosas reuniones internacionalas a propósito 
del tratamiento legislativo de las aguas. En el año 1977 
hubo una conferencia de la O N U ,  en Mar del Plata, con 
motivo de esa preocupación mundial por el tratamiento 
legislativo de las aguas; el plan hidrológico internacional 
en 1984 propuesto por la UNESCO; en 1968, el Consejo 
dc Europa dedica amplias reuniones a elaborar la Carta 
dcl Agua, hav una asociación internacional del derecho 
de aguas que ha ido dando forma y consistencia a una 
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teoría juridica a propósito de la Ley de Aguas, teoría 
jurídica de amplia trayectoria en la historia juridica es- 
panola. Y usted, señoría, sabe perfectamente que en la 
Carta del Agua d e  Estrasburgo, aprobada por el Consejo 
de  Europa se establece - c o s a  obvia, por otra parte- 
que el agua es un recurso primario, primordial, indispen- 
sable, necesario para la vida, para la economía, para el 
desarrollo, para sobrevivir en el caso de algunos países; 
que es un bien agotable y que, por tanto, hay que preser- 
varlo, protegerlo, cuidarlo, evitar que se produzca el abu- 
so en su utilización, e incluso hay que dar un uso cuida- 
doso al agua. 

Saben SS. SS. que hay que pensar en regular la reutili- 
zación de  las aguas, puesto que hoy ya hay técnicas para 
ello, y controlar la calidad del agua, que es un patrimo- 
nio público común. Y todo esto, ahora resulta que hay 
que hacerlo manteniendo una regulación jurídica del si- 
glo pasado, que, además en el siglo pasado se establece 
en la Ley de Aguas de 1879 una regulación notoriamente 
más progresista que la que plantea el Grupo Parlamenta- 
rio Popular en su enmienda de texto alternativo. Porque 
la Ley. de Aguas exactamente dice -se le voy a recordar 
a S .  S.-: ((Pertenecen al dueño de un predio en plena 
propiedad las aguas subterráneas que en él hubiere obte- 
nidou, lo que lleva al Conde de Guadalhorce, en un tamo-' 
so debate del año 1926, a considerar que estamos en pre- 
sencia de un objeto que califica como ((res nullius. y que 
deja de serlo en el momento en que se alumbra el agua. Y 
ustedes, en su texto, dicen otra cosa diferente rctroce- 
diendo en el tiempo, volviendo hacia atrás,  haciendo 
conservadoras a personas que no creo que sean cataloga- 
bles como progresistas o revolucionarias en la historia 
espanola. 

Dicen SS. SS. en su artículo 5.": ((Las aguas subterrá- 
neas seguirán la condición pública o privada del predio o 
terreno en cuyo subsuelo se encuentren», con lo cual, en 
realidad están haciendo un tratamiento jurídico todavía 
más conservador que el que se hizo hace un siglo. Y debo 
añadir a S. S. que hace un siglo, lo saben también todos, 
el tratamiento que se dio fue bastante progresivo, por 
cierto. 

Estos son los principios universales que todo el mundo 
ha reconocido en cualquier discusión internacional a 
propósito del agua. Como se está de acuerdo tambien 
internacionalmente en la interdependencia del ciclo hi- 
dráulico, lo que lleva a considerar el agua como un todo 
interdependiente, y a considerar asimismo la interdepen- 
dencia de las Administraciones que han de gestionar lo 
que se refiere al agua. El reconocimiento de ese ciclo 
unitario es precisamente lo que lleva a dar un tratamien- 
to jurídico unitario igual para las aguas superficiales que 
para las subterráneas, que responden a un único ciclo, 
que son una sola cosa y que pertenecen, como se dijo ya 
hace cien años y no lo dice el Gobierno socialista, a to- 
dos. * 

Señoría, le voy a leer sólo una frase de las muchas 
interesantes o ingeniosas que he podido encontrar en di- 
versas publicaciones, cuyo autor fue don Joaquín Costa. 
Dijo este ilustre español en el ano 191 1 :  ((El agua es el 

maná que Dios hace llover sobre la tierra española, y ese 
maná no debe ser propiedad de nadie. Debemos partici- 
par todos de 61, debe ser prop/edad de la nación.. Y con- 
tinuaba diciendo: ((Señores, yo  voto en España por la 
nacionalización del agua)). Estamos hablando de un ilus- 
tre español que pronuncia estas palabras en el ano 191 1 .  
iHacia dónde va  la derecha que representa el Grupo Po- 
pular cuando es incapaz de asimilar estas posiciones hic- 
tóricas y trata incluso de volver atrás de lo que se plan- 
teó hace ya noventa o cien años? (;Muy hitvi! ;Miiy hieii!) 

¿Qué riesgo tenemos hoy? Porque hemos hablado del 
consenso internacional sobre el agua, pero no hemos di- 
cho que, en el ámbito curopco, España es el país que niás 
necesita regular con cscrupolosidad el agua, porque es cl 
país donde los rccu,rsos son o más escasos por tcrritorios 
o por zonas, o más irregulares y ,  por tanto, nuestras ne- 
cesidades son todavía mayores que las de aqucllos que 
proclaman la necesidad de dar un tratamiento único a 
todo lo que es el ciclo hidráulico. 

Tenemos problemas de desperdicio dci agua, de uso 
abusivo; tenemos problemas de falta de control de las 
explotaciones; tcncmosc problemas de falta de rccichjc y 
de reutilización de las aguas; tenemos graves problemas 
de vertidos; tenemos problemas -y este si que alccta 
dircctisimamentc a lo que es objeto de discusión en este 
momentu- de sobrccxplotación, que han llevado, con 
independencia de si hay o no un absoluto acuerdo en  las 
cifras. a valorar como un lcnómeno progresivo y pcligro- 
so la salinizació de algunos sectores de nuestro territorio 
próximos a las costas, como consecuencia de las sobrccx- 
plotacioncs de las aguas. Por tanto. los poderes públicoh, 
este Parlamento, no pueden ser a,jcnos a esa realidad y a 
esa preocupación. 

Naturalmente, estos riesgos deben traducirsc en un 
tratamiento .jurídico que permita a los poderes públicos. 
que permita a los españoles saber que hay un  sistcnia 
que de verdad puede garantizar un  correcto tratamiento 
del agua en favor de los intereses generales; una rcgula- 
ción que permita asegurar a los españoles quc ese bien 
escaso, que ese bien que corre tantos peligros y que sulrc 
tantas agresiones va a-scr dedicado de Ia mc,ior forma 
posible, a cubrir los intereses generales. Y ello n o  sc puc- 
de hacer con la actual regulación. Y n o  son palabras 
mías, señorías, ni  dcl Gobierno socialista. es que el conde 
de Guadalhorce, el año 1926 proclama (y  hay que leerlo a 
SS. SS.,  porque a veccs tienen una gran falta de mcmo- 
ria) la necesidad de esc tratamiento público de las aguas 
superficiales v subterráneas. Se dice por el conde de Cua- 
dalhorce: .La cosa no  es  dc nadie (hablando del agua), 
porque es de tudos y se le da al primero que la alumbra, 
lo cual es completamente distinto que darla al propicta- 
rion, y continúa: ((Cuando se aplicó la Ley de Aguas a 
este concepto jurídico especial dc las aguas subterráneas, 
no le dieron el alcance que tenía, porque cntonccs ni los 
procedimientos científicos para el estudio de las grandes 
capas ni los procedimientos mecánicos para la lacilidad 
y economía de la extracción tenían importancia alguna)). 

Hay muchas citas que podría recordar a SS. SS., pero 
creo que S .  S.  en concreto conoce perfectamente esos dc- 



- 8632 - 
CONGRESO 12 DE MARZO DE 1985.-NU~. 187 

bates. Y saben SS. SS. perfectamente que desde el año 
1926 ha habido posiciones, no precisamente socialistas, 
defendiendo la publicidad de todas las aguas. Y 'no añada 
S .  S .  que aquí hay un despojo o una expropiación o que 
aquí hay una nacionalización, porque el proyecto de ley 
es escrupulosamente riguroso en el tratamiento de aque- 
llos que han accedido a la propiedad de aguas subterrá- 
neas mediante el alumbramiento, porque esa propiedad 
se respeta estableciendo dos opciones en las disposicio- 
nes transitorias. La primera: si desean seguir en la actual 
situación jurídica, pueden hacerlo, la ley se lo permite, se 
lo reconoce. Eso sí, no pueden variar el alcance ni las 
características de esa explotación, pero la ley les recono- 
ce ese derecho. O pueden hacer otra cosa -v los poderes 
públicos tienen perfecto derecho a inducir esa otra res- 
puesta-: acogerse a la normativa de la ley que les ga- 
rantiza cincuenta años de explotación y preferencia, al 
termino de esos cincuenta años, a la hora de adquirir de 
nuevo el dcresho de concesión. 

Por tanto, señorías, no se diga que hav despojo, no se 
diga que hav nacionalización, no se hable de precaristas, 
porque este provecto de lev es  exquisitamente respetuoso 
con los derechos adquiridos. Pero naturalmente lo que 
no podemos consagrar es el derecho de propiedad priva- 
da rcsficcto de unas aguas porque están debajo de un 
predio o todavía no  se han alumbrado, porque podemos 
cambiar esa normativa sin afectar al derecho subjetivo 
de nadie; porque es ramnable y moderno -no voy a 
decir progresista- para nuestro país, porque es conve- 
niente v porque, además, señorías, olvidan ustedes otra 
cosa: con esta regulación la explotación v el despojo se 
pueden producir a manos de aquellas personas que uste- 
des parecen defender. Antes, hace cien años, no se sabía, 
pero hov sí se sabe que aunque hava otro predio a un 
kilómetro de distancia con su correspondiente pozo, la 
extracción de esos recursos hidrícos desde una posición 
determinada puede suponer el despojo material de las 
aguas que trata de alumbrar el dueño del predio colin- 
dante. Con lo cual, en todo caso, la regulación que uste- 
des plantean es injusta de raíz pvrque permite un hecho 
cxpoliatorio, a diferencia de lo que plantea el provecto de 
Icv del Gobierno que respetuosamente mantiene un tra- 
tamiento para aquellos que va han alumbrado las aguas 
con arreglo a la Lev de Aguas. 

Su señoria -v no se si cstov excediéndome, señor Pre- 
sidente- ha hecho mención a algunos otros aspectos de 
la ley, aunque sin insistir demasiado en ellos. Se ha di- 
cho, por ejemplo, que no regulamos las aguas potabiliza- 
blcs. En la Ponencia o en la Comisión podemos estudiar 
esta cuestión, señorías, pero eso no es motivo para devol- 
ver o rechazar un proyecto de lev, si es que ese plantea- 
miento fuera razonable. 

Dice que en el provecto de lev se da la espalda a las 
compctcncias de las Comunidades Autónomas. Señorías, 
su Grupo es el único que rechaza este provecto de lev. 
¿Por qu6? ¿Por que su Grupo es el único que enmienda 
con devolución este provecto de Icv? Scncillamcntc por- 
que el tratamiento del provccto de Icv podrá tener sus 

aspectos defectuosos, pero no da la espalda ni desprecia 
las competencias de las Comunidades Autónomas. 

Habla S .  S . ,  por último, de que los órganos de gestión y 
de administración de cuenca son planteados de una me- 
nera insuficiente para dirigir esa política. Yo, señorías, 
solamente me voy a permitir leer -si encuentro la refe- 
rencia del artículo, exactamente el que se refiere a los 
órganos de gobierno de las instituciones de cuenca- lo 
que dice su propio proyecto en el artículo 34. Dice lo 
siguiente: *La asamble de usuarios)) -que es el órgano 
de gobierno para ustedes- «estará constituida por: en 
representación de los usuarios, todos los representantes 
de los mismos en las juntas de explotación; los usuarios 
expectatantes; tres representantes por cada provincia; un 
representante por cada provincia que no alcance un de- 
terminado porcentaje; dos representantes de las Cajas de 
Ahorro; uno de las Cajas Rurales; uno de la Banca esta- 
blecida en la cuenca; oiro designado por distintos Minis- 
terios; un representante de cada cámara agraria provin- 
cial; un representante por cada provincia de las cámaras 
de comercio e, industria; directores; vocales)), etcétera. Al 
final, el órgano de gobierno que establecen ustedes es 
una asamblea. Esa es la alternativa que ustedes plantean 
para gobernar esa institución de cuenca. 

Señorías, yo comprendo que ustedes, queriendo desau- 
torizar esta rnágnifica iniciativa del Gobierno socialista, 
presenten una enmienda. Yo hubiera preferido encon- 
trarme delante o con una enmienda de devolución, o con 
una auténtica enmienda de texto alternativo; hubiéra- 
mos hecho un viaje más corto; para este viaje no hacen 
falta tantas alforjas. 

En cualquier caso, ustedes están en su derecho de en- 
mendar, pero no nos digan que están en una actitud de 
diálogo constuctivo porque, señores, se han quedado us- 
tedes solos a la hora de rechazar, o mejor dicho negar el 
apovo a este provecto de lev. 

Muchas gracias. (Aplaiisos. ;Mi iv  bien, muv bien!) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

;Turno de réplica? (Paiisa.) 
Tiene la palabra el señor Gómez de las Roces. 

chas gracias, señor Sáenz Cosculluela. 

El señor GOMEZ DE LAS ROCES: Señor Presidente, 
senoras y senores Diputados, pienso que mi buen amigo 
el señor Sánez Cosculluela se excede en el pronóstico al 
suponer que nos hemos quedado solos; eso ya lo veremos. 
No prejuzgue la opinion de los demás Grupos, dejélos 
opinar, que estamos en un Parlamento. 

' Vov a referirme muy brevemente a todas las cuestiones 
posibles dentro del tiempo que la reconocida generosi- 
dad del Presidenie me concede. 

Reconoce usted, señor Sáenz Cosculluela, que el 
provecto no trata de aguas potabilizables. Uno a cero. 
(Rirriiores.) Lo reconoce, v evidentemente hay que teíierlo 
en cuenta, por que se trata de un proyecto de ley, y no 
reconocer como ámbito de la ley las aguas.potabilizables 
representa, como antes les decía, mirar hacia atrás,.no 
darse cuenta de la enorme importancia que tiene. En 
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Estados Unidos, por ejemplo, representa ya el 7 por cien- 
to del consumo nacional de agua. 

Ciclo hidrológico: del ciclo hidrológico hay que hablar 
para decirle que no somos nosotros los que contradeci- 
mos esa unidad. Nosotros decimos que hay un ciclo hi- 
drológico único, pero ello no quiere decir que su régimen 
jurídico tenga que ser único, y ni siquiera ustedes lo esta- 
blecen como único. Establecen uno para aguas continen- 
tales, a pesar de que las marftimas son el mayor vapori- 
zador y el mayor productor de agua dulce; excluyen las 
marftimas, primera excepción. Segunda expeción, en el 
artículo 1 ,  número 4, excluyen las termales, y por el mis- 
mo fundamento las minerales, a pesar de que las aguas 
minerales son casi todas las que se obtienen en Canarias 
por el camino de las galerías. 

Las aguas públicas o privadas es uno de los problemas 
de la ley, no el único, aunque evidentemente uno de los 
más importantes, pero quede claro, señor Sáenz Coscu- 
Iluela, que nosotros no nos oponemos a la progresiva de- 
manialidad de las aguas públicas, lo que les decimos es 
que España no tiene dinero para afrontar esa empresa, 
reconociendo y respetando íntegramente los derechos de 
los particulares, como hay que hacer. Es como si ustedes 
quisieran nacionalizar toda la propiedad horizontal de 
Madrid; podrían hacerlo, pero no iban a tener un duro 
para poderlo llevar a la práctica, y no se por que las 
aguas privadas van a ser de peor condición que los pisos 
de Madrid o los terrenos que ustedes necesiten para ha- 
cer una carretera; sería muy fácil hacerlo, pero no se 
hace sin indemnizar, y no hay indemnización ni excusa 
de indemnización cuando el derecho no se respeta, se 
transforma. Senor Sáenz Cosculluela, contésteme, j e s  
verdad o no es verdad que la propiedad es un derecho 
sometido a término? Si es un derecho sometido a térmi- 
no no es propiedad, es un derecho distinto, pero eviden- 
temente no es propiedad. 

Vayamos a otra cosa. Evidentemente no es fácil rela- 
cionar la suma de iniciativas privadas en la búsqueda de 
aguas subterráneas, no es fácil, pero yo le d i rh  que hay 
en Espana más de 500.000 pozos, y que es muy difícil 
que la Administración pueda llegar a administrar esos 
pozos privados, pero que es muy sencillo que tenga que 
abandonar empresas más a la medida de los poderes pú- 
blicos y ,  evidentemente, inaccesibles para los particula- 
res. 
Yo no he querido dar ningún tono peyorativo cuando 

he hablado del «despojou. He empleado la palabra “des- 
pojou en el sentido gramatical de privar a uno de lo que 
goza o tiene sin compensación. 

Me parece que esto es realmente lo que hace el proyec- 
to: privar sin compensación económica. La transitoria 
segunda dice que dicho régimen -el aprovechamiento 
temporal de las aguas privadas- será respetado por pla- 
zo máximo de cincuenta aíios. Esto no es, evidentemente, 
reconocer el derecho anterior -si lo era- de propiedad, 
sino que es, como el propio proyecto dice en el apartado 
siguiente, una transformación del derecho. Pues bien, la 
diferencia que hubiere entre el valor económico del dere- 
cho originario y el que resulte de esa temporalización del 

derecho, evidentemente debe ser objeto de indemniza- 
ción. 

Respecto de’ las aguas privadas, recordemos también 
que Valencia, Canarias y,  en buena parte, otras regiones 
españolas, son obras de la iniciativa privada en materia 
hidráulica. Ustedes aspiran a ocupar ese sitio, pero nun- 
ca habrá funcionarios suficientes para llegar a los mis- 
mos resultados ni siquiera para mantenerlos. Será real- 
mente imposible. 

Evidentemente, cuando las aguas subterráneas sean de 
dominio público y no nos engañemos, porque esta no es 
una cuestión ideológica, es una cuestión de práctica poli- 
tica, de lo que se pueda hacer realmente con el dinero 
disponible, vamos a tener menos aguas subterráneas, 
pues inhibiremos a la iniciativa privada y la Administra- 
ción será incapaz de sustituirla. Una cosa es controlar 
-que sí lo puede hacer la Administración-, evitando 
esos abusos a los que se refería usted muy acertadamente 
al hablar del aprovechamiento de aguas subterráneas, v 
otra cosa cs poder reemplazar la inmensa multitud de 
usuarios de aguas subterráneas. Es la diterencia quc 
existe entre regular el tráfico de una carretera o prohibir 
la circulación de vehículos privados por esa carretera. N i  
siquiera tienen ustedes prevista la financiación de todas 
las ocupaciones que esta Ley tendrá que llevar a cabo. 

A propósito de aguas subterráneas señor Sáenz Coscu- 
Iluela, la Ley de Aguas de Austria, que creo que es obra 
de un Gobierno socialista, en jul io  de 1983 declaraba en 
su articulo 3:, que son aguas privadas y pertenccen al 
propietario del suelo las aguas subterráneas que se en- 
cuentran en  su fundo, el agua que nace en su propiedad. 
Afortunadamente, coincidimos con el Gobierno socialista 
de Austria. Nos gustaría tambitin coincidir con el Gobier- 
no socialista de España. 

Nosotros hablamos de seguir la condición porque es la 
que determina la naturaleza del agua, pero siempre su- 
bordinándola al interes general -que quede muv clarw-, 
porque lo otro entiendo que sería inmoderado como 
condición opuesta. 

En Canarias --y aquí habrá, sin duda, algunos parla- 
mentarios que puedan afirmarlo con mejor documenta- 
ción- la longitud de galerías procedentcs de la iniciati- 
va privada es de 1.800 kilómetros, señor Sácnz Coscu- 
Iluela, y cl 90 por ciento de las aguas que se obtiene son 
de iniciativa privada. Hay más de 2.000 millones de in- 
versión anual para el mantenimiento de esas galerías. 
Dígame si es justo que ese esfuerzo no se reparta o díga- 
me, en otro caso, cómo piensan ustedes repartirlo. Hav. 
por tanto ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Le 
ruego que concluya, señoría. 

El senor GOMEZ DE LAS ROCES: Ahora mismo, señor 
Presidente. 

En materia de administración o de gestión del agua, 
insisto, la composición de la Asamblea busca mejorar lo 
establecido por un Decreto de 14 de septiembre de 1979. 
Ustedes generan una retrocesión en la materia y tampoco 
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garantizan, es nuestra opinión y no hay tiempo para 
más, la gestión de las Comunidades Autónomas, ni nos 
han dicho nada, absolutamente nada, sobre la represen- 
tación que van a tener los usuarios expectantes en esas 
asambleas de las Confederaciones Hidrográficas. 

Siento sinceramente no poder continuar explicando lo 
que es nuestra posición. Acepto que hace doscientos anos 
pude pronunciar las mismas palabras, pero no  estaba en 
esta Cámara. 

Señor Sácnz Coscullucla, simplemente. y con todo 
alccto y todo carino, quiero decirle que progresismo no 
es andar a la pata coja. As í  va a ir la sociedad espanola si 
renunciamos a contar con esa iniciativa privada en matc- 
ria del agua. 

Muchas gracias. fAp1aiiso.s. R i w o r e s . )  

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Tiene 
la palabra el señor Sácnz Coscullucla. 

El señor SAENZ COSCULLUELA: Senor Prcsidente, 
scnorias, unas brcvcs precisiones. 

La primera, reiterando palabras dichas. El proyecto de 
ley no sustrae a ninguna persona la propiedad de aguas 
n o  alumbradas. Es más, si la propiedad de las aguas 
subterráneas no era del propietario del predio, salvo 
cuando las alumbraba, ipor  quC se preocupan ahora us- 
tedes de un derecho que nunca han tenido reconocido 
estos propietarios si no han llegado a alumbrar las 
aguas? f Vurios .seiio~~.s DIPUTADOS: ;Miiy hirri!) Quieren 
crear el derecho y ,  miren ustedes, el derecho de la pro- 
piedad lo reconoce la Constitución; lo que pasa es que la 
Constitución tiene unos limites. insisto en que no es cl 
caso, pero, por abundar en los argumentos, tiene unos 
limites que establece cl artículo 33, que son los límites 
que establece la ley, el intcrks social, la utilidad pública 
y c l  articulo 132, que establece tambicn que la ley rcgu- 
lará el rcgimcn jurídico de los bienes de dominio públi- 

Aquí lo importahtc iqul; es? Lo importante es buscar el  
instrumento más apto para garantizar el cumplimiento 
del intcrtis general en un tema dificil y conflictivo como 
es el  del agua. En todas partes hay una tendencia a valo- 
rar como una tecnica más correcta para esa garantía pú- 
blica dar el tratamiento de carácter público a las aguas 
subterráneas que a las aguas superficiales. no digamos 
en Espana, donde el problema es más importante y no 
cuesta dinero, porque, conlo saben SS. SS., no hay que 
indemnizar, puesto que no se expropia. íRiirrrorrs.) Si hay 
alguien que pueda demostrarme -y ha habido ya un 
turno para poder hablar- que esa expropiación se ha 
producido. que lo diga. porque la ley dice que pertenecen 
al ducno del predio las aguas alumbradas, y eso se rcspc- 
ta cn la Icy. 

La Lcv de Aguas nunca dijo que el derecho de propic- 
dad existe sobre las aguas que no son alumbradas, y ese 
derecho nunca reconocido tratan de crearlo ustedes aho- 
ra. (Varios srriorrs DIPUTADOS: ;Mil! hieri!) Por tanto. no 
necesita el Gobierno capacidad de indcmnizacih.  Lo 
que necesita el Gobierno es voluntad política y capaci- 

co. 

dad para interpretar los intereses generales de una ma- 
nera correcta. 

Usted me ha dicho 1-0 por el asunto del agua potabili- 
zable. En la pdnencia lo estudiaremos los ponentes y ve- 
remos. En cualquier caso, eso no justificaba, como es 
obvio, la enmienda a la totalidad, que se basaba en otras 
consideraciones, esas sí, de carácter ideológico. 

Comprendo que S. S. ha hecho un alarde intelectual 
hoy, porque es muy difícil subir a sostener la retardata- 
ria teoría que hoy sustenta el Grupo Popular por quien 
públicamente y en ocasiones anteriores, en tiempos no 
sospechosos, ha defendido el carácter público de las 
aguas subterráneas, y y o  por eso le admiro y reconozco 
un gran valor político, porque la vida política tiene estas 
cosas. Usted ha tenido que defender algo que ya no era 
posible defender en el ano 1926, como se ha encargado de 
demostrar el U Diario de Sesiones)) hablando del Conde 
de Guadalhorce. Y ,  hablando de la propiedad, yo  no sé 
que concepto me ha atribuido usted de la propiedad. Yo,  
en cualquier caso, me quedo con el concepto constitucio- 
nal, aunque parece que el Grupo Popular esta vez se ha 
quedado con el Derecho Romano. (Varios setiores DIPU- 
TADOS: ;Mi{? bien! Aplausos. Protestas.) 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias. fE1 setior Gómez de las Roces pide la pala- 
bra.)  

Turno de replica por una sola vez, señor Gómez de las 
Roces, o por alusiones, si es que ha habido alguna. 

El señor GOMEZ DE LAS ROCES: Acepto anticipada- 
mente lo que usted disponga, pero entiendo que se me ha 
atribuido una opinión que cs incompleta. ¿Puedo respon- 
der brevemente? (Asetitiriiiento.) Yo he sostenido lo que 
ha dicho el señor Sáenz Cosculluela, pero jamás he dicho 
que se deban convertir en públicos, sin indemnización o 
faltando al respeto de &tos, los derechos privados. Pun- 
to. N o  es más que eso 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gru- 
pos Parlamentarios que deseen intervenir. (Pausa.)  Por el 
Grupo Parlamentario Mixto tiene la palabra el senor Ló- 
pez Raimundo. 

El senor LOPEZ RAIMUNDO: Senor Presidente, los Di- 
putados comunistas del Grupo Parlamentario Mixto vo- 
taremos en contra de las enmiendas de totalidad del Gru- 
po Parlamentario Popular porque, de hecho, se proponen 
anular lo que este proyecto de ley tiene de positivo, cuan- 
do lo que se le puede objetar y se le debe objetar es 
precisamente que se queda corto. 

Este proyecto de ley. que declara,el carácter público de 
las aguas continentales. es uno de los pocos textos pre- 
sentados por el actual Gobierno a esta Cámara que se 
puede considerar propio del socialismo. 

La «publicicación» de las aguas continentales es una 
exigencia históricamente difícilmente discutible. Desde 
el provecto de ley de aguas elaborado por don Joaquín 
Garrigues Walker, cuando fue Ministro de Obras Públi- 

l 
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cas con un Gobierno de UCD, hasta el redactado por el 
señor Fernández de la Mora, bajo el régimen anterior, 
incluía este principio. En consecuencia, era obligado que 
el Gobierno socialista trajera aquí un proyecto para 
reemplazar la Ley de 1879 todavía en vigor, aprobada 
cuando no se había patentado aún el primer motor de 
explosión y no se extraían aguas subterráneas. 

Sin embargo, sucede que en el proyecto de ley que 
discutimos el principio de demanialidad de las aguas 
continentales queda excepcionado de entrada. Por un la- 
do no afecta a todas las aguas, puesto que se exceptúan 
las minerales y termales y se consagra a perpetuidad la 
propiedad privada del agua de los lagos y lagunas inscri- 
tos en el Registro de la Propiedad; por otro, establece 
una a modo de moratoria de hasta setenta y cinco años 
para que la norma tenga plena aplicación. 

Por tanto, no se justifica que el Grupo Popular objete 
globalmente un proyecto de ley que lo que sustituye en 
esencia, de aprobarse como está, sólo sería aplicable a 
partir del año 2060. Es decir, que garantiza que todo 
seguirá igual que está hasta mediados del próximo siglo. 

Ello muestra que el Gobierno socialista no se propone 
cambiar la realidad por ahora ni utilizar las posibilida- 
des de planificación que establece el articulo 131 de la 
Constitución, en el que el agua y los demás recursos na- 
turales habrían de jugar un papel esencial. 

La exclusión del proyecto de las aguas minerales y ter- 
males tampoco se explica o justifica y sólo & entiende 
como una concesión a las presiones ejercidas por la 
CEOE, por la asociación de la industria de alimentación 
y bebidas de Cataluña y por otras entidades patronales 
que obtienen pingues negocios con la comercialización 
del agua envasada. 

Sería explicable que se aplicara a estas aguas una re- 
glamentación especial, pero el proyecto de ley debería 
alcanzarlas para dejar sentado desde ahora que las aguas 
termales y minerales son también un bien público y par- 
te de las aguas continentales. 

El proyecto de ley del Gobierno no contempla tampoco 
debidamente la protección del medio ambiente y ,  lo que 
es peor, legaliza la concepción de que quien contamina 
paga, cuando lo que se necesita con urgencia es limitar 
hasta hacer imposible los vertidos contaminantes y otros 
atentados contra el medio ambiente. 

Tampoco es aceptable, tal como hace el proyecto de 
ley, dar el mismo trato de prioridad a los caudales de 
aguas destinados a uso industrial urbano, que a los reser- 
vados al consumo de la población en la que las corres- 
pondientes industrias estén enclavadas o que la ley ex- 
ceptúe de autorización el uso de las aguas para abrevar y 
bañar al ganado, lo que seguramente era comprensible 
que figurase en la Ley de 1879, pero no en la de 1985. 

Finalmente, aunque este proyecto tiene en cuenta por 
fin que existen las Comunidades Autónomas entendemos 
que la Ley no puede limitarse a invitar a dichas Comuni- 
dades a incorporarse a la gestión y administración de las 
aguas, sino que se debe manifestar de modo imperativo 
que participarán plenamente tanto en su administración 
como en la planificación y el empleo de los nuevos cau- 

dales. Es más, hubiera sido deseable que las Comunida- 
des Autónomas hubieran participado ya plenamente en 
la elaboración del proyecto de ley que discutimos. 

Todas estas insuficiencias del proyecto de ley intenta- 
remos corregirlas con las enmiendas que hemos presen- 
tado al articulado, pero, dado el carácter globalmentc 
progresista del mismo, incluso con las limitaciones seña- 
ladas, votaremos en contra de las enmiendas a la totali- 
dad del Grupo Popular. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Lópcz Raimundo. 

Por el Grupo Parlamentario Minoría Catalana, tiene la 
palabra el señor Xicov, por tiempo máximo de diez mi- 
nutos. 

El señor XICOY BASSEGODA: Señor Presidente, seño- 
rías, desde la serenidad Minoría Catalana se propone 
fijar su posición en este debate de totalidad del provecto 
de Iev de aguas. Digo desde la serenidad porque, dada la 
materia sobre la que debe versar el presente debate, que 
es el agua, seria deseable que tuviera las mismas propic- 
dades que el líquido elemento. Este debate sobre el agua 
debería ser incoloro, inodoro e insípido porque el agua 
debe ser para todos, debe llegar a todos tanto a los blan- 
cos, como a los colorados, como a los verdes, los ccologis- 
tas; no hav un agua que sea especialmente socialista ni 
progresista, ni derechista; ni hay un  agua conservadora. 
El agua, entendemos nosotros, no debe ser motivo de 
enfrentamiento ideológico. 

Mientras en España hava poblaciones en ((alerta roja» 
v hava campos cuvas tierras se hallan calcinadas por la 
sequía, resulta un espectáculo no muv cdilicantc convcr- 
tir este debate en algo parecido a un mitin electoral. 
(Rumores.) Nuestro Grupo n o  quicrc caer e n  la tentación 
de capitalizar en ningún sentido políticamente este deba- 
te. Quizá otros puedan sentirse más proclives a ello. Pue- 
de que a unos les interese poner el mavor enlasis en el 
carácter público de las aguas v otros pongan el acento en 
la defensa deseable, scgún ellos, de su condición privada, 
pero no queremos caer en u n  maniqucísmo scmántico en 
torno a la condición pública o privada de las aguas por- 
que, señorías, de nada sirve llenarse la boca para definir 
el agua como un bien público si acto seguido se permite 
privatizar su uso y disfrute, y viceversa, dc nada sirve 
enfatizar su propiedad privada si acto seguido, por vía de 
limitaciones por interks social, se conviertc.cn público su 
uso y disfrute. N o  nos perderemos, pues, en una conlron- 
tación terminológjca, seguiremos el consejo de hace más 
de veinte siglos de Platón que decía que si te ocupas 
menos en cuestiones de nombres serás más rico en sabi- 
duría. Nosotros huiremos de las grandes simplilicacio- 
nes, no queremos entrar en la polcmica ya desatada luc- 
ra de la Cámara y aquí, en la Cámara esta tarde, acerca 
de si este proyecto de ley ,va o no a una socialización o a 
una nacionalización del agua. Creemos que entrar en este 
terreno es minimizar este proyecto de lcy. Hay quc clc- 
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var el tono del debate más allá de planteamientos parti- 
distas. 

Al fijar nuestra posición debo aclarar, en primer lugar, 
que nuestra crítica parcial, no de  totalidad a este proyec- 
to de  ley, no tiene en esta ocasión motivaciones autonó- 
micas. Me place decirlo y reconocerlo. Este proyecto es 
básicamente respetuoso con las Comunidades Autóno- 
mas. Sus facultades y competencias en materia de aguas 
no diré que sean ensalzadas, pero sí salvadas en sus I í -  
neas generales, y con algunas enmiendas puntuales, se- 
ñor Ministro, que va hemos presentado, creemos que 
puede resultar un texto autonómicamente satisfactorio. 

Nu%tros puntos de discrepancia derivan dc otros con- 
tenidos, importantes sin duda, que, a nuestro entender, 
n o  son suficientes para justificar un apoyo a una enmien- 
da  a la totalidad de un texto alternativo y tampoco de 
una devolución al Gobierno; pero creemos que por tra- 
tarse de defectos subsanables hav que dar  un margen de 
confianza a la invitación que nos ha hecho, a la promesa 
concreta que nos ha hecho el señor Ministro esta tarde al 
presentar el provecto, diciendo que quedaba abierto a un 
pcrfeccionamien lo. 

El primer punto de discrepancia es la nebulosa, la am- 
bigüedad que rodea el provecto en lo que se refiere a la 
naturaleza jurídica del derecho al uso y disfrute de las 
aguas subterráneas. Observen SS. SS. que no pongo e n  
cuestión -fiel a lo que he dicho al comenzar- la natu- 
raleza pública o privada de estas aguas subterráneas. 
Llámenlas como gusten o quieran SS. SS. si con esto 
pueden dar  satisfacción a determinadas clientelas, pero, 
por favor, como el agua debe ser clara, pongan claridad, 
señores del Gobierno; dibujcn*en la Ley el contorno pre- 
ciso que tiene el derecho de aquel señor, ciudadano indi- 
vidual, o comunidad, personalidad colectiva, que ha 
alumbrado, que ha aílorado -y digo <(que ha., cn pretc- 
r i t o -  a sus expensas aguas subterráneas. 

Me reconocerán SS. SS. que hay un cierto galimatías 
jurídico en las djsposicioncs transitorias. ¿Quieren decir 
que un derecho que hasta ahora cra una propiedad priva- 
da -de esto no hay duda- se extinguirá dcfinitivamen- 
ic dentro de cincuenta años? ¿Quieren decir que ya desde 
ahora y hasta que se cumpla el plazo será su actual pro- 
pietario un simple concesionario? ;Quieren decir que al 
termino del plazo el Estado quedará propietario. sin in- 
demnización alguna, de todas las obras e instalaciones 
de infraestructura que se hayan podido realizar, cual- 
quiera que sea su valor? ;Que quiere decir quc durante 
este plazo si no inscribe un derecho no tendrá protecc,ión 
administrativa? ;Es que el Estado puede discriminar di- 
ciendo a este ciudadano le doy protcccióii y a este otro 
no? ¿Que quiere decir la inscripción si en toda la Ley no 
se habla de sus efectos? 

Todos estos intcrrogantes podrian bastar, si no se sub- 
sanan -? confiamos en que se vavan a subsanar a lo 
largo del proceso legislativo-, para provocar graves de- 
fectos en el texto. 

Las aguas subterráneas alumbradas en nuestro país 
-las hav que abastecen poblaciones y regadíos impor- 
tantes- han sido obra en la práctica totalidad de la 

iniciativa privada. Concretamente en la zona que conoz- 
co más, en el Pirineo oriental, más de la mitad de los 
recursos hidráulicos se obtienen gracias a esta iniciativa 
privada. Alumbrar aguas subterráneas no es el simple 
juego de  la varita mágica del zahorf, requiere grandes 
inversiones y supone grandes riesgos para el que se aven- 
tura por estos caminos, con amortizaciones a muy largo 
plazo, y con resultados a veces a varias generaciones vis- 
ta. 

Aclaren SS. SS. cuál es su objetivo. ¿Pretende, en reali- 
dad ,  la Ley en el futuro terminar con la iniciativa priva- 
da en esta materia? Yo no diré si esto está bien o mal, 
pero dígase, que quede claro en el proyecto:Si no es así, 
dígase, también, y el país sabrá a qué atenerse; pero no 
mantengamos figuras jurídicas difíciles de definir que se 
parecen algo a un jeroglífico como aquél que decía aqtes 
del derecho que no es derecho, porque no es digno de 
protección por parte de la Administración. 

El segundo gran motivo de discrepancia está en la bu- 
rocratización de los órganos de cuenca, en los que las dos 
terceras partes de sus cargos quedan en manos de las 
Administraciones públicas. En ellos, los usuarios serán 
-como se dibujan en el proyect- figuras decorativas, 
son simples espectadores, en el mejor de los casos con 
sillón de pr-imera fila, esto sí, pero simples espectadores 
pasivos, sin ninguna posibilidad de iniciativa v de acuer- 
do decisorio. 

La asamblea de usuarios en el provecto es un órgano 
vacío, se le asigna una función puramente de coordina- 
ción de lo que otros ya han decidido de un modo definiti- 
vo. Nosotros estimamos que esto no es progresista ni es 
moderno, y dudosamente democrático. Señorías, en el 
gobierno del agua tampoco se puede prescindir de las 
bases. Téngase en cuenta que uno de los factores que ha 
hecho posible la vigencia de la centenaria Ley de 1879, 
con prolongado éxito -como ha reconocido el señor Mi- 
nistro ! el propio portavoz socialista- en términos gene- 
rales, que ha durado hasta nuestros días, ha sido la parti- 
cipación real y directa del regante y del usuario en la 
gestión y administración de las aguas: posiblemente por- 
que el legislador decimonónico no lo inventó, sino que lo 
recogió de los usos y costumbres inveterados, centena- 
rios, de nuestro país. 

Si todo esto, que es realidad viva de nuestro país, es 
ahogado por la burocracia que diseña el provecto - c o n  
muy buena intención, señor Ministro, no lo dudo, v en 
favor del interks general-, no nos conducirá más que al 
alejamiento de estos administrados, de estos regantes y 
usuarios, del quehacer común, con grave quebranto, en 
definitiva, del mejor aprovechamiento de los recursos hi- 
dráulicos. Ello adquiere más gravedad si se tiene en 
cuenta que el proyecto hace recaer casi en absoluto sobre 
los usuarios el esfuerzo económico que la afloración v 
gestión de las aguas comporta. En otras palabras, se 
quiere a los usuarios para pagar, pero no para gobernar 
las aguas. 

También creemos que debe ser objeto de reconsidera- 
cibn -v confiamos en que así sea- el principio que 
consagra el provecto de  la temporalidad de todas las con- 
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cesiones. Compartimos nosotros el criterio del moderno 
derecho administrativo de que no caben concesiones per- 
manentes sobre bienes de dominio público: pero ;es apli- 
cable este principio, sin más, en materia de aguas? Bien 
está la temporalidad en aprovechamientos hidroeltictri- 
cos e industriales, pero creo que el abastecimiento de 
poblaciones v el riego agrícola requieren permanencia, 
requieren perpetuidad. Es impensable es t ruckrar  un 
buen sistema de  riegos v un eficaz abastecimiento urba- 
no en base a la temporalidad de una concesión. 

Finalmente -y termino, señorías-, queremos dejar 
constancia de que debería excluirse de este proyecto 
cualquier tentación recaudatoria por parte de las admi- 
nistraciones públicas. No nos parece correcto que los 
usuarios paguen perpetuamente un interés del 4 ó 5 por 
ciento -no sé cuál es porque en el anteprovecto era e l  4 
y en el texto que ha venido a la Cámara es el 5 por 
ciento- de todas las inversiones realizadas por la Admi- 
nistración, calculadas sobre bases anual o periódicamen- 
te actualizadas. Con el importe de las devaluaciones mo- 
netarias, p r m t o  el interés sería literalmente insoportable 
para calcularse sobre bases realmente astronómicas. 
¿Acaso el Estado paga los intereses de su deuda pública 
sobre un nominal actualizado? 

Hay otros muchos extremos, señorías, que deben re- 
considerarse en esta ley, y por eso hemos presentado más 
de 40 enmiendas a la misma. Mucho desearíamos -v lo 
decimos con toda sinceridad- que al final del ,proceso 
legislativo la mayoría de estas enmiendas hubiesen sido 
incorporadas al texto. Sería señal inequívoca de que en 
estos momentos hemos acertado al no presentar una en- 
mienda de  totalidad. Pero tampoco, evidentemente. por 
todas las reservas que acabo de exponer, podemos 
apoyar incondicionalmente al provecto, v por este moti- 
vo nos vamos a abstener en esta votación. fRuniores.) 

Mucho esperamos del talante negociador que el señor 
Ministro de  Obras Públicas ha demostrado hasta ahora. 
Esperamos que siga así hasta el final del proceso legisla- 
tivo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Con- 
cluya, señor Xicoy. 

El señor XICOY BASSEGODA: Porque los aspectos 
más negativos del proyecto no están, por lo que he expre- 

sado, en lo que dice,-sino en lo que no dice, en sus zonas 
oscuras, en su falta de claridad. Ojalá podamos tener, 
señorías. una ley tan clara como el agua que pretende 
regular, v que llegue a ser centenaria esta lev, como la 
que vamos a derogar, porque no es bueno, ni deseable, 
que una lev que va a regular cosa tan vital como el agua, 
estt! sujeta al vaiven pasional del poder de turno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias. Vamos a proceder a las votaciones. 

Al  proyecto de Icv de Aguas, enmienda de totalidad del 
Grupo Paharnentario Popular de devolución al Gobierno. 

Comienza la votación. fPurrsu. Rtrriiores.) 
Guarden silencio, que se azara la máquina. íRi.sus. Puir- 

su.) Insisto, senorías, en que si no se callan no sale. IRi- 
sus. P U l 1 S U . l  

Efectirudu lu votucióti, dio el sigiiieiite resiiltudo: Votos 
eiiiitiúos, 259; u favor, 75; eti cotitru, 174; ubstericioties, 10. 

El scnor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da,  por consiguiente, rechazada la enmienda de totalidad 
v de devolución al Gobierno del Grupo Parlamentario 
Popular. 

Del propio Grupo Parlamentario Popular votamos se- 
guidamente la enmienda de texto alternativo. 

Comienza la votación. IPuirsu.) 

Efkctiiudu la i~otucidn. dio el siguiente resiiltudo: Votos 
emitidos, 263; u f uwr - ,  76; eri cotitru, 176; ahstericiories, 10; 
tiillo, 11t1o. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da  rechazada la enmienda número 374, del Grupo Parla- 
mentario Popular, de texto alternativo. 

De este acuerdo, que será publicado en el .Boletín Ofi- 
cial de las Cortes, Congreso de los Diputados», se dará 
traslado a la Comisión competente para la tramitación 
ulterior del provecto de ley. 

Se suspende la sesión hasta mañana a las cuatro de la 
tarde. 

Eruri 1u.s ocho v treiritu iu ir i i i tos de la rioclie. 
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